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RESUMEN 
El presenta trabajo de investigación tiene como propósito verificar si se afecta el derecho 
fundamental de propiedad, cuando en el procedimiento de abandono de bienes muebles 
comisados, regulado en el artículo 184° del Texto Único Ordenado del Código Tributario, se 
establece un plazo legal para acreditar con comprobante de pago este derecho, en la medida 
que la declaración de abandono implica la pérdida del derecho de propiedad aun en el 
supuesto que se presente el comprobante de pago con posterioridad al referido plazo. 
Para efectos de validar esta hipótesis, se analizó, por un lado, el concepto de la Autonomía del 
Derecho Tributario determinando que no resulta aplicable al procedimiento de abandono en 
tanto que éste se encuentra comprendido en el Derecho Tributario Procedimental y no en el 
Derecho Tributario Sustantivo y, por otro, se aplicó el del Test de Proporcionalidad como 
herramienta metodológica que permite solucionar situaciones de conflicto entre derechos 
fundamentales o, como en este caso concreto, entre la potestad de control de la 
Administración Tributaria y el derecho fundamental de propiedad de los ciudadanos 
contribuyentes, habiéndose concluido que la norma que regula el procedimiento de abandono 
de bienes muebles comisados en el extremo que establece un plazo de caducidad no supera el 
citado Test de Proporcionalidad. 
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Por último, se sugiere que debe valorarse la documentación que se presente con posterioridad 
al plazo legal establecido a fin que no se vulnere el derecho fundamental de propiedad y por 
aplicación del principio del procedimiento administrativo de verdad material. 
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SUMMARY 
This investigation work has the purpose to verify if the fundamental property right is affected 
when in the proceeding of abandoned of the furniture confiscating property, regulated in the 
184 article of The Unique Ordered Text of The Tributary Code, it establish a legal (frame 
time) to credited a receipt of this right, in the way that the declaration of abandoned implicate 
the loss of the property right yet in the supposed that the receipt is showed after the referred 
frame time. 
For effects of validate  this hypothesis, it analyzed, for one side, the concept of the Autonomy 
of The Tributary Law, determining that it does not apply to the abandoned proceeding 
because it is found within the Procedural Tributary Law and not in the Substantive Tributary 
Law and, in the other side The Test of Proportionality was applied as a methodology tool that 
allows to solve conflict situations between fundamental laws or like in this particular case  
between the  control power of the Tributary Administration and the fundamental  property 
right of the contributor citizens, it has been concluded That the rule that regulate the 
proceeding of the abandoned  of the furniture confiscated property in the extreme that 
establish a frame time of expiring. 
Finally, it is suggested that the documentation submitted after the legal deadline established 
must be assessed so that the fundamental right of property is not violated and by applying the 
principle of the administrative procedure of material truth. 
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Introducción 
El presente trabajo de investigación se refiere al procedimiento de abandono de bienes 
muebles comisados regulado en el artículo 184° del Texto Único Ordenado del Código 
Tributario y pretende determinar si se produce una afectación al derecho fundamental de 
propiedad cuando, una vez realizado el comiso de bienes como consecuencia de una acción de 
control de la Administración Tributaria, se establece normativamente que dicho derecho solo 
puede acreditarse con la presentación dentro del plazo legal correspondiente del comprobante 
de pago, lo que implica que la presentación del comprobante de pago con posterioridad a 
dicho plazo tiene como consecuencia que, en la vía administrativa, se produzca la pérdida del 
derecho de propiedad sobre los bienes muebles comisados. 
Para esos efectos, el trabajo de investigación se ha estructurado en seis capítulos de tal forma 
que en el primero se presenta el marco metodológico del trabajo de investigación, para 
establecer, entre otros aspectos, que se trata de una investigación aplicada desde un enfoque 
cualitativo y de carácter descriptivo. 
En el segundo capítulo se estudia la regulación del procedimiento de abandono de bienes 
muebles comisados, comenzando desde la facultad sancionadora de la Administración 
Tributaria y el análisis legal de la sanción de comiso, pues de ésta se deriva el procedimiento 
de abandono de bienes muebles cuando se pretende recuperarlos acreditando la propiedad con 
el comprobante de pago respectivo. 
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En el tercer capítulo se profundiza sobre el origen del concepto de tributo, la División del 
Derecho Tributario y el concepto de autonomía del Derecho Tributario para tratar de verificar 
si al amparo de la autonomía del Derecho Tributario se puede justificar que se establezcan 
limitaciones para acreditar el derecho de propiedad en la vía administrativa. 
En el cuarto capítulo se estudia el concepto del derecho de propiedad desde el punto de vista 
del Derecho Constitucional y del Derecho Civil, así como los alcances del Test de 
Proporcionalidad y sus tres sub principios (idoneidad de medio y/o medida, necesidad o 
indispensabilidad y el test de proporcionalidad en sentido estricto o ponderación), en la 
medida que servirán como herramientas conceptuales para verificar si en el procedimiento de 
abandono de bienes muebles comisados se produce una afectación al derecho de propiedad. 
En el quinto capítulo se resumen ocho casos en los cuales se ha declarado y confirmado en la 
vía administrativa el abandono de bienes muebles comisados, apreciándose en los tres 
primeros que no se merituó la documentación presentada con posterioridad al plazo legal 
establecido y en los cinco restantes que la declaración de abandono se efectuó por otros 
motivos, lo que permite apreciar el contraste en los fundamentos de la declaración de 
abandono y por consiguiente en la pérdida del derecho de propiedad. 
Finalmente, en el sexto capítulo se aplica el Test de Proporcionalidad con sus tres sub 
principios para verificar si el procedimiento de abandono de bienes muebles comisados supera 
o no el Test y, por tanto, si puede concluirse que se afecta o no el derecho fundamental de 
propiedad. 
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CAPÍTULO 1 
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MARCO METODOLÓGICO DEL TRABAJO DE 
INVESTIGACIÓN 
1.1 ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN 
El enfoque de la investigación es cualitativo debido a que se profundizará en el análisis de la 
literatura y la información existente sobre el procedimiento mediante el cual la SUNAT 
declara el abandono de bienes muebles comisados, el derecho fundamental de propiedad y los 
aspectos jurídicos relevantes que se encuentran relacionados a la investigación, como el 
principio de autonomía del Derecho de Tributario y el Test de proporcionalidad en materia 
constitucional. 
Se buscará establecer cuál es el contexto legal en el que se encuentra inmerso el 
procedimiento de abandono asociándolo con el derecho de propiedad, con la finalidad de 
poder realizar una interpretación que permita arribar a conclusiones en el marco de la 
interacción de los temas bajo análisis. 
Finalmente, en el desarrollo de la investigación se pretende comprender y describir los 
conceptos estudiados, considerando también la experiencia y perspectiva del investigador a 
fin de establecer un resultado que exprese el efecto de la relación entre el procedimiento de 
abandono y el derecho fundamental de propiedad, lo que podrá servir como punto de partida 
para futuros trabajos de investigación que se acometan sobre el tema investigado. 
1.2 TIPO DE INVESTIGACIÓN 
El tipo de investigación que se realizará es de carácter descriptivo1, considerando que busca 
recoger información que permita precisar las características del procedimiento mediante el 
cual la SUNAT declara el abandono de bienes muebles comisados y el derecho de propiedad, 
tomando en cuenta otros conceptos jurídicos relevantes para este estudio, como la autonomía 
del Derecho Tributario y el Test de proporcionalidad en materia constitucional, con la 
                                                 
1 El profesor Francisco Sánchez Espejo indica que las investigaciones descriptivas buscan “realizar la 
descripción total, parcial, de un área específica o de una cualidad del objeto de estudio, que permita su aprensión 
cognoscitiva (…)”. 
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finalidad de que una vez establecida la relación entre estos factores, se pueda determinar si se 
presenta o no una afectación del derecho de propiedad. 
Asimismo, constituirá un nuevo ángulo de enfoque al efectuar la investigación estableciendo 
la vinculación entre el procedimiento de abandono y el derecho de propiedad, por lo que esta 
asociación se convertirá en el fenómeno de estudio. 
Finalmente, la delimitación de los conceptos que forman parte del trabajo de investigación se 
realizará con un adecuado nivel de profundidad que permita su conocimiento, para que sobre 
esa base se pueda generar una propuesta de mejora del procedimiento de abandono de bienes 
muebles comisados. 
1.3 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Actualmente en el procedimiento mediante el cual la SUNAT declara el abandono de bienes 
muebles comisados se afecta el derecho fundamental de propiedad, tomando en cuenta el 
supuesto en el cual, para la recuperación de dichos bienes, la propiedad sólo puede probarse 
con el comprobante de pago respectivo dentro del plazo legal establecido, lo que impide que 
la Administración Tributaria meritúe un comprobante de pago válidamente emitido pero que 
por alguna circunstancia se presentó con posterioridad a dicho plazo, verificando el papel que 
puede jugar la autonomía del Derecho Tributario en el análisis del fenómeno de estudio. 
1.4 OBJETIVO GENERAL 
Determinar si en el procedimiento de abandono de bienes muebles comisados se afecta el 
derecho fundamental de propiedad, considerando el supuesto en el cual, para la recuperación 
de dichos bienes, la propiedad sólo puede probarse con comprobantes de pago que cumplan 
con los requisitos y características previstas en el Reglamento de Comprobantes de Pago 
dentro del plazo legal establecido, verificando el papel que puede jugar la autonomía del 
Derecho Tributario en el análisis del fenómeno de estudio. 
1.5 DELIMITACIÓN DEL TEMA 
La investigación se centrará en el análisis teórico de los textos vigentes del artículo 184° del 
TUO del Código Tributario, del Reglamento de la Sanción de Comiso de Bienes, del 
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Reglamento de Comprobantes de Pago, del Reglamento del Fedatario Fiscalizador y de la 
Constitución Política de 1993.  
Adicionalmente, se revisarán las sentencias del Tribunal Constitucional y los estudios 
doctrinarios que versen sobre el Test de Proporcionalidad, así como los estudios teóricos 
referidos al derecho de propiedad que se hayan desarrollado por la doctrina del Derecho Civil 
y del Derecho Constitucional. 
El tema materia de la investigación se refiere al procedimiento de abandono de bienes 
muebles comisados previsto en el artículo 184° del Código Tributario, pero solo en lo relativo 
a si la limitación de presentar los comprobantes de pago dentro de un plazo legal afecta el 
derecho fundamental de propiedad, considerando que en este caso no se meritúa un 
comprobante de pago por el hecho de presentarse con posterioridad al mencionado plazo, lo 
que determina la pérdida del derecho de propiedad. 
1.6 JUSTIFICACIÓN 
El tema materia de la investigación no ha sido tratado anteriormente por los especialistas en 
Derecho Tributario con el enfoque que se propone, por lo que en ese aspecto constituye un 
tema novedoso. 
Asimismo, permitirá realizar un análisis distinto del procedimiento mediante el cual la 
SUNAT declara el abandono de bienes muebles comisados, con el propósito de equilibrar las 
potestades de control de la Administración Tributaria con el derecho constitucional de 
propiedad de los contribuyentes. 
Del mismo modo, constituye una oportunidad para mejorar el proceso mediante el cual la 
SUNAT declara el abandono de bienes muebles comisados, en la medida que permitiría que la 
Administración Tributaria realice este procedimiento de control sin afectar el derecho de 
propiedad del contribuyente, lo que proyectará una imagen de flexibilidad que redundará en la 
legitimidad de sus acciones frente a los ciudadanos. 
1.7 HIPÓTESIS 
El procedimiento mediante el cual la SUNAT declara el abandono de bienes muebles 
comisados afecta el derecho fundamental de propiedad de los contribuyentes, considerando el 
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supuesto en el cual, para la recuperación de dichos bienes, sólo puede probarse el derecho de 
propiedad presentando el comprobante de pago respectivo dentro del plazo legal establecido 
por el Código Tributario, por lo que no se meritúa el comprobante de pago válidamente 
emitido pero presentado con posterioridad a dicho plazo. 
1.8 MOTIVACIÓN 
El tema materia de la investigación está directamente vinculado con las labores que desarrollé 
en mi actividad profesional durante aproximadamente doce años, por lo que se ha acumulado 
la experiencia necesaria para efectuar un adecuado análisis de los efectos que genera la 
regulación vigente del procedimiento mediante el cual la SUNAT declara el abandono de 
bienes muebles comisados con relación al derecho fundamental de propiedad. 
Por otro lado, el desarrollo del trabajo de investigación constituirá un aporte práctico tanto 
para el contribuyente como para la Administración Tributaria, pues por el lado del 
contribuyente, permitirá evaluar el proceso de declaración de abandono de bienes muebles 
comisados a fin de mejorarlo y flexibilizarlo, en tanto que por el lado de la Administración, la 
mejora del proceso tendrá como efecto la proyección de una imagen más equitativa y 
equilibrada en el ejercicio de sus facultades de control. 
1.9 ESTADO DE LA CUESTIÓN 
En la actualidad no existen estudios que se hayan referido específicamente al tema materia de 
la investigación desde el enfoque que se ha propuesto; no obstante, existen diversos estudios 
que versan sobre el análisis normativo del Código Tributario, la autonomía del Derecho 
Tributario, el derecho de propiedad, así como jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
relevante para la investigación. 
1.10 MARCO TEÓRICO 
El marco teórico de la investigación está compuesto por los textos legales vigentes del 
artículo 184° del Texto Único Ordenado (TUO) del Código Tributario2, del Reglamento de la 
                                                 
2 Aprobado por Decreto Supremo N° 133-2013-EF y modificatorias. 
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Sanción de Comiso de Bienes3, del Reglamento de Comprobantes de Pago4, del Reglamento 
del Fedatario Fiscalizador5 y de la Constitución Política de 1993.  
Asimismo, por los estudios doctrinarios que defienden la corriente autonómica del Derecho 
Tributario Material. 
Finalmente, para definir los alcances del derecho de propiedad se tomarán en cuenta, los 
estudios que se han elaborado sobre estos temas por los investigadores jurídicos desde la 
perspectiva del Derecho Civil y del Derecho Constitucional, así como los estudios 
doctrinarios y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el Test de Proporcionalidad. 
                                                 
3 Aprobado por Resolución de Superintendencia N° 157-2004/SUNAT y modificatorias. 
4 Aprobado por Resolución de Superintendencia N°007-99/SUNAT y modificatorias. 
5 Aprobado por Decreto Supremo N°086-2003-EF y modificatorias. 
18 
 
CAPÍTULO 2 
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LA FACULTAD SANCIONADORA, EL COMISO Y 
EL ABANDONO DE BIENES MUEBLES 
DECLARADO POR LA SUNAT 
2.1 La Facultad Sancionadora de la Administración Tributaria 
La Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT)6 tiene, 
entre otras, las facultades de recaudación, fiscalización y sanción respecto de los tributos 
internos7, con excepción de los tributos municipales8. 
Las referidas facultades se encuentran desarrolladas en el Código Tributario9; así, la facultad 
de recaudación está regulada de los artículos 55° al 58°, la facultad de fiscalización de los 
artículos 59° al 80° y la facultad sancionadora en los artículos 82° y del 164° al 188°10. 
La facultad de recaudación consiste en el conjunto de acciones que realiza la SUNAT para el 
cobro de los tributos a su cargo, para lo cual podrá contratar los servicios de las entidades del 
sistema bancario y financiero. Dichas entidades privadas pueden encargarse de recibir los 
pagos, así como de procesar las declaraciones que presentan los contribuyentes. 
En la actualidad, con el desarrollo de la telemática y el Internet, la SUNAT ha aprobado 
diversos Programas de Declaración Telemática (PDT) para facilitar el cumplimiento 
voluntario de las obligaciones tributarias de los contribuyentes. 
                                                 
6 Denominación establecida a partir de la vigencia de la Ley N° 29816 – Ley de Fortalecimiento de la SUNAT. 
Anteriormente se denominaba Superintendencia Nacional de Administración Tributaria.  
 
7 Entre los principales tributos internos tenemos, el Impuesto a la Renta, el Impuesto General a las Ventas, el 
Impuesto Selectivo al Consumo y el Nuevo Régimen Único Simplificado. 
8 Dichas facultades se encuentran señaladas en los literales a) y p) del artículo 15° del Reglamento de 
Organización y funciones de la SUNAT, aprobado por el Decreto Supremo N° 115-2002-PCM y modificado por 
el Decreto Supremo N° 029-2012-EF. 
9 El Texto Único Ordenado (TUO) del Código Tributario fue aprobado por el Decreto Supremo N° 133-2013-EF 
y publicado el 22 de junio de 2013. 
10 Cfr. Cultura Tributaria- Libro de Consulta. Instituto de Administración Tributaria y Aduanera 2012:158-159. 
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Dentro de la misma facultad de recaudación se regula la adopción de medidas cautelares 
previas, esto es, la facultad del Ejecutor Coactivo para trabar embargos y cualquier otra 
medida cautelar que permita asegurar el pago de la deuda antes que ésta sea exigible 
coactivamente.  
Dicha medida tiene carácter excepcional y solo podrá ejecutarse cuando por el 
comportamiento del deudor tributario sea indispensable11 o, cuando existan razones que 
permitan presumir que la cobranza podría devenir en infructuosa antes de iniciado el 
Procedimiento de Cobranza Coactiva. 
Por otro lado, la facultad de fiscalización se refiere a la labor de comprobación y contraste que 
efectúa la Administración Tributaria respecto de la determinación tributaria practicada por el 
propio contribuyente, la misma que comprende, adicionalmente, el control de otras 
obligaciones tributarias de índole formal. Al respecto, según lo señalado por Huamaní Cueva, 
la definición de fiscalización en un sentido general: 
“(…) implica la facultad genérica e indivisible de la Administración Tributaria 
para controlar o comprobar el cumplimiento de las obligaciones y deberes, y 
las leyes tributarias, y la procedencia de beneficios tributarios, ejerciendo sus 
funciones, atribuciones y labores específicas, aplicando diversos 
procedimientos: inspección, auditoría, investigación, examen, evaluación, 
control del cumplimiento, presencia fiscalizadora en el terreno, requerimientos 
generales de información, cruce de información, incautaciones e 
inmovilizaciones, aplicación de presunciones, fiscalizaciones laborales, etc.; 
procedimientos que generando riesgo, tienen por finalidad, instar a los 
deudores tributarios al cumplimiento oportuno, correcto e íntegro de la 
prestación tributaria.” (2010:528) 
Ahora bien, desde una visión normativa, el artículo 62° del TUO del Código Tributario, 
indica que la facultad de fiscalización incluye la inspección, investigación y el control del 
cumplimiento de obligaciones tributarias, de lo que se puede colegir, que dicha facultad, 
además de las auditorías tributarias propiamente dichas, comprende también otras labores de 
campo (operativos) que tienen, entre otros, como propósito, verificar la entrega de 
comprobantes de pago en los establecimientos comerciales u oficinas de profesionales 
independientes12, comprobar que se sustente con los comprobantes de pago respectivos la 
                                                 
11 El segundo párrafo del artículo 56° del TUO del Código Tributario contempla los supuestos en los que se 
considera que el deudor tributario tiene un comportamiento que amerita trabar una medida cautelar previa.  
12 Denominado “operativo comprobante de pago”. 
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propiedad o posesión de la mercadería que se encuentra en los locales comerciales 
intervenidos, o controlar en las garitas ubicadas en las carreteras, el traslado de bienes, 
solicitando la guía de remisión remitente, la guía de remisión transportista o los comprobantes 
de pago cuando ello corresponda13. 
Por su parte, la facultad sancionadora tributaria14 entendida como una de las expresiones del 
ius puniendi del Estado15, es aquella que permite a la Administración Tributaria determinar y 
aplicar discrecionalmente sanciones a los contribuyentes que incurran en alguna infracción 
tributaria16.  
En este punto, es pertinente detenernos brevemente en el concepto de discrecionalidad17. 
Sobre el particular, para Tomás- Ramón Fernández la discrecionalidad:  
“Resulta, pues, de una norma, que deliberadamente, bien porque no puede resolver por sí 
misma de una sola vez todos los conflictos a los que con carácter general se refiere o bien 
porque considera más conveniente no hacerlo, delega en las autoridades llamadas a aplicarla 
la búsqueda de la solución más adecuada a las circunstancias de cada caso.” (2006: 383) 
En este sentido, la discrecionalidad sancionadora tributaria implica que la Administración 
Tributaria podría incluso dejar de aplicar una sanción cuando sus acciones tengan por 
finalidad por ejemplo educar al contribuyente, realizando para ello operativos de carácter 
preventivo18, apreciación que corrobora Talledo Mazú, citado por Huamaní Cueva, quien 
                                                 
13 Denominado “operativo control móvil”. 
14 Como parte del Derecho Administrativo Sancionador. 
15 Al respecto Pedreschi Garcés, apoyándose en las ideas de Juan Mestre, indica que: “(…) la potestad 
sancionadora de la Administración Pública residiría en la pertenencia de dicha rama del Derecho a un único ius 
puniendi o Derecho Punitivo del Estado, de lo que se derivaría, además su consecuente vinculación al Derecho 
Penal.” Ver Análisis sobre la Potestad Sancionadora de la Administración Pública y el Procedimiento 
Administrativo Sancionador en el marco de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. En 
AA.VV Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General – Segunda Parte. 2003:507. 
16 La mayoría de las cuales se encuentran tipificadas en el TUO del Código Tributario, aunque existen otras 
establecidas por ejemplo en el TUO del Decreto Legislativo N° 940 que regula el Sistema de Pago de 
Obligaciones Tributarias, denominado abreviadamente como SPOT. 
17 Cabe indicar que el último párrafo de la Norma IV del Título Preliminar del TUO del Código Tributario 
dispone que: “En los casos en que la Administración Tributaria se encuentre facultada para actuar 
discrecionalmente optará por la decisión administrativa que cons idere más conveniente para el interés público, 
dentro del marco que establece la ley”. 
18 Cfr. Huamaní Cueva 2010: 1074. 
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opina “que si bien el Código tipifica las infracciones y señala las sanciones, la Administración 
es libre de aplicar o no la sanción establecida una vez detectada la infracción” (2010:1074)19. 
Cabe precisar, que la SUNAT está autorizada por el Código Tributario para graduar las 
sanciones mediante Resolución de Superintendencia20, supuesto en el cual deberá respetar 
aquellos parámetros o criterios objetivos que haya fijado para la determinación y/o aplicación 
de la sanción. 
Por último, es necesario anotar que la Administración no tiene facultades para establecer 
infracciones o aplicar sanciones no establecidas en ley, actuación que, por el contrario, 
constituye una causal de nulidad conforme lo previsto en el numeral 3 del artículo 109° del 
TUO del Código Tributario. 
2.2 La Infracción Tributaria 
Nuestro Código Tributario vigente define la infracción tributaria en el artículo 164° 
disponiendo que es “toda acción u omisión que importe la violación de normas tributarias, 
siempre que se encuentre tipificada como tal en el presente Título o en otras leyes o decretos 
legislativos”. 
Del análisis de este artículo se desprende que los elementos básicos de la infracción lo 
constituyen, por una lado, un comportamiento y, por otro, la tipicidad de la conducta descrita 
como infracción. 
Con la relación al comportamiento éste puede ser una acción, lo que implica realizar una 
conducta, como por ejemplo declarar cifras o datos falsos21, o una omisión22, como por 
                                                 
19 Abundando en este aspecto, el profesor argentino Juan Carlos Cassagne , señala que existen dos tipos de 
discrecionalidad, a saber: la discrecionalidad de actuación, que permite elegir entre actuar o no; y la 
discrecionalidad de elección que, justamente, permite elegir la solución entre varias alternativas igualmente 
justas. Cfr. Juan Carlos Cassagne: La Discrecionalidad Administrativa, en el enlace 
http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/Cassagne/La%20discrecionalidad%20administrativa-ult.%20versi%C3%B3n-LL-03-
09-08.pdf  (consultado el 16 de junio de 2014). 
2020 Actualmente dicha la gradualidad de las sanciones está regulada en la Resolución de Superintendencia N° 
063-2007/SUNAT y modificatorias. 
21 Esta infracción está recogida en el numeral 1 del artículo 178° del TUO del Código Tributario. 
22 Lo que también se denomina “comisión por omisión”. 
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ejemplo no presentar las declaraciones que contengan la determinación de la deuda tributaria 
dentro de los plazos establecidos23. 
El otro elemento de la infracción es la tipicidad según el cual la conducta del infractor debe 
encontrarse claramente descrita o definida en la ley o el decreto legislativo correspondiente. 
Sobre este aspecto, García Rada señala que la conducta debe ser “(…) típica, es decir, 
definida en la ley como infracción” (1982: 86), añadiendo que “si la acción u omisión no 
encaja perfectamente dentro de determinada clase de infracción, no existirá contravención 
alguna” (1982: 87). Por su parte, Huamaní Cueva, advierte que este elemento tiene su sustento 
en el literal d del numeral 24 del artículo 2° de la Constitución Política del Perú24, lo que 
otorga mayor protección y garantía a los contribuyentes.  
Es importante destacar, que si bien la descripción de la conducta debe estar señalada en la ley 
o en decreto legislativo, conforme a lo previsto en el numeral 4 del artículo 230° de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General, cabe la posibilidad que por la vía del reglamento se 
permita tipificar conductas siempre que la ley lo autorice25; posibilidad legal que, sin 
embargo, no respetaría el principio de legalidad en materia penal (aplicable por extensión al 
derecho administrativo sancionador) ya que, a nuestro juicio, vulneraría el literal d) del inciso 
24 del artículo 2° de nuestra Constitución Política26. 
Otro aspecto que debe mencionarse, es que según el artículo 165° del TUO del Código 
Tributario, la infracción debe determinarse de manera objetiva, lo que en palabras de García 
                                                 
23 Esta infracción está contemplada en el numeral 1 del artículo 176° del TUO del Código Tributario. 
24 “Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho a: 
(..) 24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: 
(…) d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente 
calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no 
prevista en la ley”. 
25 “Artículo 230°.- Principios de la potestad sancionadora administrativa: 
La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios 
especiales: 
(..) 4. Tipicidad.- Sólo constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones previstas 
expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin admitir interpretación 
extensiva o analogía. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo pueden especificar o graduar aquellas 
dirigidas a identificar las conductas o determinar sanciones, sin constituir nuevas conductas sancionables a las 
previstas legalmente, salvo los casos en que la ley permita tipificar por vía reglamentaria”. 
26 “Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho a: 
(…) 24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: 
(…) d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté prev iamente 
calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no 
prevista en la ley”. 
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Rada significa que “(…) se atiende al resultado, sin tomar en cuenta la intención del 
contribuyente, sea dolosa o culposa” (1982: 87), el mismo autor agrega que “(…) bastará 
probar la comisión del hecho para que quede configurada la infracción (…)” (1982:87). En 
este sentido, se puede afirmar que para determinar una infracción tributaria sólo es necesario 
verificar que se ha producido un resultado que trasgreda las normas tributarias, sin que resulte 
relevante la existencia de dolo o culpa para su configuración27. 
De otro lado, conviene anotar que existe un problema de inexactitud terminológica en la 
denominación de “infracción”, puesto que según la doctrina, la infracción comprende, tanto a 
los delitos como a las contravenciones (ilícitos administrativos), sin embargo, en nuestro 
medio se ha usado el término “infracción” para denominar lo que en otras legislaciones se 
entiende como contravención28.  
En nuestro Código Tributario, se han agrupado diversas infracciones que tienen como 
característica común que la mayoría se refieren al incumplimiento de obligaciones de carácter 
formal, es decir, aquellas obligaciones que no significan el pago del tributo sino que 
únicamente pretenden facilitar el control de la Administración Tributaria; no obstante, se 
mantienen como infracciones de carácter sustancial las previstas en los numerales 4 y 5 del 
artículo 178° del Código Tributario29. 
Por último, es preciso señalar que para nosotros la infracción tributaria es aquel 
comportamiento que por acción u omisión trasgrede o quebranta obligaciones tributarias30, 
siempre que se encuentre tipificado en la ley o en decreto legislativo y que se determina de 
manera objetiva. 
                                                 
27 No obstante, es pertinente anotar que en otras legislaciones, como por ejemplo en el artículo 183° de la Ley 
General Tributaria española, aprobada por la Ley 58/2003 del 17 de diciembre de dicho año, se da cabida a la 
culpabilidad (dolo o culpa) para la determinación de una infracción tributaria. 
28 Cfr. Sanabria Ortiz 1997: 534-535. 
29 Cfr. Huamaní Cueva 2010: 1056. 
30 Debidamente recogidas en el TUO del Código Tributario o en otra ley o Decreto Legislativo. 
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2.3 Diferencia entre Infracción Tributaria y Delito 
Como se señaló en el acápite anterior, las infracciones tributarias están reguladas en el TUO 
del Código Tributario mientras que los delitos tributarios se encuentran recogidos en la 
denominada Ley Penal Tributaria31 y no, como otros delitos, en el Código Penal. 
Sobre este tema, es necesario indicar que conforme a la doctrina tanto las infracciones 
tributarias como los delitos tributarios forman parte del llamado “ilícito tributario”; sin 
embargo, es evidente que la infracción (llamada más propiamente contravención en otros 
ordenamientos, como ya se mencionó) tiene un carácter exclusivamente administrativo en 
tanto que el delito tributario tiene un contenido delictual. 
Refiriéndose a este aspecto, Sanabria Ortiz, indica que existen dos posiciones en la doctrina 
que buscan esclarecer la relación entre infracción y delito tributario; así, hace referencia a la 
“Teoría de la distinción cuantitativa o de grado” y a la “Teoría de la distinción ontológica”32. 
Para la “Teoría de la distinción cuantitativa o de grado” no existiría una real diferencia entre 
infracción y delito pues serían semejantes en esencia y sólo tendrían pequeñas diferencias de 
grado, es decir, la infracción reproduciría el delito pero en “pequeño”, con un menor “juicio 
de reproche”, por lo que le correspondería sólo sanciones administrativas y no penas33 como a 
los delitos34. 
De otro lado, la “Teoría de la distinción ontológica”, busca sustentar que existe una diferencia 
muy clara entre delitos e infracciones tributarias, de tal forma que con el primero se lesionan 
bienes jurídicos protegidos, en tanto que con las infracciones sólo se lesiona el orden 
administrativo o, en otras palabras, sólo se perturba la actividad de la Administración35. 
En nuestra opinión, consideramos que dependerá de cada legislación en particular establecer 
que conductas constituyen delito tributario basándose en su nivel de lesión a la actividad 
recaudatoria del Estado (bien jurídico protegido) o estableciendo límites cuantitativos según el 
                                                 
31 Aprobada por el Decreto Legislativo N° 813, publicado el 20 de abril de 1996. 
32 Cfr. Sanabria Ortiz 1997: 533-534 
33 En especial nos referimos a la pena privativa de la libertad que sólo se aplica a los autores o demás partícipes 
de delitos. 
34 Esta tesis es asumida, entre otros, por Sergio Francisco de la Garza. De la misma opinión es Rubén Sanabria 
Ortiz. 
35 Defiende con más argumentos esta tesis, entre otros, Héctor Villegas. 
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monto que, como consecuencia de la actividad ilícita, no se abonen al fisco, dejando a las 
demás conductas que perturben o perjudiquen la actividad de la Administración Tributaria en 
el campo de las infracciones y, por tanto, dentro del Derecho Administrativo Sancionador 
Tributario. 
Finalmente conviene anotar que Mario Alva Matteucci establece algunas diferencias entre 
infracciones tributarias y delitos ajustadas específicamente a nuestra legislación36; así, indica 
que las diferencias se basan en:  
1. La gravedad del hecho ilícito, esto es, que los delitos constituirían ilícitos graves en tanto 
que las infracciones serían ilícitos leves. 
2. La culpabilidad, en el sentido que en el delito se toma en cuenta el dolo mientras que para 
establecer una infracción, basta sólo el resultado de la acción del agente, por lo que el dolo 
es irrelevante. 
3. El interés protegido, en la medida que en el delito se protege la recaudación tributaria, 
mientras que en la infracción se protege a la Administración Tributaria 
4. La naturaleza de la sanción, pues generalmente, se impone una pena privativa de la 
libertad para el delito, en cambio para la infracción se establecen sanciones pecuniarias 
(multas) y no pecuniarias (cierre de locales, comiso, etc.).  
5. La entidad sancionadora, que sería el Poder Judicial para los delitos y la Administración 
Tributaria para las infracciones.  
6. La base legal, pues para un caso (los delitos) se aplica la Ley Penal Tributaria y el Código 
Penal y para el otro caso (las infracciones) se utiliza el TUO del Código Tributario y otras 
normas especiales. 
2.4 Las Sanciones Tributarias 
La sanción tributaria es “la punición o el castigo establecido en la ley que se aplica al sujeto 
que ha cometido una infracción tributaria” (Huamaní Cueva 2010: 1065). De opinión muy 
parecida es Sanabria Ortiz37. 
Desde otro punto de vista, se puede señalar que la sanción tributaria constituye aquella 
reacción que el ordenamiento jurídico despliega ante el incumplimiento de determinada 
obligación tributaria y que, normalmente, genera un detrimento o perjuicio económico en el 
patrimonio del sujeto infractor.  
                                                 
36 Cfr. Alva Matteucci en el enlace: http://blog.pucp.edu.pe/item/150506/cu -ndo-se-configura-el-delito-de-
defraudaci-n-tributaria (consultado el 16 de marzo de 2014). 
37 Cfr. Sanabria Ortiz 1997:554 
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En nuestro ordenamiento tributario, las sanciones que pueden aplicarse están señaladas 
taxativamente en el artículo 165° del TUO del Código Tributario y son las siguientes: penas 
pecuniarias (multas), comiso de bienes, internamiento temporal de vehículos, cierre temporal 
de establecimientos u oficina de profesionales independientes y suspensión de licencias, 
permisos, concesiones o autorizaciones vigentes otorgadas por entidades del Estado para el 
desempeño de actividades o servicios públicos. 
Algunas de estas sanciones tienen un mayor desarrollo en otros artículos del TUO del Código 
Tributario; así, el artículo 180° se refiere a las multas, el artículo 182° al internamiento 
temporal de vehículos, el artículo 183° al cierre temporal de establecimientos u oficinas de 
profesionales independientes y el artículo 184° al comiso de bienes. 
De otro lado, es pertinente indicar que el numeral 1 del artículo 230° de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General – Ley N° 27444 (LPAG), recoge dentro de los 
principios de la potestad sancionadora, el de legalidad, según el cual, en ningún caso se 
habilitará a las entidades de la Administración Pública a disponer la privación de la libertad. 
Asimismo, aunque puede resultar discutible considerarla como una sanción, la 
Administración Tributaria se encuentra habilitada, conforme lo previsto en el numeral 17° del 
artículo 62° TUO del Código Tributario, para colocar, entre otros, carteles y letreros alusivos 
a las sanciones que ejecuta o al ejercicio de las funciones que le han sido otorgadas, como por 
ejemplo el cierre de un establecimiento comercial, lo que constituiría para algunos una 
especie de sanción moral38. 
2.5 La Sanción de Comiso de Bienes 
La sanción de comiso según Sanabría Ortiz “(…) consiste en la privación o despojo de las 
mercaderías o efectos objeto de la infracción fiscal (…)” (1997:556); no obstante, es 
importante advertir, que dicha pérdida de los bienes tratándose de la sanción de comiso 
prevista en el artículo 184° del TUO del Código Tributario, debería tener sólo carácter 
temporal, pues la pérdida definitiva de la propiedad se produce cuando se declara el abandono 
de los bienes.  
                                                 
38 Cfr. Cultura Tributaria Libro de Consulta 2012: 162. 
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En ese sentido, resulta necesario diferenciar claramente la sanción de comiso de la figura del 
abandono de bienes, pues aunque ambas se pueden originar en una misma acción de control 
de la Administración Tributaria, dependerá de que se acredite o no la propiedad para que se 
declare aplicada la sanción de comiso39 o el abandono de los bienes.  
Desarrollando un poco más este aspecto, se puede señalar, dentro del ámbito tributario40, que 
cuando el Fedatario Fiscalizador41 detecta alguna infracción sancionada con el comiso42, debe 
levantar un Acta Probatoria en la que detallará los bienes detectados en infracción a los que se 
aplicará inmediatamente dicha sanción, lo que conllevará a que los mismos usualmente sean 
trasladados a los almacenes de la Administración Tributaria para su depósito. 
Ahora bien, una vez que los bienes se encuentran comisados, el sujeto infractor o quien se 
considere propietario podrá solicitar la devolución de los bienes en el plazo que corresponda. 
Si la Administración considera que se ha acreditado el derecho de propiedad sobre los bienes 
declarará aplicada la sanción de comiso y, previo pago de una multa, los devolverá al 
interesado. En cambio, si la Administración estima que no se ha acreditado el derecho de 
propiedad, declarará el abandono de los bienes.  
En resumen, se puede concluir que la “declaración” de comiso y el abandono de bienes son 
resultados alternativos, pues dependen de que se acredite o no el derecho de propiedad o 
posesión sobre los bienes, los mismos que ya se encuentran en poder físico de la 
Administración Tributaria desde el momento de la intervención efectuada por el Fedatario 
Fiscalizador. 
                                                 
39 Cabe precisar, que cuando se produce una intervención y se configura alguna de las infracciones sancionadas 
con el comiso, el Fedatario Fiscalizador levantará el Acta Probatoria y comisará los bienes; posteriormente, si se 
acredita la propiedad sobre los mismos se emitirá una Resolución de Intendencia o de Oficina Zonal “declarando 
aplicada” la referida sanción. De ello se desprende, que dicha resolución administrativa sólo tiene un efecto 
declarativo, en tanto que desde que se levantó el Acta Probatoria los bienes pasaron al poder de la 
Administración (en principio de manera temporal). En el supuesto que no se acredite la propiedad, la Resolución 
de Intendencia u Oficina Zonal declarará el abandono de los bienes, lo que implica una pérdida definitiva  de la 
propiedad, aunque resulta posible interponer los recursos administrativos respectivos. 
40 En otras áreas del Derecho tiene un alcance distinto, por ejemplo en el ámbito aduanero, de los derechos de 
autor y municipal. Asimismo, en el ámbito penal exis te el llamado “decomiso” como una consecuencia accesoria 
de la pena que se decida imponer al condenado. 
41 Tipo de Agente Fiscalizador que es trabajador de la SUNAT y se encuentra facultado a efectuar la inspección, 
investigación, control y/o verificación del cumplimiento de obligaciones tributarias formales. Sus funciones se 
encuentran reguladas en el Reglamento del Fedatario Fiscalizador aprobado por Decreto Supremo N° 086-2003-
EF y modificatorias. 
42 Entre las más frecuentes, se encuentran las contempladas  en los numerales 8, 9 y 15 del artículo 174° del TUO 
del Código Tributario, las mismas que se detallarán más adelante. 
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Por otro lado, se debe precisar que sólo una vez que se haya notificado la Resolución de 
Intendencia o de Oficina Zonal que declara aplicada la sanción de comiso, procederá 
presentar una impugnación contra dicha sanción, esto es, iniciar el Procedimiento 
Contencioso Tributario43 puesto que entre el levantamiento del Acta Probatoria44 y la 
notificación de la Resolución de Intendencia o de Oficina Zonal, no existe jurídicamente 
ningún acto que pueda ser materia de reclamación en los términos del segundo párrafo del 
artículo 135° del TUO del Código Tributario45. El plazo para presentar la reclamación contra 
la sanción de comiso es de cinco (5) días con arreglo a lo señalado en el numeral 2 del artículo 
137° del TUO del Código Tributario. 
Conforme lo expuesto, se puede concluir señalando que el comiso constituye un tipo de 
sanción tributaria expresamente regulada en el TUO del Código Tributario, en tanto que la 
declaración de abandono de bienes es más bien la “situación” en la que se encuentran los 
bienes como consecuencia de que ninguna persona haya podido acreditar su derecho de 
propiedad. Sobre el abandono de bienes nos ocuparemos en los siguientes apartados. 
2.6 Procedimiento para acreditar el derecho de propiedad de 
bienes muebles comisados 
Sobre el particular, se debe precisar que las infracciones que pueden originar la intervención 
de la Administración Tributaria y que son sancionadas con el comiso de bienes se encuentran 
detalladas en el Anexo I del Reglamento de la Sanción de Comiso aprobado por la Resolución 
de Superintendencia N.° 157-2004/SUNAT y modificatorias46. 
En este sentido, dentro de dicho grupo de infracciones, las que son más frecuentemente 
detectadas por parte de la Administración Tributaria en los operativos que efectúa, son 
                                                 
43 El que conforme lo previsto en el artículo 124° del TUO del Código Tributario comprende, en la vía 
administrativa, las etapas de reclamación ante la Administración Tributaria y de apelación ante el Tribunal 
Fiscal. 
44 El Acta Probatoria, en forma independiente, no puede ser cuestionada ni en vía de queja, por lo que sólo 
procede impugnarla una vez que se emita la Resolución que declara ap licada la sanción de comiso o, en su caso, 
el abandono de los bienes. Apoyando esta posición, el Tribunal Fiscal ha emitido la Resolución de Observancia 
Obligatoria N° 03619-1-2007, en la que se señala que: “El Tribunal Fiscal no es competente para pronunc iarse, 
en vía de queja, sobre la legalidad de las actas probatorias levantadas durante las intervenciones de los fedatarios 
fiscalizadores”. 
45 Lo que se conoce como “acto reclamable”. 
46 Las referidas infracciones son las previstas en los numerales 1 y 5 del artículo 173°, numerales 6, 8, 9, 10, 11, 
13, 14, 15 y 16 del artículo 174°, numeral 21 del artículo 177° y numerales 2 y 3 del artículo 178° del TUO del 
Código Tributario. 
30 
 
aquellas previstas en los numerales 8, 9 y 15 del artículo 174°del TUO del Código 
Tributario47, levantándose por ello la respectiva Acta Probatoria48. En dicho documento49 
deben constar los hechos detectados por el Fedatario Fiscalizador y que, a su vez, van a 
sustentar la comisión de la infracción por la cual se ejecutará en forma inmediata la sanción 
de comiso de bienes. 
Como se indicó en párrafos anteriores, una vez aplicada la sanción de comiso mediante la 
respectiva Acta Probatoria, el infractor o el propietario no infractor podrá solicitar la 
devolución de los bienes cumpliendo con los requisitos señalados en el artículo 184° del TUO 
del Código Tributario y en el artículo 10° del Reglamento de la Sanción de Comiso, aspectos 
a los que nos referiremos inmediatamente de manera más detallada. 
2.6.1 El plazo de acreditación del derecho de propiedad o posesión 
De acuerdo con lo señalado en el artículo 184° del TUO del Código Tributario y los literales 
a) y b) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de Comiso, el plazo 
para acreditar el derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados es de diez (10)50 
o dos (2)51 días hábiles dependiendo del tipo de bienes, en ambos casos el plazo se computará 
desde el día siguiente de la fecha en que se levantó el Acta Probatoria. En el supuesto que la 
elaboración del Acta Probatoria le tome al Fedatario Fiscalizador más de un día, el cómputo 
del plazo se iniciará desde el día siguiente de su culminación.  
                                                 
47 “Artículo 174°.- Constituyen infracciones relacionadas con la obligación de emitir, otorgar y exigir 
comprobantes de pago: 
8. Remitir bienes sin el comprobante de pago, guía de remisión y/u otro documento previsto por las normas para 
sustentar la remisión. 
9. Remitir bienes con documentos que no reúnen los requisitos y características para ser considerados como 
comprobantes de pago, guías de remisión y/u otro documento que carezca de validez 
15 No sustentar la posesión de bienes mediante los comprobantes de pago u otro documento previsto por las 
normas sobre la materia que permitan sustentar costo o gasto, que acrediten su adquisición.”. 
48 Los requisitos mínimos que debe contener el Acta Probatoria se encuentran señalados en el numeral 4.2 del 
artículo 4° del Reglamento de la Sanción de Comiso. 
49 El artículo 6° del Reglamento del Fedatario Fiscalizador aprobado por Decreto Supremo N.° 086-2003 y 
modificatorias establece que dicho funcionario. “deberá dejar constancia de los hechos comprueba con motivo de 
la inspección, investigación, control y/o verificación del cumplimiento de las  obligaciones tributarias, en 
ejercicio de sus funciones señaladas en el artículo 4°, en los documentos denominados Actas Probatorias. Las 
Actas Probatorias, por su calidad de documentos públicos constituyen prueba suficiente para acreditar los hechos 
realizados que presencie o constate el Fedatario Fiscalizador. Dichas Actas sustentarán la aplicación de la 
sanción correspondiente, de ser el caso. Una vez culminada su elaboración, copia de la referida Acta será 
entregada al sujeto intervenido, o en su defecto, al deudor tributario”. 
50 Tratándose de bienes no perecederos. 
51 Tratándose de bienes perecederos . 
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Los plazos a los que se ha hecho referencia en el párrafo precedente son perentorios e 
improrrogables, esto es, que si a su vencimiento el infractor o el propietario no infractor no 
presenta la documentación sustentatoria correspondiente, se perderá el derecho a acreditar el 
derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados52. 
No obstante lo señalado, cabe indicar que en tanto el numeral 10.2 del artículo 10° del 
Reglamento de la Sanción de Comiso indica que la acreditación de la propiedad o posesión de 
los bienes comisados se efectuará ante la dependencia de la SUNAT correspondiente al lugar 
en que se realizó la intervención, por lo que resultará aplicable el término de la distancia53 al 
que se alude en el numeral 135.1 del artículo 135° de la LPAG54.  
De otro lado, cabe indicar que con arreglo a la Regla 1 de la Resolución Administrativa N.° 
1325-CME-PJ55 emitida por la Comisión Ejecutiva del Poder Judicial, el cómputo del término 
de la distancia se efectúa en días calendario; sin embargo, en el caso que el día final de ese 
plazo coincidiera con un día inhábil, el mismo se prorrogará al primer día hábil siguiente 
conforme la Norma XII del Título Preliminar del TUO del Código Tributario.  
2.6.2 Los medios probatorios para acreditar el derecho de propiedad o 
posesión 
En adición al escrito mediante el cual se solicita la devolución de los bienes comisados56 el 
infractor57 o el propietario no infractor58 deberá presentar los medios probatorios que 
acrediten el derecho de propiedad o posesión sobre los mismos. 
                                                 
52 La Administración Tributaria interpreta que si la solicitud de devolución de bienes se presenta vencido los 
referidos plazos, se produce la caducidad del derecho para recuperar los bienes, lo que en la práctica implica la 
pérdida de la propiedad. 
53 En el supuesto que el domicilio fiscal del infractor o del propietario no infractor no se encuentre en el ámbito 
geográfico de la dependencia de la SUNAT correspondiente al lugar de la intervención, por ejemplo, en el caso 
que un contribuyente sea intervenido en Lambayeque pero que tenga fijado su domicilio fiscal en el ámbito 
geográfico de la Intendencia Lima, deberá presentar la documentación sustentatoria en la Intendencia Regional 
Lambayeque. 
54 En dicho numeral se señala lo siguiente:”Al cómputo de los plazos establecidos en el procedimiento 
administrativo, se agrega el término de la distancia previsto entre el lugar de domicilio del administrado dentro 
del territorio nacional y el lugar de la unidad de recepción más cercana a aquél facultado para llevar a cabo la 
respectiva actuación”. 
55 Que aprobó el Cuadro de Términos de la Distancia y que fue publicada el 6 de noviembre de 2000. 
56 El mismo que según el literal a) del numeral 10.2 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de Comiso 
deberá contener lo siguiente: 
1. Nombre, denominación o razón social del infractor y, de corresponder, el nombre de su representante legal.  
2. Número de RUC o en su defecto, el número de documento de identidad que corresponda. 
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Al respecto, es importante indicar que aquel que pretenda acreditar el derecho de propiedad o 
posesión respecto de bienes que adquirió de una transacción con un tercero59 en la cual exista 
la obligación legal de emitir comprobante de pago60, sólo podrá presentar un comprobante 
de pago que cumpla con los requisitos y características señaladas en el Reglamento de 
Comprobantes de Pago a efectos de sustentar su derecho61. Del mismo modo, si existiera 
cualquier error u omisión en el comprobante de pago, incluso de carácter formal, la 
Administración Tributaria rechazará su valor probatorio62. 
Por su parte, en el caso de los productores de bienes, estos deberán presentar la 
documentación que acredite su derecho de propiedad o posesión con anterioridad a la fecha de 
la intervención63. En el supuesto que no se cumpla con este último requisito, no se podrá 
recuperar los bienes comisados por cuanto la Administración concluirá que la documentación 
presentada no puede sustentar el derecho invocado al no corresponder realmente a dichos 
bienes.  
Por último, cuando para adquirir la propiedad o posesión de los bienes comisados no exista 
obligación de emitir comprobante de pago, la acreditación podrá realizarse con documento 
privado de fecha cierta, con documento público u otro documento que a juicio de la SUNAT 
                                                                                                                                                        
3. Domicilio fiscal o domicilio procesal, de ser el caso. Tratándose del domicilio procesal, éste deberá 
encontrarse ubicado en el radio urbano que corresponda a la dependencia de SUNAT en que se realizó la 
intervención. 
4. El número del Acta Probatoria vinculada a la sanción de comiso. 
5. La explicación de las circunstancias en que adquirió la propiedad o posesión de los bienes, adjuntando para tal 
efecto la documentación señalada en el literal b), según sea el caso. 
6. La firma del infractor y/o representante legal o, en caso de no saber firmar, la impresión de su huella dactilar”.  
57 Cuando su condición de infractor resulta coincidente con la de propietario  
58 Cuando el propietario no ha cometido la infracción sancionada con el comiso, pero debe presentarse para 
recuperar los bienes comisados. 
59 Por ejemplo, un proveedor o algún vendedor. 
60 Conforme al Reglamento de Comprobantes de Pago, aprobado por la Resolución de Superintendencia N° 007-
99/SUNAT y modificatorias, el comprobante de pago es un documento que acredita la transferencia de bienes, la 
entrega en uso, o la prestación de servicios. Asimismo, dentro de los principales comprobantes de pago están la 
factura, la boleta de venta, los tickets emitidos por máquinas registradoras y las liquidaciones de compra. 
61 Es decir, que ningún otro medio probatorio podrá ser presentado para acreditar el derecho de propiedad o 
posesión sobre los bienes detectados en infracción, como por ejemplo un contrato con firma certificada 
notarialmente, una declaración jurada, una prueba testimonial, un correo electrónico en el que conste la 
aceptación de una oferta, el ejercicio de la posesión del bien durante la intervención, etc. 
62 Por ejemplo si existiera error en la fecha emisión del comprobante de pago, en los datos de la imprenta, en el 
número de autorización de impresión, en el número de serie del comprobante de pago, etc. 
63 Por ejemplo un agricultor podría presentar, entre otros documentos, el título de propiedad del terreno dónde 
cultivó los bienes o el respectivo contrato de arrendamiento (que contenga fecha cierta), la autorización de la 
Comisión de Regantes de la localidad, los pagos por el derecho del uso del agua, los comprobantes en los que se 
consigne la compra de semillas, fertilizantes y otros insumos necesarios para la siembra. Todos estos 
documentos deben tener fecha anterior a la intervención para que la Administración le otorgue mérito probatorio.  
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demuestre fehacientemente la propiedad o posesión antes de haberse producido el comiso. El 
caso más común es aquel en el cual una persona natural pretende acreditar el derecho de 
propiedad sobre bienes muebles usados adquiridos a otra persona natural que no realiza 
actividad empresarial ni es habitual en esa actividad64. En este caso resultaría válido presentar 
un contrato con la firma debidamente certificada ante un Notario en fecha anterior a la 
intervención. 
2.6.3 Las facultades de la SUNAT para verificar la documentación 
presentada para acreditar el derecho de propiedad o posesión 
Según el numeral 10.6 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de Comiso de Bienes, la 
SUNAT podrá realizar inspecciones, verificaciones y cruces de información a fin de 
comprobar la veracidad de la documentación presentada, el contenido de ésta o la realidad de 
la operación. 
Lo antes referido implica que, por ejemplo, no basta con presentar un comprobante de pago 
emitido cumpliendo con todos los requisitos y características señaladas en el Reglamento de 
Comprobantes de Pago para acreditar el derecho de propiedad pues, en caso existan dudas de 
su carácter fehaciente, la SUNAT podrá realizar las inspecciones, verificaciones y cruces de 
información que estime necesarios para establecer si dicho documento puede acreditar el 
derecho de propiedad o posesión que se invoca reconocer a la autoridad tributaria.  
Asimismo, en el supuesto que sea un agricultor quien se presenta a acreditar el derecho de 
propiedad, la SUNAT está facultada para verificar mediante cruces y requerimientos de 
información, si efectivamente fueron producidos los bienes comisados o si el nivel de 
producción del terreno agrícola, dónde se sostiene haber sembrado y cosechado, puede 
sustentar la cantidad de bienes detectados en infracción. 
En tal sentido, para efectos probatorios la SUNAT deberá tomar en cuenta la RTF N.° 01759-
5-2003 en la que se ha establecido “el criterio que una operación es no real o inexistente 
cuando se presenta alguna de las siguientes situaciones: (i) Una de las partes – vendedor y 
comprador- no existe o no participó en la operación, (ii) Ambas partes no participaron en la 
operación, (iii) El objeto materia de venta es inexistente o distinto, y (iv) La combinación de 
                                                 
64 Por ejemplo si una persona desea vender una computadora que fue adquirida para su propio uso. 
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tales situaciones. De lo que se concluye que una operación es no real si llega a establecer que 
alguna de las partes (vendedor o comprador) o el objeto de la transacción no existen o son 
distintos a los que aparecen consignados en el comprobante de pago reparado”65.  
De otro lado, en el antes mencionado numeral 10.6, se ha señalado que con motivo del cruce 
de información el infractor deberá proporcionar a la SUNAT la documentación que solicite y 
en el plazo que ésta indique; no obstante, en caso de incumplimiento no se ha previsto 
ninguna presunción que origine la pérdida del valor probatorio del comprobante de pago u 
otro documento presentado con el propósito de acreditar el derecho de propiedad66. 
2.6.4 La resolución que declara el abandono de bienes muebles  
Con arreglo al numeral 15.1 del artículo 15° del Reglamento de la Sanción de Comiso, la 
SUNAT declarará el abandono de los bienes mediante la emisión de la resolución de 
abandono, cuando el infractor67 no hubiera acreditado su derecho de propiedad o posesión 
sobre los bienes comisados dentro de los plazos correspondientes68. 
En este sentido, se puede señalar que la SUNAT declarará el abandono de los bienes 
comisados en los siguientes casos: 
a)  Cuando dentro del plazo establecido no se presente documentación sustentatoria alguna. 
b)  Cuando se presente la documentación sustentatoria fuera del plazo correspondiente. 
                                                 
65 Referencia tomada de la RTF N:° 11358-2-2007. 
66 Por lo que para llegar a la verdad material (principio aplicable a este procedimiento administrativo y recogido 
en el numeral 1.11 del Artículo IV del Título Preliminar de la LPAG), la Administración tendrá que acreditar 
que el comprobante de pago presentado no contiene una operación real o, en todo caso, que existen suficientes 
elementos de juicio para concluir que la operación no es fehaciente. 
67 O el propietario no infractor. 
68 Cabe indicar que de acuerdo con el numeral 15.3 del artículo 15° del Reglamento de la Sanción de Comiso: 
“El abandono se declarará, según corresponda, mediante Resolución de Intendencia o de Oficina Zonal que 
contendrán, como mínimo lo siguiente: 
a) Fecha y lugar de emisión. 
b) Intendencia u Oficina Zonal de la SUNAT que emite la resolución. 
c) Número de Acta Probatoria. 
d) Número de RUC del sujeto intervenido o documento de identidad que corresponda. 
e) Nombre, denominación o razón social del sujeto intervenido o del infractor, según sea el caso y, de 
corresponder, el nombre de su representante legal. 
f) La infracción cometida y la fecha de comisión. 
g) Los fundamentos y disposiciones que amparan el comiso. 
h) Identificación o descripción y cantidad de los bienes comisados, la calificación de perecedero o no 
perecedero, el estado visual de conservación. 
i) El fundamento para declarar el abandono de los bienes comisados. 
j) El valor de los bienes, salvo en el caso de remate inmediato o donación inmediata. 
k) De ser el caso, se indicará si los bienes han sido destruidos y la razón del mismo”. 
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c)  Cuando la documentación sustentatoria no acredita el derecho de propiedad. Por ejemplo 
si se presenta un documento que no constituye comprobante de pago69 o uno que no reúne 
los requisitos para ser considerado como tal por alguna omisión de sus requisitos, o un 
contrato de arrendamiento de terreno agrícola que no contiene fecha cierta, por lo que no 
se demuestra el derecho de propiedad antes de haberse efectuado la intervención de la 
SUNAT. 
d)  Cuando como resultado de la comprobación efectuada por la SUNAT se cuente con 
elementos que demuestren que los bienes no son de propiedad de quien solicita la 
devolución o que la operación no es real o fehaciente. Por ejemplo cuando la SUNAT 
comprueba que el supuesto vendedor de los bienes no cuenta con el comprobante de pago 
de adquisición, no tiene disponibilidad de efectivo o préstamos aprobados, no cuenta con 
almacenes tratándose de bienes que lo requieran, no presenta los libros y registros 
solicitados, no tiene anotado el comprobante de adquisición en el registro de compras, no 
declara compras o no presenta las declaraciones juradas respectivas, o inclusive niega que 
haya vendido los bienes a quien se presenta solicitando la devolución de los mismos.  
De otro lado, resulta conveniente anotar que la SUNAT decidirá el destino de los bienes 
declarados en abandono, para lo cual podrá rematarlos, destinarlos a entidades del Estado o 
donarlos70. 
2.6.5 La impugnación en la vía administrativa de la resolución que declara 
el abandono de bienes muebles  
De acuerdo con lo señalado en el numeral 16.4 del artículo 16° del Reglamento de la Sanción 
de Comiso de Bienes, la resolución de abandono podrá ser impugnada conforme a lo 
establecido en la Ley del Procedimiento Administrativo General aprobada por la Ley N° 
27444.  
En tal sentido, el numeral 216.1 del artículo 216° del TUO de la LPAG indica que los 
recursos administrativos que pueden presentarse son: reconsideración y apelación; asimismo, 
                                                 
69 Por ejemplo, un contrato celebrado entre las partes, cuando para efectos tributarios existe obligación de emitir 
comprobante de pago. 
70  También podrá ordenar la destrucción de los bienes en los casos que correspondan conforme lo regula 
el artículo 184° del TUO del Código Tributario, o entregarlos a la autoridad competente por presumir la 
comisión de algún delito o la configuración de una infracción administrativa de carácter sectorial, como por 
ejemplo las que contempla Ley Forestal y de Fauna Silvestre y su Reglamento. 
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agrega que sólo en el caso que la ley o el decreto legislativo lo establezca expresamente podrá 
interponerse el recurso administrativo de revisión. 
Asimismo, dicho dispositivo precisa que el plazo para interponer dichos recursos es de quince 
días hábiles71, los cuales tienen carácter perentorio, lo que implica que en supuesto que la 
impugnación no se presente dentro de dicho término, la Administración Tributaria se 
pronunciará declarándola inadmisible basándose únicamente en la verificación de su 
extemporaneidad. 
De otro lado, es importante acotar que en el supuesto que el recurrente estime que debe 
plantear una nulidad, ya sea contra la Resolución que declara el Abandono de los Bienes o 
contra el Acta Probatoria respectiva, dicha nulidad se presentara como un argumento más 
dentro de los recursos administrativos a los que se refiere la LPAG. 
Las causales de nulidad que se podrían invocar por el recurrente, son las previstas en el 
artículo 109° del TUO del Código Tributario, aunque consideramos que nada obsta para que 
se incluyan también las causales establecidas en el artículo 10° de la LPAG, las que contienen 
una redacción que incluye supuestos de mayor alcance normativo72. 
2.6.5.1 El Recurso de Reconsideración 
Sobre el particular, se debe indicar que sólo cabe presentar recurso de reconsideración cuando 
el administrado pretenda impugnar la declaración de abandono ante el mismo órgano que la 
emitió, esto es, ante la Oficina Zonal o la Intendencia Regional73 que efectuó la intervención, 
debiendo sustentarse para ello necesariamente en nueva prueba74.  
Al respecto, conviene detenernos en el análisis del concepto de nueva prueba y en los 
alcances que puede tener para efectos de la impugnación de una resolución de abandono de 
bienes. 
                                                 
71 Cabe indicar que a dicho plazo se agrega el término de la distancia cuando corresponda en aplicación del 
numeral 135.1 del artículo 135° de la LPAG. 
72 Por ejemplo el numeral 1 del artículo 10° de la LPAG indica que es causal de nulidad la contravención a la 
Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias. 
73 En el caso de la Intendencia Lima, el órgano que emite la Resolución de Abandono es la Gerencia de 
Operaciones Especiales contra la Informalidad por lo que también es competente para resolver el recurso de 
reconsideración. 
74 El artículo 208° de la LPAG dispone que: “El recurso de reconsideración se interpondrá ante el mismo órgano 
que dictó el primer acto que es materia de la impugnación y deberá sustentarse en nueva prueba (…).”  
37 
 
Sobre el concepto de “nueva prueba”, Morón Urbina ha señalado que lo siguiente: 
“está referida a la presentación de un nuevo medio probatorio, que justifique la revisión del 
análisis ya efectuado acerca de alguno de los puntos materia de la controversia” (2011: 621) 
En este entendido, se debe presentar a la misma autoridad emisora del acto impugnado una 
nueva “fuente de prueba”75 contenida en algún medio probatorio (soporte material) que 
permita a la citada autoridad incorporar al análisis de la controversia un hecho no analizado en 
el momento en que se pronunció originalmente. 
Ahora bien, en el procedimiento mediante el cual la SUNAT declara el abandono de bienes 
muebles, cabría entender como nueva prueba, sólo aquellos medios probatorios que permitan 
reforzar o apoyar la veracidad de un comprobante de pago siempre que éste haya sido 
presentado dentro del plazo establecido en la etapa de acreditación del derecho de propiedad, 
en aquellos supuestos en que la Administración haya señalado, producto de sus cruces de 
información y verificaciones, que el mismo contiene una operación no real o carece de 
fehaciencia.  
De otro lado, es conveniente advertir que se trata de un recurso opcional que no impide 
ejercer directamente el recurso de apelación. 
2.6.5.2 El Recurso de Apelación 
El recurso de apelación se encuentra regulado en el artículo 209° de la LPAG, norma de la 
que se desprende, que dicha impugnación será resuelta por el superior jerárquico de la 
autoridad que emitió la Resolución de Intendencia76 o de Oficina Zonal de Abandono o el 
superior jerárquico de la autoridad que resolvió el recurso de reconsideración. 
Tenemos entonces que si se emitió una Resolución de Oficina Zonal de Abandono de Bienes, 
quien resolverá la apelación será el Intendente Regional de quien depende jerárquicamente el 
Jefe Zonal, en cambio, si se emitió una Resolución de Intendencia de Abandono 
corresponderá al Superintendente Nacional Adjunto de Tributos Internos resolver la 
                                                 
75  La que se distingue del hecho controvertido y que justamente se pretende demostrar mediante esa fuente 
de prueba que se presenta (hechos distintos contenidos en un medio probatorio); así, el profesor Davis 
Echeandía, citado por Morón Urbina indica que fuente de prueba “(…) son los hechos percibidos por el juez, que 
por lo general consisten en hechos diferentes del que se trata de probar (…).” Morón Urbina 2011: 621. 
76 En el caso de la resolución emitida por el Gerente de Operaciones Especiales contra la Informalidad, el recurso 
de apelación será resuelto por el Intendente Lima. 
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apelación77 . El mismo esquema resultará aplicable cuando la impugnación se dirija contra la 
resolución con la que se resolvió un recurso de reconsideración. 
La apelación puede sustentarse, según el artículo 209° de la LPAG, en la diferente 
interpretación de las pruebas producidas o en cuestiones de puro derecho, por lo que nada 
impide presentar nuevo material probatorio o sólo una argumentación jurídica78 sobre la 
controversia. 
Finalmente, con lo que se resuelva en este recurso, se agota totalmente la vía administrativa, 
procediendo únicamente iniciarse el Proceso Contencioso Administrativo cumpliendo los 
requisitos y plazos previstos en la Ley que lo regula79.  
2.6.5.3 El Recurso de Revisión 
En el procedimiento de abandono de bienes muebles no procede la interposición del recurso 
de revisión, toda vez que no se ha regulado expresamente su presentación mediante ley o 
decreto legislativo.  
Conforme todo lo expuesto en este capítulo, se puede concluir que el procedimiento mediante 
el cual la SUNAT declara el abandono de bienes muebles, se origina en una intervención del 
Fedatario Fiscalizador de la SUNAT en la cual se levanta un Acta Probatoria en la que consta 
la ejecución material de un comiso. Dicho procedimiento puede finalizar, dependiendo de si 
se acredita o no el derecho de propiedad, con la “declaración” del comiso o con el abandono 
de los bienes. 
Finalmente, para efectos de nuestro trabajo, es relevante precisar que cuando en una 
transacción exista obligación de emitir comprobante de pago, el derecho de propiedad sobre 
los bienes comisados con ocasión de la intervención del Fedatario Fiscalizador, únicamente 
podrá sustentarse con un comprobante de pago que cumpla con los requisitos y características 
establecidas en la norma de la materia siempre que se presente dentro del plazo legal 
establecido. 
                                                 
77  Salvo el caso de la Intendencia Lima como ya se mencionó. 
78 También es necesario incluirse, desde luego, los aspectos fácticos. 
79 Texto Único Ordenado de la Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo aprobado por Decreto 
Supremo N° 013-2008-JUS. 
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CAPÍTULO 3 
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LA AUTONOMÍA DEL DERECHO TRIBUTARIO Y 
EL PROCEDIMIENTO MEDIANTE EL CUAL LA 
SUNAT DECLARA EL ABANDONO DE BIENES 
MUEBLES 
3.1 Origen del concepto de Tributo 
Se puede señalar, de manera bastante somera, que el tributo constituye una exacción 
económica que se encuentra obligado a entregar un particular a favor del Estado cuando se 
configura la hipótesis de incidencia descrita en la norma tributaria y que dicha prestación 
puede ser exigida de manera coactiva en caso de incumplimiento80. 
Es difícil determinar con total exactitud el origen del concepto de tributo; sin embargo, se 
puede afirmar que una aproximación a dicho concepto, con diversos matices, existió desde la 
antigüedad, pues éste resulta consustancial con la existencia de una colectividad políticamente 
organizada 81 en la que deben satisfacerse necesidades que involucran a todo el grupo social, 
tales como la defensa o la construcción de ciudades82. 
Asimismo, cabe agregar, que el tributo se utilizó también como una fórmula impuesta por los 
pueblos vencedores a los que resultaban vencidos en las guerras; así, puede afirmarse que 
tanto los súbditos de un reino como los pueblos vencidos en las guerras se encontraban en la 
obligación de soportarlo, sin embargo, fueron a estas últimas colectividades a las que se les 
imponían elevados tributos mediante el uso de la violencia o como condición para su 
supervivencia83. 
                                                 
80 Es casi unánime en la doctrina la aceptación del tributo como una “prestación pecuniaria”; no obstante, en una 
posición muy minoritaria, otros autores, como los nacionales Barrios Orbegoso (1988:14) y Sanabria Ortiz 
(1997:96), entienden el tributo como “un vínculo jurídico”. 
81 Nos referimos, por ejemplo, a las Ciudades Estado de la edad antigua. 
82 Cfr. Barrios Orbegoso 1988: 11 
83 Cfr. Sanabria Ortiz 1997: 36 
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De otro lado, si bien no es nuestra intención efectuar un análisis pormenorizado de la 
evolución histórica del tributo, según reseña Sanabria Ortiz, se puede indicar que el 
antecedente más antiguo del tributo se encuentra en las: 
“tablillas de arcilla de los Sumerios y Acadios en Mesopotamia (2334 A.C.) en las cuales 
recogían toda la documentación sobre actividades económicas y recepción de impuestos” 
(1997: 35)84.  
El mismo autor reseña que la idea de tributo estuvo presente también entre los Asirios, 
Hebreos, Egipcios, Persas, Chinos, Griegos y Romanos85. 
Por su parte, profundizando en el origen de la concepción del impuesto moderno, el profesor 
Héctor B. Villegas, señala que ésta surgió durante el feudalismo cuando el rey: 
“(…) utilizó el sistema de “ayudas” para reclamar a sus vasallos el derecho de percibir rentas 
en sus respectivos dominios; en lugar de ser pagada por el señor, la “ayuda” era percibida por 
el rey directamente de los habitantes de los diversos dominios señoriales. Estas “ayudas” 
fueron en un primer momento excepcionales (por ejemplo, cuando era necesario reclutar 
soldados). Pero como luego se precisó un ejército estable, se tendió a darle carácter 
permanente. Una vez concedida la autorización, el rey se aprovechó de ella para recaudar 
anualmente la ayuda, como ya lo hacía en las ciudades con carácter de municipio (…).” 
(1998:51) 
Es evidente que está concepción del tributo se encontraba aún teñida de arbitrariedad, pues se 
basaba exclusivamente en la soberanía del rey, aspecto que con el devenir histórico sufriría 
una notable transformación sobre todo desde el ámbito constitucional con la consolidación del 
principio de legalidad86 y otros principios de la tributación que servirían como límite a la 
potestad para crear tributos. 
                                                 
84 No comparte esa opinión el profesor español García Novoa, quien sustentándose en Benítez y Schmölders, 
señala que “(…) será en Grecia cuando se consolide la contribución al pago por los ciudadanos de gastos 
colectivos en tiempos de paz, en lo que se puede localizar el germen histórico del tributo, pues hasta ese 
momento el tributo no constituía un concepto estable y era una consecuencia del sometimiento de los  vencidos a 
los vencedores”. 2009: 27. 
85 Cfr. Sanabria Ortiz 1997: 35 y 36. 
86 Expresado en la fórmula “No existe tributo sin ley previa”. 
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De acuerdo a lo expuesto, y siguiendo a Barrios Orbegoso, se puede afirmar que la 
concepción del tributo con los alcances que tiene en la actualidad, surgió con el desarrollo de 
los Estados modernos 
“(…) como forma de lograr sus ingresos necesarios, y por medio del cual sus integrantes se 
desprenden de parte de su patrimonio, el que pasa a las arcas del Estado para ser devuelto en 
forma de beneficios generales para la colectividad.” (1988: 12). 
3.2 Definición de Derecho Tributario 
La expresión Derecho Tributario no es unívoca en la Doctrina, pues esta misma materia se 
denomina también, “Derecho Fiscal” o “Derecho Impositivo”, aunque en Latinoamérica es 
más aceptada la denominación “Derecho Tributario”, lo que queda demostrado desde que, en 
esta parte del continente, el espacio académico y profesional más importante de esta disciplina 
lo constituye el Instituto Latinoamericano de Derecho Tributario (reconocido por sus siglas 
ILADT)87. 
Existen numerosos autores que han definido el Derecho Tributario desde distintos enfoques, 
algunos de manera muy amplia y otros de forma mucho más restringida, así, el profesor 
mexicano Sergio Francisco de la Garza señala que el Derecho Tributario es: 
“(…) el conjunto de normas jurídicas que se refieren al establecimiento de los tributos, esto 
es, a los impuestos, derechos y contribuciones especiales, a las relaciones jurídicas principales 
y accesorias que se establecen entre la Administración y los particulares con motivo de su 
nacimiento, cumplimiento o incumplimiento, a los procedimientos oficiosos o contenciosos 
que pueden surgir y a las sanciones establecidas por su violación.” (2010:26) 
Por su parte, el tratadista argentino Héctor Villegas enseña que el Derecho Tributario “es el 
conjunto de normas jurídicas que se refieren a los tributos, regulándolos en sus distintos 
aspectos” (1998:135). Dentro de la misma línea, el uruguayo Valdés Costa indica que:  
“Es el conjunto de normas que regulan los derechos y obligaciones entre el Estado, en su 
calidad de acreedor de los tributos, y las personas a quienes la ley responsabiliza de su pago.” 
(1996:1). 
                                                 
87 Cfr. Villegas Héctor (1998:133-134) 
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También resulta interesante la definición de Derecho Tributario que nos propone el profesor, 
de origen italiano, Dino Jarach para quien “el derecho tributario es el conjunto de normas y 
principios jurídicos que se refieren a los tributos”, agregando que la “ciencia del derecho 
tributario tiene como objeto el conocimiento de esas normas y principios” (1969:6). 
Del mismo modo, desde una óptica mucho más amplia, el brasilero Paulo de Barros Carvalho, 
entiende que: 
“(…) el Derecho Tributario positivo es la rama didácticamente autónoma del Derecho, 
formado por el conjunto de las proposiciones jurídicas (normativas y no normativas), que 
correspondan, directa o indirectamente, a la creación, recaudación y fiscalización de tributos.” 
(2011:69) 
Por nuestra parte, siguiendo en parte a De la Garza y a Barros Carvalho, podemos señalar que 
el Derecho Tributario es el conjunto de normas que regulan todo lo relativo a la aplicación de 
los tributos, así como todos los procedimientos y acciones de control que la Administración 
Tributaria realiza en el marco de su función recaudadora, fiscalizadora y sancionadora. 
3.3 División del Derecho Tributario 
Para los efectos de este trabajo, se va a asumir la posición que didácticamente considera que 
esta disciplina se divide en Derecho Tributario Material o Sustancia88 y en Derecho Tributario 
Formal o Administrativo89 90 ; sin embargo, es oportuno precisar que, la mayor parte de la 
Doctrina considera que dentro del estudio del Derecho Tributario, se debe incluir también el 
Derecho Constitucional Tributario, el Derecho Penal Tributario, el Derecho Internacional 
Tributario y el Derecho Procesal Tributario. 
Ahora bien, conforme explica De la Garza, el Derecho Tributario Material lo constituye el:  
“(…) conjunto de normas jurídicas que disciplinan el nacimiento, efectos y extinción de la 
obligación tributaria y los supuestos que originan la misma, esto es, la relación jurídica 
sustantiva principal, así como las relaciones jurídicas accesorias que lógicamente se vinculan 
                                                 
88 También denominado “Derecho Tributario Sustantivo”. 
89 También denominado “Derecho Tributario Procedimental”. 
90 Es importante indicar que aunque Giuliani Fonrouge no acepta esta división, nos informa que el alemán Albert 
Hensel es uno de sus principales defensores y que dicha tesis ha sido acogida por la mayoría de la doctrina 
alemana, así como parte de la española y latinoamericana. 2001:46. 
44 
 
con el tributo. En otras palabras, el derecho tributario sustantivo regula la relación que en el 
anverso tiene el carácter de crédito tributario y en el reverso tiene el carácter de obligación 
tributaria.” (2010:28) 
De una forma más breve, Valdés Costa señala que el Derecho Tributario Material “(…) regula 
todo lo relativo a la existencia y cuantía de la obligación tributaria.” (1996:10). En forma 
similar, Héctor Villegas señala que el Derecho Tributario Material: 
“(…) tiene la específica misión de prever los aspectos sustanciales de la futura relación 
jurídica que se trabará entre el Estado y los sujetos pasivos con motivo del tributo.” 
(1998:245). 
Por nuestra parte, aproximándonos a la definición de De la Garza, consideramos que el 
Derecho Tributario Material es el conjunto de normas jurídicas que regulan todos los aspectos 
relacionados con la obligación tributaria principal, así como todas aquellas obligaciones 
accesorias pero necesarias para el correcto y oportuno pago de los tributos. 
Ahora bien, con relación al Derecho Tributario Formal, De la Garza indica que está 
compuesto por: 
“(…) el conjunto de normas que regulan la actividad de la Administración Pública que se 
encarga de la determinación y de la recaudación de los tributos, y de su tutela, entendiéndola 
en su sentido más amplio.” (2010:28). 
Por otro lado, de una manera sencilla, Dino Jarach señala que el Derecho Tributario Formal 
es: 
“(…) el conjunto de normas que disciplinan la actividad administrativa y las relaciones que 
teleológicamente se vinculan al tributo.” (2004:16). 
Por su parte, la profesora argentina García Vizcaíno señala que el Derecho Tributario Formal: 
“(…) está constituido por las reglas jurídicas pertinentes para determinar si corresponde que el 
fisco perciba de determinado sujeto una suma en concepto de tributo, y la forma en que la 
acreencia se transformará en un importe tributario líquido, que será el que ingresará al Tesoro 
Público.” (2000:1 Tomo II) 
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Conforme a los conceptos expuestos, entendemos que el Derecho Tributario Formal, es el 
conjunto de normas que regulan la actividad de la Administración relativa a la verificación de 
la correcta determinación de los tributos, así como las diversas actividades de control que 
debe ejecutarse respecto de las obligaciones formales a cargo de los contribuyentes o terceros.  
Para finalizar este apartado, podemos señalar que el Derecho Tributario Material regula todo 
lo relativo a la obligación tributaria sustancial (pago del tributo) así como las obligaciones 
accesorias a ésta, en tanto que el Derecho Tributario Formal se ocupa de las acciones que la 
Administración realiza para asegurarse que los contribuyentes cumplan con la correcta 
determinación y pago del tributo, ya sea mediante una fiscalización o practicando diversos 
tipos de acciones de control. 
3.4 La Autonomía del Derecho Tributario Material 
No vamos a referirnos en este apartado a la antigua discusión que se ha sostenido en la 
Doctrina respecto a si el Derecho Tributario está subordinado al Derecho Civil o si forma 
parte del Derecho Administrativo, pues, en la actualidad, está casi pacíficamente aceptado, 
que el Derecho Tributario Material no forma parte ni se encuentra subordinado a dichas ramas 
del Derecho91.  
Por el contrario, siguiendo en parte el razonamiento del profesor argentino García Belsunce92, 
se va a iniciar nuestro análisis, señalando los conceptos que pueden determinar cuándo una 
rama del Derecho puede considerarse autónoma, aunque es preciso advertir que dicha 
autonomía no puede entenderse como absoluta, sino más bien dentro de la unidad del 
Derecho93, esto es, entendiendo el Derecho como un conjunto de normas de distintos niveles y 
materias relacionadas entre sí, o, en palabras de Marcial Rubio, como un “Sistema Jurídico”94 
                                                 
91 Para una lectura resumida de este debate doctrinal puede revisarse a Valdés Costa (1996:42 -54). 
92 Cfr. Las obras de García Belsunce, tituladas: La Autonomía del Derecho Tributario. 1957 y La A utonomía del 
Derecho Tributario (A cuarenta años de mi primera clase universitaria) 1996. 
93 Cabe indicar, que, algunos autores como el francés Trotabas hacen referencia a un “fondo común jurídico” del 
cual todas las ramas del Derecho son dependientes. Citado por Valdés Costa (1996:45). 
94 Rubio Correa concibe el Derecho como “(…) un sistema estructurado que contiene principios y normas 
jurídicas que lo diferencian de otros sistemas normativos y que, en su interior, se organiza partiendo de la unidad 
más elemental que es la norma jurídica, subiendo a una mayor integración en grupos normativos, los que a su 
vez pueden ser insertados en sub-conjuntos denominados usualmente ramas del Derecho, las cuales responden 
aún, a pesar de la evolución reciente, a la clásica diferencia entre dos grandes conjuntos que conforman el 
Derecho Público y el Derecho Privado, los cuales, a su vez, tienen algo en común que son los principios y 
normas jurídicas de máximo nivel.” (1988:234). 
46 
 
En ese sentido, según explica García Belsunce, para que una rama del Derecho pueda 
considerarse autónoma, dentro de la unidad del Derecho, requiere reunir tres clases de 
autonomía, las mismas que deben presentarse de manera necesariamente conjunta:  
“(..) 1) la autonomía teleológica o de fines, cuando un derecho tiene fines propios y distintos 
de los demás; 2) la autonomía estructural u orgánica, cuando el contenido o las instituciones 
que integran determinada rama del derecho tiene naturaleza jurídica propia, en el sentido de 
que es distinta de la de las otras ramas del derecho, o sea, que no encuentra su fuente en ellas 
y, además, esas instituciones distintas son uniformes entre sí en cuanto responden a una 
misma naturaleza jurídica; y 3) la autonomía dogmática o conceptual cuando esa rama del 
derecho tiene conceptos y métodos propios para su expresión, aplicación e interpretación.” 
1996: 1795.  
Por su parte, De la Garza, anota que existen tres tipos de autonomía: 
“(..) la “Autonomía Científica o Dogmática” entendida- citando a Valdés Costa- “como un 
agrupamiento sistemático de normas en función de la existencia de institutos y principios 
propios”; “Autonomía Didáctica”, cuando “(…) aquellas normas constituyan un campo 
distinto de especulación y enseñanza, respecto de otras ramas del Derecho” y “Autonomía 
Legislativa”, cuando “(…) las normas relativas a esa rama del Derecho constituye un cuerpo 
de leyes separado y orgánico” (2010: 8-9). 
Por nuestra parte, apoyándonos en el profesor Valdés Costa, consideramos que “el concepto 
de autonomía” de una rama del Derecho “se basa en la existencia de principios e institutos 
propios (…)” (1996:55), a lo que podríamos agregar la “Autonomía Didáctica”, aunque esta 
última es, en nuestra opinión, sólo un primer indicador de autonomía, la misma que debe 
verificarse con la existencia de principios e institutos propios.  
En esa línea de razonamiento, sólo el Derecho Tributario Material96 tiene autonomía dentro de 
la unidad del Derecho97, puesto que se sustenta en principios que se encuentran generalmente 
                                                 
95 El mismo García Belsunce, en su trabajo de 1957 consideraba también a la “Autonomía Didáctica”, 
refiriéndose a ella como “(…) la independencia de una materia para fines de su estudio o enseñanza, cuando 
razones de conveniencia lo aconsejan a esos fines”. 1957:7. Posición que compartimos, pues es un a evidencia 
importante de la autonomía de una disciplina. 
96 Sobre el particular, Osvaldo H. Soler señala que “(…) desde el punto de vista de la investigación científica 
(…) el derecho tributario puede descomponerse básicamente, en un derecho material o sus tancial, ligado a la 
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recogidos a nivel constitucional98, su análisis gira en torno a un instituto propio que por 
excelencia es el concepto de tributo99, aunque, adicionalmente, acoge dentro de su 
normatividad, conceptos que en otras ramas del Derecho tienen alcances distintos como por 
ejemplo: la persona jurídica, el domicilio, la prescripción, la venta, la capacidad tributaria, etc. 
Asimismo, esta rama del Derecho posee autonomía didáctica, lo que queda demostrado en el 
hecho que esta materia se enseña como disciplina jurídica independiente en casi todas las 
Facultades de Derecho.  
Finalmente, es importante destacar, que en las Primeras Jornadas Latinoamericanas de 
Derecho Tributario, celebradas en Montevideo en octubre de 1956, se declaró la autonomía 
del Derecho Tributario dentro de la unidad del Derecho, sustentándose en que se rige por 
principios propios, así como por institutos, conceptos y objetos también propios; no obstante, 
se precisó que: 
“la aplicación de las normas tributarias no pueden afectar los derechos esenciales de la 
persona humana y las garantías del orden constitucional”100. 
De acuerdo a lo expuesto, queda claro entonces que el Derecho Tributario Material goza de 
autonomía científica, aunque la misma no implica que se considere a esta disciplina como un 
compartimiento estanco sino, por el contrario, formando parte del sistema jurídico, y sin que 
dicha autonomía pueda significar en modo alguno autorización para rebasar o conculcar 
derechos fundamentales de los contribuyentes. 
3.5 La Posición Peruana sobre la Autonomía del Derecho 
Tributario 
El antecedente más antiguo de la posición peruana referida a la autonomía del Derecho 
Tributario, lo encontramos en una conferencia que dictó el profesor Juan Lino Castillo 
                                                                                                                                                        
relación jurídica tributaria y en un derecho formal o administrativo, relacionado con todo aquello vinculado con 
la actuación administrativa de aplicación del tributo.” 2000:67 
97 Nos hemos referido a la “unidad del Derecho” en párrafos  anteriores. 
98 En el caso peruano se encuentran recogidos en el artículo 74° de la Constitución Política de 1993, y son los 
siguientes: principio de legalidad, reserva de ley, principio de igualdad, principio de respeto a los derechos 
fundamentales de la persona y principio de no confiscatoriedad. 
99 También otros como por ejemplo: hipótesis de incidencia, hecho imponible, etc. 
100 Cfr. García Belsunce. 1996:65. 
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Vargas101, titulada precisamente “Autonomía del Derecho Tributario”, la misma que se llevó a 
cabo en el año 1954 en el Colegio de Abogados de Lima102. 
En la referida conferencia el doctor Castillo Vargas señaló, entre otros aspectos, que el: 
“Derecho Tributario sustantivo o material está constituido por el conjunto de normas que 
rigen la relación jurídica principal que nace de la realización del hecho gravable, y las 
relaciones jurídicas accesorias necesariamente vinculadas a ella. Es estructural y 
dogmáticamente autónomo, ya que forma instituciones jurídicas con estructura propia 
uniforme.” (2009:76). 
Más adelante, el mismo profesor Castillo Vargas explica que: 
“La autonomía del Derecho Tributario consiste, como ya se ha dicho, en la independencia de 
su estructura y de su elaboración de conceptos frente a otras ramas del Derecho, pero no 
significa separación absoluta del sistema general del Derecho, ni está en contradicción con el 
principio de unidad del mismo.” (2009:77). 
Como se puede apreciar, anticipándose en dos años a las Primeras Jornadas Latinoamericanas 
de Derecho Tributario, ya en el año 1954, el doctor Castillo Vargas preconizaba la autonomía 
del Derecho Tributario Material pero respetando la unidad del Derecho. 
Algunos años después, en 1970, el profesor Belaúnde Guinassi, publicó el libro “Instituciones 
del Derecho Tributario”, en el que opinó, por la autonomía del Derecho Tributario señalando 
lo siguiente: 
“Es evidente que esta rama del Derecho Público, que elabora el conjunto de normas jurídicas 
que se refieren a la aplicación de los tributos y que regula la relación jurídico-tributaria entre 
el Poder Fiscal (el Estado) y los particulares (contribuyentes) por su materia, objeto y 
características es reconocida ya por numerosos tratadistas como una disciplina o rama 
autónoma del Derecho.” (1970:3). 
                                                 
101 El profesor Castillo Vargas fundó la cátedra de Derecho Tributario en el año 1948 en la Facultad de Derecho 
de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos. Asimismo, en el mismo año transformó el curso de 
Legislación Tributaria del Perú en el de Derecho Tributario en la Facultad de Derecho de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú. 
102 Castillo Vargas 2009:73. 
49 
 
Posteriormente, dicho autor, nos precisa que: 
“Aceptada la autonomía estructural del Derecho Tributario Material, debemos también dejar 
aclarado que ésta, en ningún momento puede tomarse en sentido absoluto, ni en contradicción 
con el principio, unánimemente aceptado, de la unidad del Derecho y a la vez dejar sentado 
que el conjunto de normas que constituyen la Legislación Tributaria está relacionado 
íntimamente con los preceptos rectores constitucionales que dan el arquetipo y base de la 
legalidad al tributo recogido en casi todas las Constituciones (…).” (1970:13). 
De lo expuesto por Belaúnde Guinassi, se desprende que este autor era partidario de la 
autonomía del Derecho Tributario dentro de la unidad del Derecho. 
Posteriormente, Flores Polo en su libro “Derecho Financiero y Tributario Peruano” se refirió a 
la autonomía del Derecho Tributario en los siguientes términos: 
“El Derecho Tributario como “ciencia jurídica del tributo” goza de autonomía estructural en 
su calidad de disciplina jurídica sustantiva que tiene por principal objeto de estudio los 
institutos que concurren en la obligación tributaria (relación jurídico tributaria).” (1986:256). 
El mismo profesor Flores Polo, agrega lo siguiente: 
“En conclusión, el derecho tributario sustantivo o material tiene autonomía estructural frente 
al derecho administrativo; frente al derecho público y dentro del sistema general del derecho 
objetivo. Esta autonomía, según explica Jarach, no significa separación ni está en 
contradicción con el principio de la unidad del derecho.” (1986:271). 
De las citas efectuadas de este autor, podemos colegir que Flores Polo también opinaba a 
favor de la autonomía del Derecho Tributario Material dentro de la unidad del Derecho. 
Otro autor peruano que ha tratado el tema es Sanabria Ortiz, quien sobre la autonomía del 
Derecho Tributario ha expresado lo siguiente: 
“La doctrina mayoritaria otorga autonomía al Derecho Tributario, posición que compartimos 
plenamente. En efecto la presencia de instituciones propias, de normatividad existente, los 
principios que regulan el objeto y fin de esta ciencia son elementos que sustentan su 
autonomía” (1997:68); más adelante agrega que “(…) se debe indicar, que el Derecho 
50 
 
Tributario –como cualquier otra disciplina jurídica- no goza de autonomía absoluta por la 
necesaria interrelación con las otras ramas del Derecho.” (1997:72). 
De lo reseñado por Sanabria Ortiz, se aprecia que su postura resulta favorable a la autonomía 
del Derecho Tributario, ubicándolo en necesaria correlación con las demás ramas del 
Derecho.  
Finalmente, Iglesias Ferrer, ha expuesto su posición particular sobre este tema, como se 
constata en el siguiente párrafo: 
“Respecto a la autonomía del Derecho Tributario debemos señalar que el Derecho Tributario 
es una ciencia jurídica autónoma dentro de la unidad del Derecho.” (2000:80); añade luego 
que “(…) el Derecho Tributario Sustancial (único verdaderamente autónomo) no puede salirse 
del ámbito constitucional que demarca los límites jurídicos de un país.” (2000:81). 
De la lectura de lo señalado por Iglesias Ferrer, se pone de manifiesto que este autor también 
se adhiere a la tesis de la autonomía del Derecho Tributario Material dentro del principio de 
unidad del Derecho. 
Para finalizar, de la revisión de los conceptos que exponen los autores peruanos antes citados, 
se puede indicar que resulta concluyente que en nuestro medio, mayoritariamente103, se acepta 
la corriente autonómica del Derecho Tributario Material, sin que ello signifique apartarse 
totalmente de las demás ramas del Derecho. 
3.6 La Autonomía del Derecho Tributario con relación al 
procedimiento mediante el cual la SUNAT declara el abandono de 
bienes muebles 
Conforme se ha precisado en los acápites anteriores, sólo el Derecho Tributario Material o 
Sustantivo goza de autonomía, es decir, que sólo se considera como una disciplina 
                                                 
103 Sólo hemos encontrado una posición contraria a la autonomía del Derecho Tributario en Robles Moreno 
quien comentando la Norma IX del Título Preliminar del TUO del Código Tributario sostiene que: “Como 
sabemos, el Derecho Financiero es el conjunto de reglas que tratan sobre los ingresos y egresos del Estado. 
Dentro del Derecho Financiero se encuentra el Derecho Tributario.  
Por su parte, el Derecho Tributario es el conjunto de reglas que regulan los ingresos tributarios. Y el Derecho 
Tributario Sustantivo es el conjunto de reglas sobre el ámbito de aplicación del tributo y la obligación tributaria.  
En este orden de ideas, podemos señalar que el Derecho Tributario no constituye una rama del Derecho que goce 
de autonomía.” (2005: 51). 
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independiente (dentro de la unidad del Derecho) a aquella parte del Derecho Tributario que 
estudia la obligación tributaria sustancial y sus elementos, la misma que nace al verificarse en 
el plano fáctico la hipótesis de incidencia descrita en la ley. 
De otro lado, como se ha reseñado en el primer capítulo de este trabajo, el procedimiento de 
declaración de abandono de bienes muebles se origina en una acción de control (intervención) 
que efectúa la Administración respecto del cumplimiento de obligaciones tributarias formales 
a cargo de contribuyentes o terceros, por lo que estimamos que todo el procedimiento en su 
conjunto104 forma parte de lo que se denomina Derecho Tributario Formal o Administrativo, 
al que de manera ilustrativa García Belsunce define como: 
“(…) aquello relativo a la aplicación del derecho material mediante actos administrativos de 
determinación y control” (1996:37). 
De lo expuesto, se evidencia que el procedimiento mediante el cual la SUNAT declara el 
abandono de bienes muebles, no puede sustentarse en la autonomía del Derecho Tributario 
para limitar la presentación de los medios probatorios a un determinado plazo con la 
consecuencia de dejar de analizar los documentos que se presenten con posterioridad aunque 
sean determinantes para probar el derecho de propiedad, toda vez que el referido 
procedimiento no forma parte del Derecho Tributario Material y, por tanto, carece de 
autonomía, siendo que aún en este último supuesto, existiría obligación de respetar los 
derechos fundamentales de los contribuyentes cuyos bienes sean intervenidos. 
                                                 
104 Desde el momento de la intervención, el levantamiento del Acta del Acta Probatoria y subsiguiente 
procedimiento para acreditar el derecho de propiedad. 
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CAPÍTULO 4 
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CONCEPTO DEL DERECHO DE PROPIEDAD Y 
ALCANCE DEL TEST DE PROPORCIONALIDAD  
4.1 Introducción 
Este apartado del trabajo se va a referir al concepto del derecho de propiedad estableciendo 
los alcances de su protección en la Constitución de 1993 y su definición en el Código Civil de 
1984. 
Básicamente, entonces, se pretender definir el derecho de propiedad, por un lado, como 
derecho fundamental y, por otro, como derecho subjetivo, lo que permitirá comprender de 
manera más precisa este derecho para efectos de determinar, con mayor precisión, la situación 
en la que se encuentra con relación al procedimiento mediante el cual la Administración 
Tributaria declara el abandono de bienes muebles comisados. 
Finalmente, se hará referencia al Test de Proporcionalidad como mecanismo constitucional 
para ponderar derechos o potestades en conflicto. 
4.1.1 La propiedad en la Constitución 
El derecho de propiedad a decir de Horacio García Belsunce es “un derecho natural y como 
tal preexistente a su reconocimiento constitucional” (1984:119); no obstante, resulta necesario 
advertir que no se profundizará en dicho aspecto de carácter más bien filosófico, en tanto que 
para los propósitos de este trabajo sólo interesa resaltar la protección que la Constitución le 
otorga a este derecho fundamental. 
La Constitución peruana de 1993 se ocupa de la propiedad, sin señalar una definición expresa 
de sus alcances, en el inciso 16 del artículo 2°, incluyéndola dentro del catálogo de derechos 
fundamentales al igual que a la herencia105 y, en especial, en el artículo 70°106 de la misma 
Carta fundamental. 
                                                 
105 En el entendido que la herencia sería una prolongación del derecho de propiedad que se atribuiría a los 
herederos del causante. 
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Para el doctor Jorge Avendaño Valdez, el artículo 70° de la Constitución contiene tres partes 
que pueden distinguirse de manera muy clara; así señala:  
“El artículo 70° de la Constitución tiene tres partes bien marcadas: (i) la declaración expresa 
que la propiedad es inviolable, (ii) el señalamiento de los límites al ejercicio de la propiedad y 
(iii) la regulación de la expropiación.” (2009:957) 
La propiedad es definida en el artículo 923° del Código Civil como “el poder jurídico que 
permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien”; sin embargo, los civilistas consideran 
que la propiedad más bien constituye un derecho subjetivo107 que como tal permite usar y 
disfrutar de un bien108. 
El Código Civil permite darse una idea general de sus atributos, lo que servirá de momento 
para referirnos a la protección que la Constitución le dispensa como derecho fundamental. 
Como se señaló, el artículo 70° de la Constitución señala que la propiedad es inviolable, lo 
que significa que el titular de este derecho no puede ser despojado de su propiedad entendida 
ésta como el bien sobre el que recae el derecho, ni ser impedido de ejercer alguna de las 
facultades que el derecho de propiedad le otorga; sin embargo, al no tratarse de un derecho 
absoluto, en su sentido clásico, la misma norma fundamental indica que este derecho está 
sujeto a ciertas limitaciones basadas en la idea del bien común, de orden legal y a la 
expropiación sustentada por causa de seguridad nacional o necesidad pública. 
Ahora bien, para poder entender los alcances del derecho de propiedad como derecho 
fundamental, esto es, lo que protege la Constitución, es necesario encuadrarlo dentro de lo que 
se conoce como el contenido esencial o núcleo duro. 
El Tribunal Constitucional, en diversas sentencias, como la recaída en el Expediente N° 008-
2003-AT/TC, ha señalado que el contenido esencial del derecho de propiedad está integrado 
                                                                                                                                                        
106 “Artículo 70°.- El derecho de propiedad es inviolable. El Estado lo garantiza. Se ejerce en armonía con el 
bien común y dentro de los límites de ley. A nadie puede privarse de su propiedad sino, exclusivamente, por 
causa de seguridad nacional o necesidad pública, declarada por ley, y previo pago en efectivo de indemnización 
justipreciada que incluya compensación por el eventual perjuicio. 
Hay acción ante el Poder Judicial para contestar el valor de la propiedad que el Estado haya señalado  en el 
procedimiento expropiatorio”. 
107 Crf. Rómulo Morales Hervías (2012: 109). 
108 En el siguiente apartado nos vamos a referir a los atributos de la propiedad y a su connotación como derecho 
subjetivo. 
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tanto por su rol como “instituto” sobre el que sólo puede intervenir el Estado bajo ciertas 
limitaciones y su rol como “derecho individual de libre autodeterminación”. Explicando con 
acierto este aspecto, Rubio, Eguiguren y Bernales indican que estos dos roles están 
constituidos por lo siguiente: 
“La garantía de que el poder del Estado no invada la propiedad más allá de lo aceptado por la 
Constitución. Esta referencia, indudablemente, está hecha con respecto a la expropiación y a 
las reglas que sobre ella contiene el artículo 70° de la Carta. 
La garantía de que el propietario puede siempre ejercitar los derechos de uso, usufructo y 
disposición. Esta enumeración es incompleta porque, como veremos a continuación, en otras 
sentencias el Tribunal ha recogido para la propiedad los cuatro poderes clásicos civiles: uso, 
disfrute, disposición y reivindicación. También es imperfecta porque confunde el disfrute con 
el usufructo, cosas claramente distintas entre sí. Pero más allá de estos defectos, lo cierto es 
que el Tribunal declara expresamente que parte del contenido esencial constitucional de la 
propiedad es el derecho del propietario a estos cuatro poderes de la propiedad”. (2013:514-
515) 
El Tribunal Constitucional ha agregado sobre este tema, que si bien existen diversos tipos de 
bienes, los roles antes reseñados conforman los “elementos de común configuración”109, y que 
será el propio colegiado quien precisará en su jurisprudencia los perfiles correspondientes al 
contenido esencial del derecho de propiedad. 
Definido, entonces, el contenido esencial del derecho de propiedad en sus dos aspectos, 
corresponde referirnos ahora a las limitaciones que la Constitución establece a la propiedad. 
El primer límite que la Constitución señala para el ejercicio del derecho de propiedad, es que 
su ejercicio se realice en armonía con el “bien común”. 
En la Constitución de 1993, se utilizó el concepto de bien común dejando de lado el de 
“interés social” que estaba incluido en la Constitución de 1979 y en el Código Civil de 1984. 
La razón de esta decisión se atribuye, por un lado, a la concepción mayoritariamente liberal 
del constituyente de 1993 y, por otro, a que el concepto de interés social había sido utilizado 
                                                 
109 Cfr. Fj. 3 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 3773-2004-AA/TC. 
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para sustentar modificaciones legislativas efectuadas en los años 70, como la tan cuestionada 
reforma agraria.  
Comentando este punto, Kresalja y Ochoa exponen lo siguiente: 
“(…) en el debate constitucional de 1993, la mayoría fujimorista, bajo la influencia neoliberal 
de los años 90, se opuso a conservar explícitamente el concepto jurídico de interés social en el 
texto de la Norma Suprema. La razón de esta oposición es clara: por las posibilidades de 
intervención estatal que en sentido transformador de las relaciones económicas supondría la 
función social de la propiedad”. (2009: 259-260) 
Por su parte, Jorge Avendaño, comentando este mismo tema, indica respecto al concepto de 
“interés social”, lo siguiente: 
“El interés social estuvo incluido en las Constituciones de 1933 y 1979, pero entre los 
Constituyentes de 1993 hubo temor a mantener ese concepto porque había sido utilizado 
como causal expropiatoria de predios para la reforma agraria y de la fallida expropiación de la 
Banca. Por consiguiente los autores de la Constitución optaron por eliminar el concepto de 
interés social, tanto como causal expropiatoria como para regular el ejercicio del derecho de 
propiedad”. (2009: 961) 
El concepto de “bien común” se tomó de la doctrina social de la Iglesia Católica110, y en 
síntesis se podría entender como “interés de toda la sociedad” o como precisa Rubio, 
Eguiguren y Bernales “el interés de los demás con una dosis de solidaridad”. Sobre este 
concepto, Pío XI en su Encíclica Cuadragessimo Anno, citado por García Belsunce, señala lo 
siguiente: 
“(…) siempre ha de quedar intacto e inviolable el derecho natural de poseer privadamente y 
transmitir los bienes por medio de la herencia; es derecho es derecho que la autoridad pública 
no puede abolir, porque el hombre es anterior al Estado y también la sociedad doméstica tiene 
sobre la sociedad civil prioridad lógica y real. El derecho de propiedad individual emana no 
de las leyes humanas sino de la misma naturaleza; la autoridad pública no puede, por tanto 
abolirla; sólo puede atemperar su uso y conciliarlo con el bien común”. (1984: 125-126) 
                                                 
110 El Tribunal Constitucional citó a la Encíclica Mater et Magistra para referirse al Bien Común, en la sentencia 
recaída en el Expediente N° 0008-2003-AI/TC. 
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Profundizando en este mismo concepto, Juan XXIII, en la Encíclica Pacem in Terris, citado 
por Kresalja y Ochoa, nos indica que: 
“(…) todos los hombres y todas las entidades intermedias tienen obligación de aportar su 
contribución específica a la prosecución del bien común. Esto comporta el que persigan sus 
propios intereses en armonía con las exigencias de aquel y contribuyan al mismo objeto con 
las prestaciones – en bienes y servicios- que las legítimas autoridades establecen, según 
criterios de justicia, en la debida forma y en el ámbito de la propia competencia, es decir, con 
actos formalmente perfectos y cuyo contenido sea moralmente bueno o, al menos, ordenable 
al bien. La prosecución del bien común constituye la razón misma de ser de los poderes  
públicos, los cuales están obligados a actuarlo reconociendo y respetando sus elementos 
esenciales y según los postulados de las respectivas situaciones históricas”. (2009: 262) 
Si bien la Constitución de 1993, se refiere expresamente al concepto de “bien común”, el 
Tribunal Constitucional ha establecido en la sentencia recaída en el expediente N° 0048-2004-
AI/TC que con dicho concepto la Constitución se refiere a la “función social de la propiedad”; 
así, el colegiado indica en los fundamentos jurídicos 78, 79 y 80 lo siguiente: 
“(…) Cuando nuestra Constitución garantiza la inviolabilidad de la propiedad privada y 
señala que debe ser ejercida en armonía con el bien común y dentro de los límites legales, no 
hace más que referirse a la función social que el propio derecho de propiedad contiene en 
su contenido esencial. Esta función social explica la doble dimensión del derecho de 
propiedad y determina que, además del compromiso del Estado de proteger la propiedad 
privada y las actuaciones legítimas que de ella se deriven, pueda exigir también un conjunto 
de deberes y obligaciones concernientes con su ejercicio, en atención a los intereses 
colectivos de la nación. En consecuencia, el contenido esencial del derecho de propiedad no 
puede determinarse únicamente bajo la óptica de los intereses particulares, como lo enfocan 
los demandantes, sino que debe tomarse en cuenta, necesariamente, el derecho de propiedad 
en su dimensión de función social. No hay duda que las acciones que el Estado lleve a cabo 
respecto a los bienes que, siendo patrimonio de la nación, son concedidos en dominio privado, 
se encuentran legitimadas cuando se justifican en la obligación de atender el bien común, que 
es la función social de la propiedad en sí misma”.  
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La definición de función social de la propiedad que desarrolla el Tribunal Constitucional 
hubiera quedado con un alcance demasiado amplio, si el mismo colegiado no hubiera 
indicado en la misma sentencia antes referida, que “dicha función social tan solo es aplicable 
a los bienes de producción o a los bienes de servicio público”, con lo que excluye a los bienes 
de consumo o de utilidad exclusivamente personal111, lo que permitiría delimitar la función 
social precisamente respecto de aquellos bienes en los que pudiera establecerse una 
contraposición entre el uso privado que le pueda otorgar su propietario y la función social que 
pudiera corresponder, entendida ésta como su uso acorde con el bien común o en beneficio o 
utilidad de toda la colectividad, pero sin que ello implique en absoluto la pérdida del derecho 
de propiedad para su titular, en tanto que su ejercicio como derecho individual forma parte de 
su contenido esencial como derecho fundamental. 
De otro lado, la Constitución también se refiere a la existencia de límites establecidos por la 
ley al derecho de propiedad, o como acotan Rubio, Eguiguren y Bernales “por normas con 
rango de ley” (2013: 516). 
Dichas limitaciones, implican el establecimiento de regulaciones que restringen el ejercicio 
del derecho de propiedad en atención al interés privado o al interés público, en esta línea del 
Dr. Jorge Avendaño señala lo siguiente: 
“(…) Hay restricciones a la propiedad establecidas en interés público y otras en interés 
privado. El beneficiario de las restricciones es distinto en uno y otro caso. En las que 
responden al interés privado, el beneficiario y el obligado por la limitación pueden siempre 
“determinarse” – es el caso por ejemplo, de los vecinos-, mientras que en las restricciones por 
interés público los interesados son “indeterminados”. (2009: 958-959) 
Ahora bien, las limitaciones legales en interés privado se encuentran establecidas básicamente 
en el Código Civil, cuando regula las relaciones de vecindad entre propietarios; así, por 
ejemplo en el artículo 961°de dicho cuerpo legal establece lo que Gunther Gonzales Barrón 
denomina “cláusula general de protección” que permite proteger a los vecinos de las 
inmisiones producidas por el propietario de un predio. 
                                                 
111 No obstante, Enrique Pasquel y Omar Alvarado, consideran que los bienes más valiosos están insertos dentro 
de los procesos de las unidades económicas, por lo que sólo lo más íntimo quedaría fuera de la función social de 
la propiedad, citando como ejemplos de ello, la ropa y los libros que cada persona tiene. “Nadie sabe para quien 
trabaja: La propiedad en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional” (disponible en: 
http://works.bepress.com/enrique_pasquel/35). 
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Sobre este aspecto, conviene citar al Dr. Gunther Gonzales Barrón quien al respecto señala 
que: 
“(…) El artículo 961° C.C. considera  que estas “inmisiones” (o “interferencias”) son 
inevitables y, por tanto, los vecinos deben tolerarlas con el fin de permitir el máximo 
aprovechamiento de cada finca. No obstante ello, estas “inmisiones” están prohibidas cuando  
exceden de la normal tolerancia que se deben mutuamente los vecinos en razón de las 
circunstancias y perjudiquen las propiedades contiguas o vecinas, la seguridad, el sosiego y la 
salud de sus habitantes”. (2010: 310-311) 
Por otro lado, siguiendo al mismo Gunther Barrón, existen las denominadas “cláusulas 
particulares de protección”, así por ejemplo el artículo 959° del C.C. regula que el propietario 
tiene la obligación de permitir la ejecución de actos para servicios provisorios en las fincas 
vecinas que eviten un peligro inminente; igualmente, el artículo 960° del C.C. por el cual el 
propietario tiene la obligación de permitir el paso de materiales para labores de construcción o 
edificación de una finca vecina, de mismo modo, el artículo 961° del C.C. que indica que el 
propietario tiene la obligación de abstenerse de abrir pozos susceptibles de causar ruina en la 
finca vecina o de perjudicar las plantaciones existentes, por lo que queda obligado a guardar 
las distancias de seguridad mínimas; entre otras limitaciones establecidas en el mismo Código 
Civil. 
Con relación al interés público, también existen limitaciones al derecho de propiedad, las que 
básicamente están contenidas en disposiciones urbanísticas, agrarias y, en general, de orden 
administrativa y municipal. 
Sobre este aspecto, el profesor Valencia Zea, citado por Gonzales Barrón, clasifica estas 
limitaciones a través de la siguiente tipología: 
“(…) a) Las limitaciones contenidas en las normas sobre construcción de edificaciones. 
b) Las limitaciones impuestas por razones de tranquilidad pública. Por ejemplo: la prohibición 
de instalar fábricas en zonas de vivienda. 
c) Las limitaciones impuestas por salubridad y peligro de la actividad industrial. 
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d) Las limitaciones impuestas modernamente (durante el siglo XX) en virtud a los fenómenos 
del urbanismo, zonificación, uso de la tierra, fraccionamiento de predios, conservación de 
recursos naturales. 
e) Las limitaciones establecidas por razones de defensa nacional. 
f) Las limitaciones fijadas con el objeto de facilitar la prestación de los servicios públicos de 
agua, desagüe, teléfonos, energía eléctrica. 
g) En el caso de los bienes muebles de primera necesidad, en alguna época (no en la 
actualidad) se prohibió la especulación y el acaparamiento”. (2010: 317) 
Comentando estas limitaciones, Christian Guzmán Napurí112 señala que las limitaciones, en 
principio, no generan una obligación de indemnizar de parte del Estado, como sí sucede en el 
caso de la expropiación, que como dicho autor precisa: “no configura en realidad un límite al 
derecho de propiedad sino más bien una pérdida del citado derecho” (2009: 222). 
Finalmente el otro tema a que se refiere la Constitución es a la expropiación, señalando que 
para ello se requiere una causa de seguridad nacional o necesidad pública declarada por ley, y 
que para su ejecución se deberá efectuar el previo pago en efectivo de una indemnización 
justipreciada que incluya una compensación por el eventual perjuicio. 
En palabras de Guzmán Napuri:  
“la expropiación implica el despojo de la propiedad a una persona por consideraciones de 
necesidad pública o seguridad nacional debidamente comprobada y contra el pago del 
llamado justiprecio, conforme lo dispuesto en el artículo 70° de la Constitución” (2009: 233) 
En esta línea, se puede afirmar que la expropiación constituye un supuesto en el cual se priva 
de la propiedad al titular legítimo del derecho, por considerarse que en el caso concreto 
priman los intereses colectivos respecto del derecho de propiedad, entendido éste como un 
interés particular. 
                                                 
112 Dicho autor agrega dentro de las limitaciones relacionadas al interés público, por ejemplo a las que se 
vinculan al patrimonio cultural, entre otras. 
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Abundando sobre la expropiación desde un punto de vista económico, el antes citado Guzmán 
Napurí señala lo siguiente: 
“(…) la expropiación adecuadamente diseñada, cumpliría con la concepción de eficiencia de 
Pareto, puesto que, desde un punto de vista económico, permite favorecer a todos sin 
perjudicar a nadie. Ello, porque si se establece como en la legislación peruana, que la 
indemnización justipreciada es pagada previamente y la misma incluye el resarcimiento por el 
eventual perjuicio, en realidad lo que se está haciendo es moviendo al particular a un punto 
diferente de la curva de indiferencia, lo cual por definición no genera perjuicio alguno, puesto 
que en cualquier punto de una curva de indiferencia el mismo se encontraría igual de 
satisfecho” (2009: 234) 
Como se mencionó anteriormente, solo por causal de seguridad nacional o necesidad pública 
puede realizarse una expropiación. 
Sobre este aspecto, es importante detenernos para precisar que se trata de dos causales 
diferentes que no necesariamente van juntas. Sobre este aspecto Borea señala: 
“(…) En primer término cabe señalar que la conjunción aquí es que la causal se presenta en 
ambos casos, en uno o en otro. Pueden no ir juntos. Es difícil pensar que una causa de 
seguridad nacional no sea también una de necesidad pública. Parece evidente que si se alega 
la primera razón queda comprendida la segunda. Está englobada (…) Por el contrario, sí 
podría presentarse una causa de necesidad pública que no alcance la categoría de seguridad 
nacional. Por ejemplo, el ensanchamiento de una carretera o la necesidad de abrir espacios 
públicos para que las personas tengan parques y puedan divertirse están dentro de la categoría 
de necesidad pública pero no de seguridad nacional” (2016: 521). 
Siguiendo a Marcial Rubio, citado por Kresalja y Ochoa “la seguridad nacional alude a una 
diversidad variada de situaciones en las cuales la supervivencia de la Nación está en riesgo” 
(2009: 268). Guzmán Napurí, sobre el mismo tema precisa que “la seguridad nacional se 
dirige a la protección de la soberanía del Estado, lo cual implica también que la misma sea 
irresistible” (2009: 235) 
La necesidad pública se refiere a un estado de necesidad, a aquello que es imprescindible para 
el cumplimiento de un fin público. Guzmán Napurí indica que la necesidad pública “alude a 
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lo que es indispensable, aquello que es necesario para la subsistencia de la sociedad en su 
conjunto” (2009: 235). 
Es conveniente agregar que, tal como lo expresan Kresalja y Ochoa, la necesidad pública es 
un concepto que no solo se aplica para situaciones extraordinarias sino también para 
situaciones normales (2009: 270), por lo que siempre que se requiera cumplir con una 
finalidad pública del Estado, podrá utilizarse la necesidad pública para amparar la 
expropiación, por ejemplo la construcción de infraestructura, hospitales, carreteras, 
aeropuertos, etc. 
De otro lado, tal como se prevé en la Constitución la causal de necesidad pública o seguridad 
nacional debe declararse por ley, esto es, que no es posible que se declare por una norma 
distinta aunque tenga rango de ley.113  
El beneficiario de la expropiación siempre será el Estado, es decir, el Gobierno Central, 
Gobierno Regional o Gobierno Local para los casos de necesidad pública y sólo el Gobierno 
Nacional para los casos de Seguridad Nacional. 
Con relación al justiprecio, este se refiere al valor comercial del bien, el precio que el 
propietario podría recibir en el mercado, en condiciones normales, al tiempo de la 
expropiación. Sobre este tema, Borea señala lo siguiente:  
“La palabra justiprecio, tratándose de un bien privado, parece más referida dentro de la lógica 
de ambos textos, al valor de intercambio, al que la gente obtendría en la eventualidad de 
venderlo comercialmente. La ley de expropiaciones fija su tasa” (2016: 522). 
Al justiprecio se puede agregar una compensación por el eventual perjuicio, no solo por la 
demora en la expedición de la resolución expropiatoria a título de intereses sino 
eventualmente también por la expectativa de los ingresos que pudo haber generado un 
negocio recientemente adquirido, cuando éste fue justamente el motivo por el cual se realizó 
la inversión en el inmueble (Borea, 2016: 523).  
Refiriéndose al mismo tema, pero desde otra óptica inicial, Kresalja y Ochoa, indican que: 
                                                 
113 En este aspecto, la Constitución de 1993 se aparta de la Constitución de 1979, en la medida que en esta última 
se hacía referencia a que la causa de necesidad y utilidad pública o de interés social pod ía declararse “conforme a 
ley”. 
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“Constituyendo –en principio- el ejercicio de una potestad lícita de la Administración, puede 
ser dudoso aludir a “daños causados”. Empero, el artículo 70° de la Constitución de 1993 
prevé que la indemnización justipreciada incluya “compensación por el eventual perjuicio”. A 
nuestro juicio, debe entenderse que incluye el daño emergente y el lucro cesante” (2009: 273). 
Es conveniente anotar que en el proceso judicial de expropiación es donde se fijará el valor 
del justiprecio, lo que implica una garantía para que el afectado con la expropiación pueda 
hacer valer su derecho presentando, por ejemplo, tasaciones comerciales del valor del 
inmueble. 
Por otro lado, se debe indicar que es posible que eventualmente el bien expropiado regrese a 
la esfera patrimonial de su anterior propietario cuando no se haga uso del bien para la 
finalidad por la cual se expropio o simplemente no se haga ningún uso del mismo mediante la 
figura de la “reversión”. 
Desde otra línea de comentario, es importante reseñar que además de las expropiaciones con 
desplazamiento de la propiedad a favor del Estado, la doctrina reconoce las llamadas 
expropiaciones regulatorias114, que son aquellas que se producen cuando por la existencia de 
una regulación muy intensa sobre los bienes, estos pierden su valor económico de tal forma 
que se produce una expropiación encubierta sin que por ello esté previsto el pago de 
justiprecio alguno. Por ejemplo cuando se adquiere un inmueble en una zona de playa para la 
construcción de un hotel, pero por una regulación municipal posterior se impide la 
construcción 
Sobre este particular, refiriéndose a la jurisprudencia norteamericana, Kresalja y Ochoa hacen 
la siguiente acotación: 
“En este caso, David Lucas hizo una compra de dos lotes de terreno costero no edificados en 
Carolina del Sur. Lucas tenía el propósito de dedicar un lote a inversión inmobiliaria. Antes 
de que el actor iniciase cualquier construcción se aprobó una ordenanza que prohibía toda 
                                                 
114 Enrique Pasquel señala que “cuando una regulación tiene el efecto de privar total o parcia lmente al 
propietario de uno o todos los atributos de la propiedad, podemos estar ante una expropiación regulatoria. Por 
ejemplo, un cambio de zonificación que impide al propietario utilizar su predio para la finalidad para la que lo 
adquirió o una nueva regulación ambiental que le impide al titular de una fábrica seguir operando. En estas 
situaciones, a pesar de que el propietario sigue manteniendo su titularidad, en la práctica es como si lo hubiesen 
expropiado, pues el valor de su propiedad se reduce de forma importante o completa” (Pasquel, Nadie sabe para 
quién trabaja: La propiedad en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional”  2010) 
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edificación entre la playa y ciertas líneas de construcción. Lucas reclamaba que la propiedad 
había sido privada de todo su valor económico. En la sentencia, se comienza el análisis 
advirtiendo que las apropiaciones físicas y permanentes de tierra requieren de una 
compensación justa sin importar cuánto peso pueda tener el propósito público detrás de la 
regulación estatal. El fallo sustentado por el magistrado Scalia señaló que existía una 
expropiación cuando “la regulación niega todo beneficio económico o productivo de la 
tierra”. Agregó que existen buenas razones para nuestra creencia frecuentemente expresada 
que cuando el propietario de un derecho real debe sacrificar toda utilización económica 
beneficiosa en nombre del bien común, esto es dejar su propiedad sin uso económico, ha 
sufrido una expropiación” (2009: 522). 
Por último, conforme señala el profesor Jorge Avendaño, existen las llamadas expropiaciones 
irregulares, expropiaciones de hecho y expropiaciones indirectas (expropiaciones 
regulatorias); todas las cuales considera expropiaciones viciadas; así, manifiesta que:  
“La expropiación irregular es aquella en la que se incurre en errores o vicios en el proceso 
expropiatorio. Hay expropiación de hecho cuando la Administración ocupa bienes de 
propiedad privada al margen de todo procedimiento de expropiación. Finalmente, 
expropiación indirecta es la que resulta de la imposición de restricciones injustas al derecho 
de propiedad. Se restringe el derecho de propiedad sin previo pago de indemnización al punto 
de convertirlo en un derecho sin contenido económico o con una reducción sustancial de su 
valor”.(2017: 68). 
4.1.2 La propiedad en el Código Civil 
El Código Civil de 1984, señala que la propiedad es el poder jurídico que permite usar, 
disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe ejercerse en armonía con el interés social y 
dentro de los límites de la ley. 
La propiedad es el derecho real por excelente, el que permite el pleno ejercicio de las 
facultades del titular del derecho sobre sus bienes. El profesor Jorge Avendaño, refiere al 
respecto: 
“La propiedad es un poder jurídico, el más amplio y completo que las personas puedan tener, 
en virtud del cual un bien o conjunto de bienes, ya sean corporales- cosas- o incorporales- 
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derechos-, quedan sometidos de manera absoluta al señorío de la persona. Este señorío pleno 
se ve reflejado en las facultades que tiene la personas sobre sus bienes, que son todas las 
posibles” (2017: 57). 
El Código Civil peruano ha tomado la opción de enumerar las facultades que comprende la 
propiedad; sin embargo, ésta no fue necesariamente la mejor elección, pues resulta 
incompleta, además de tener otros cuestionamientos. 
Sobre este aspecto, Álvarez Caperochipi, manifiesta lo siguiente: 
“La propiedad es el señorío más pleno sobre una cosa, Comprende todas las facultades 
jurídicamente posibles sobre una cosa.  
Se persigue con esta definición superar la visión de la propiedad como una suma de 
facultades. Por otra parte a través de una definición genérica de propiedad, se destaca el 
carácter reglado del derecho de propiedad, cuyo contenido no es absoluto sino que está 
limitado por su función social, y viene definido y determinado por ley” (2015: 53). 
Por su parte, el autor Gunther Gonzáles, comentando la definición de propiedad recogida en el 
Código Civil de 1984, precisa que de “(…) lo que se trata es de identificar el derecho con la 
suma de facultades, poderes y mecanismos de tutela que dicha titularidad confiere” (2011: 
89). 
Como se mencionó anteriormente, la definición de propiedad del Código Civil de 1984 no es 
completa, pues no comprende la noción de perpetuidad como precisa el mismo Gunther 
Gonzales o la potestad de gravar115 o modificar el bien. 
Las cuatro facultades a que se refiere el Código son el derecho a usar o utilizar el bien (ius 
utendi), el derecho de disfrutar o de aprovechar económicamente del bien o de percibir sus 
frutos (ius fruendi), el derecho de disponer el bien o de transferirlo (ius abutendi) y el derecho 
de reivindicar el bien, es decir, recuperarlo si otro lo posee de ilegítimamente  
De otro lado, es importante destacar que el derecho de propiedad es un derecho subjetivo, en 
la medida que reconoce al titular la facultad de obrar para la satisfacción de un interés propio 
                                                 
115 Freddy Escobar Rozas, opina sobre la omisión a la potestad de gravar los bienes, en la definición de 
propiedad del Código Civil de 1984 (2002: 233) 
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(Morales Hervias, 2012: 100), como es, usar y disfrutar de un bien, de lo que fluye que el 
interés que se persigue es el aprovechamiento económico del bien. 
Con relación a las cuatros potestades que recoge la definición de propiedad del Código Civil 
de 1984, parte importante de la doctrina jurídica nacional116, sostiene que sólo la facultad de 
usar y de disfrutar corresponden al contenido del derecho de propiedad, en tanto que la 
facultad de disposición constituye un poder jurídico que no emana de este derecho y que la 
facultad de reivindicar el bien es un mecanismo de tutela que tiene como finalidad la 
recuperación del bien que ilegítimamente posee un tercero, por lo que no forma parte del 
derecho de propiedad como derecho subjetivo (no persiguen el mismo interés). 
Comentando este punto, Freddy Escobar, anota lo siguiente: 
“1. El derecho de propiedad tiene un contenido extenso, que le permite a su titular efectuar 
una amplia variedad de comportamientos sobre la cosa. Sólo a través de un proceso de 
abstracción, tales comportamientos pueden ser agrupados y comprendidos por facultades 
específicas. Teniendo presente esto último, se puede afirmar que únicamente forman parte del 
contenido del derecho de propiedad las facultades de usar, disfrutar y modificar la cosa. 
2. La facultad de disponer y la de gravar son manifestaciones concretas del poder jurídico, que 
constituye una situación jurídica subjetiva distinta del derecho subjetivo. El poder de disponer 
y de gravar deriva de la relación de titularidad que une a un sujeto de derechos con un derecho 
subjetivo (en este caso, el derecho de propiedad). 
3. La facultad de reivindicar es un mecanismo de tutela del derecho de propiedad, esto es, un 
instrumento que le permite al titular del mismo eliminar las consecuencias negativas 
derivadas de la violación, por parte de un tercero, del deber jurídico general de no invadir la 
esfera jurídica ajena. En tal sentido, la facultad de reivindicar no forma parte del contenido del 
derecho de propiedad” (2002: 250-251). 
Adicionalmente, conviene hacer alusión brevemente a los caracteres de la propiedad, como 
derecho real, absoluto, exclusivo y perpetuo. 
                                                 
116 Entre ellos destaca, Freddy Escobar Rozas y Rómulo Morales Hervias  
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Es un derecho real, porque permite el ejercicio del derecho sin necesidad de la intervención de 
tercero (es erga omnes). 
Es absoluto, ya no en el sentido clásico que no tenía límites, sino que debe entenderse como 
que es el derecho más amplio al comprender todas las facultades posibles de un derecho real. 
Es exclusivo, porque no se permite que interfiera ninguna otra persona en el ejercicio del 
derecho (salvo copropiedad). 
Es perpetuo porque no se extingue por el no uso de la propiedad, salvo, claro está prescripción 
adquisitiva de un tercero y el abandono de predios previsto en la Constitución. 
Asimismo, es preciso aclarar que la referencia al interés social como límite al derecho de 
propiedad previsto en el artículo 923° del Código Civil, se motiva en que a la fecha de su 
promulgación se tomó como referencia la Constitución Política de 1979, la misma que aludía 
a ese concepto, ahora superado por el de bien común. 
Finalmente, sobre los diferentes alcances de la protección del Código Civil de 1984 y de la 
Constitución de 1993, Jorge Avendaño se expresa en las siguientes palabras: 
“La protección desplegada por la Constitución comprende todos los derechos patrimoniales de 
la persona, ensanchando de esta manera los márgenes de la propiedad establecidos en el 
Código Civil. Esta protección constitucional se extiende, por ejemplo, a un usufructo, un 
derecho de superficie, una cuota en la copropiedad, un crédito, una renta generada o por 
generarse. Todos estos derechos constituyen “propiedad” en sentido constitucional, mientras 
que para el derecho civil la propiedad está atada únicamente a los bienes” (2017: 58). 
4.1.3 Alcance del Test de Proporcionalidad 
En este apartado se va a desarrollar brevemente el Test de Proporcionalidad, como 
herramienta metodológica que será utilizada cuando nos ocupemos de determinar el carácter 
constitucional o no, del procedimiento de abandono de bienes muebles comisados, en el 
supuesto en el cual se presenta el comprobante de pago con posterioridad al plazo legal 
establecido en el artículo 184° del TUO del Código Tributario. 
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El Tribunal Constitucional, tal como comenta Rubio, nunca ha podido establecer con claridad 
cuál es la diferencia entre los principios de razonabilidad y proporcionalidad que son el 
sustento del Test de Proporcionalidad; así, inicialmente, estableció una idea global del 
resultado de un análisis para el principio de razonabilidad y el de un procedimiento para 
arribar a ese resultado para referirse al principio de proporcionalidad, lo que puede apreciarse 
en el fundamento jurídico 15 de la sentencia expedida en el Expediente N° 2192-2004-AA-
TC, donde el Tribunal Constitucional señaló lo siguiente: 
“(…) si bien la doctrina suele hacer distinciones entre el principio de proporcionalidad y el 
principio de razonabilidad, como estrategia para resolver conflictos de principios 
constitucionales y orientar al juzgador hacia una decisión que no sea arbitraria sino justa; 
puede establecerse, prima facie, una similitud entre ambos principios, en la medida que una 
decisión que se adopta en el marco de convergencia de dos principios constitucionales, 
cuando no respeta el principio de proporcionalidad no será razonable. En este sentido, el 
principio de razonabilidad parece sugerir una valoración respecto del resultado del 
razonamiento del juzgador expresado en su decisión, mientras que el procedimiento para 
llegar a este resultado sería la aplicación del principio de proporcionalidad con sus tres sub 
principios: de adecuación, de necesidad y de proporcionalidad en sentido estricto o 
ponderación” 
Tratando de establecer una diferencia entre ambos principios, el mismo Marcial Rubio ha 
propuesto una definición del el principio de proporcionalidad señalando que: 
“(…) mide la calidad o la cantidad de dos elementos jurídicos (o de elementos con relevancia 
jurídica) comparativamente entre sí, de manera que no haya un exceso de volumen, de 
significación o de cuantía entre uno y otro en base a las consideraciones que se hacen en 
relación a cada tiempo y lugar” (20: 2011). 
De igual manera, sobre el principio de razonabilidad, el mismo autor propone la siguiente 
definición: 
“(…) exige que los actos que los sujetos realicen frente a los hechos y circunstancias, 
cumplan el requisito de ser generalmente aceptados por la colectividad como adecuada 
respuesta a los retos que presenta la realidad frente al actuar humano jurídicamente relevante. 
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Dichos actos deben estar sostenidos en argumentos de razonamiento objetivos y no 
subjetivos, en valores y principios aceptados. Debe haber tratamiento imparcial de las 
personas y, cuando sea pertinente, se debe aplicar la regla de que “donde hay la misma razón, 
hay el mismo derecho”” (19: 2011). 
Ahora bien, abundando en el origen del principio de proporcionalidad, se debe indicar que si 
bien su regulación no es expresa en nuestra Constitución, el Tribunal Constitucional, al igual 
que en otros ordenamientos jurídicos, desprende su análisis de la dignidad de la persona y del 
último párrafo del artículo 200° de la Constitución Política de 1993, que aunque referido al 
Habeas Corpus, no es óbice para que su aplicación se extiende a cualquier situación en la cual 
se restrinja un derecho constitucional. 
Por otro lado, Pedro Grandez señala lo siguiente: 
“El principio de proporcionalidad no solo es un principio de indudable relevancia 
constitucional, tal como ha quedado expuesto. Es también una estructura, esto es, una 
estrategia argumentativa para resolver conflictos de derechos” (2010: 346). 
En este línea de razonamiento, el mismo Grandez precisa que cuando nos referimos a la 
estructura, a lo que corresponde referirse es al Test de Proporcionalidad, principio del cual el 
Tribunal Federal Alemán fue su principal exponente. 
El Test de Proporcionalidad siguiendo la estructura del profesor alemán Alexy tiene, como se 
ha mencionado, tres sub principios117, que a continuación se definen: 
Principio de Idoneidad de medio y/o medida: 
En este caso, lo que se busca evidenciar es que la medida de restricción del derecho cumpla 
con el objetivo o finalidad que se plantea obtener. Se puede decir, entonces, que es una 
relación entre el medio y el resultado que se persigue. 
Comentando este sub principio Grandez opina lo siguiente: 
                                                 
117 Alexy considera una estructura de tres niveles para la aplicación del Test de Proporcionalidad, partiendo de la 
idea de los derechos fundamentales como principios, entendidos como mandatos de optimización. (Grandez 346: 
2010). 
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“Una medida resultará idónea para lograr un fin cuando razonablemente pueda inferirse que  
de su puesta en práctica resultan ventajas tangibles a favor del derecho o principio que está 
siendo alentado o promovido” (2010: 348). 
Por su parte Rubio, comenta este sub principio de la siguiente forma: 
 “(…) el examen de idoneidad (solo se debería llamar con este nombre, no con el de 
adecuación) es un análisis de medio-fin, en el sentido de causa-efecto, en el cual se analiza si 
la restricción producida en los derechos constitucionales contribuye a realizar un fin 
compatible con la Constitución. Si alguno de estos dos elementos (es decir, si el fin que se ha 
propuesto para la restricción es incompatible con la Constitución, o si la restricción no 
produce el fin propuesto), entonces la restricción producida en los derechos constitucionales 
será inconstitucional” (2011: 68). 
Principio de Necesidad o Indispensabilidad 
Lo que se busca evaluar con este sub principio es la existencia de medios alternativos que no 
afecten o afecten con menor intensidad el derecho fundamental que es materia de la 
restricción. 
Nuevamente recurrimos a Grandez para ilustrar este sub principio, quien manifiesta lo 
siguiente: 
“Una medio es alternativo y en consecuencia el no haberlo tomado en cuenta traerá consigo la 
declaración de inconstitucionalidad de la medida implementada por violar el principio de 
proporcionalidad en sentido amplio, cuando logre demostrarse que su puesta en práctica 
puede lograr por lo menos los mismos niveles de eficiencia en la obtención del resultado que 
se busca y, al propio tiempo, cuando pueda acreditarse que su implementación resultaría “más 
indulgente” con los derechos comprometidos, es decir, su carga de restricción es menor” 
(2010: 348). 
Marcial Rubio, sobre este sub principio acota lo siguiente: 
“(…) el examen de necesidad consiste en hacer una comparación entre el hecho o la norma 
sometida a control constitucional, que ha pasado todos los tramos anteriores del test, y otros 
hechos o normas, respectivamente, que pudieren también colaborar con eficacia para el 
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cumplimiento del fin constitucional establecido, pero que fueren menos gravosas para los 
derechos constitucionales o no los afectaren en absoluto. Es una comparación de medio-medio 
(para lograr el fin constitucional) (2011: 80). 
El Test de Proporcionalidad en sentido estricto o ponderación 
Este sub principio efectúa una comparación entre el nivel de satisfacción del fin perseguido 
por la norma restrictiva y el grado de afectación al derecho fundamental que es materia de la 
restricción o limitación. En términos de Aharon Barak “este test requiera una congruencia 
adecuada entre los beneficios obtenidos por la política que defiende la ley y la vulneración 
que podría causarse al derecho fundamental” (2017: 375). 
Sobre este sub principio, Grandez citando a Alexy señala que deben seguirse tres pasos: 
“En el primer paso es preciso definir el grado de la no satisfacción o de afectación de uno de 
los principios. Luego, en un segundo paso, se define la importancia de la satisfacción del 
principio que juega en sentido contrario. Finalmente, en un tercer paso, debe definirse si la 
importancia de la satisfacción del principio contrario justifica la restricción o la no 
satisfacción del otro” (2010: 349). 
Asimismo, Rubio Correo sobre el mismo sub principio comenta lo siguiente: 
“(…) podemos decir que el Tribunal Constitucional ha convertido, en la práctica de su 
jurisprudencia, este tramo del test en uno de comparación de la intensidad de la intervención 
en los derechos constitucionales con la intensidad que esa intervención tiene en el 
cumplimiento del fin constitucional propuesto” (2011: 94). 
Finalmente, es importante señalar que, tal como lo precisa Aharon Barak, un régimen 
constitucional que busca la realización de los derechos humanos no puede conducir a una 
restricción desproporcionada de los derechos fundamentales (2017: 375). 
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CAPÍTULO 5 
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CASOS TIPO DEL PROCEDIMIENTO DE 
ABANDONO DE BIENES MUEBLES COMISADOS 
5.1 Introducción al análisis de los casos 
El propósito de este capítulo es presentar casos tipo en los cuales se aprecie que, al resolverse 
en última instancia administrativa, existe colisión entre el procedimiento de abandono de 
bienes muebles comisados y el derecho fundamental de propiedad. 
Para dicha finalidad, se utilizará para efectos didácticos la siguiente forma de clasificación o 
de agrupación:  
1. Casos en los cuales el comprobante de pago se presentó con posterioridad al plazo 
legal establecido. 
2. Casos en los cuales sí se presentó el comprobante de pago dentro del plazo legal 
establecido pero dicho documento incumple con los requisitos legales para 
considerarse como tal (comprobante de pago). Estos últimos se presentan solo a título 
ilustrativo pues no son materia del trabajo de investigación. 
En las síntesis de los casos que se revisarán a continuación, la instancia administrativa 
definitiva confirma la declaración de abandono de bienes muebles comisados y con ello, a su 
vez, la pérdida del derecho de propiedad del solicitante de la devolución de los bienes. 
5.2 Tres (3) casos en los que se presenta el comprobante de pago 
con posterioridad al plazo legal 
5.2.1 Caso 1 
5.2.1.1 Antecedentes 
El recurrente interpone recurso de apelación contra la Resolución de Intendencia que declaró 
el abandono de los bienes muebles comisados con la respectiva Acta Probatoria y los adjudica 
al Estado para su posterior remate, destino o donación. 
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5.2.1.2 Argumentos del recurrente 
La recurrente manifiesta que no ha incurrido en la infracción tipificada en el numeral 8 de 
artículo 174° del TUO del Código Tributario en tanto que al momento de la intervención 
sustentó el total de la mercadería con las Facturas N.°s 001-1864 y 001-1865; asimismo, alega 
que no comprende la razón por la cual se le consideró como no habido, toda vez que cuenta 
con domicilio real y fiscal conocidos, inmuebles en los cuales ha desarrollado sus actividades 
industriales y comerciales sin interrupciones. Finalmente, señala que con fecha 28 de marzo 
de 2011 cumplió con presentar el escrito solicitando la devolución de los bienes intervenidos. 
5.2.1.3 Base Legal 
El inciso a) del artículo 184° del TUO del Código Tributario, señala que, una vez levantada el 
Acta Probatoria en la que se deja constancia de la infracción sancionada con el comiso, 
tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá un plazo de diez (10) días hábiles para 
acreditar ante la SUNAT su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados.  
El último párrafo del inciso antes mencionado señala que la SUNAT declarará los bienes en 
abandono si el infractor no acredita su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles de levantada el acta probatoria.  
De otro lado, el inciso a) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de 
Comiso de Bienes -aprobado mediante Resolución de Superintendencia N.° 157-
2004/SUNAT y modificatoria- dispone que tratándose de bienes no perecederos, el infractor 
deberá acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados dentro del plazo máximo de 
diez (10) días hábiles computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el 
Acta Probatoria. 
Por su parte, el numeral 131.1 del artículo 131° de la LPAG señala que los plazos y términos 
son entendidos como máximos, se computan independientemente de cualquier formalidad, y 
obligan por igual a la administración y a los administrados. 
5.2.1.4 Argumentos de la Administración Tributaria 
La Intendencia Regional procedió a declarar en primera instancia el abandono de los bienes 
muebles comisados, sustentando dicho pronunciamiento en que no se presentó documentación 
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sustentatoria del derecho de propiedad sobre los mismos dentro del plazo establecido en las 
normas de la materia. 
Posteriormente, al resolver la impugnación, la instancia de grado indicó que considerando que 
el Acta Probatoria se levantó el 7 de marzo de 2011, el plazo para realizar el trámite de 
acreditación de propiedad o posesión se computa desde el 8 de dicho mes y año, por lo que el 
término para presentar válidamente los documentos que sustentan la propiedad o posesión 
venció indefectiblemente el 21 de marzo de dicho año, constituyendo dicho término uno de 
caducidad.  
Que habiéndose determinado que el término durante el cual correspondía presentar los 
documentos que acreditan la propiedad o posesión de los bienes detectados en infracción 
venció el 21 de marzo de 2011, la solicitud de devolución que presentó la recurrente el 28 de 
marzo de 2011 mediante escrito N.° 000-2D110B-2011-076372-4 resulta manifiestamente 
extemporánea, motivo por el que la declaración de abandono contenida en la Resolución de 
Intendencia se encuentra arreglada a derecho y corresponde ser confirmada. 
5.2.1.5 Pronunciamiento 
La instancia administrativa definitiva, declara INFUNDADO el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente; en consecuencia, CONFÍRMA la Resolución de Intendencia 
que declaró el abandono de los bienes muebles comisados. 
5.2.2 Caso 2 
5.2.2.1 Antecedentes 
El recurrente interpone recurso de apelación contra la Resolución de Intendencia que declaró 
el abandono de los bienes muebles comisados mediante el Acta Probatoria respectiva y los 
adjudica al Estado para su posterior remate, destino o donación. 
5.2.2.2 Argumentos del recurrente: 
El recurrente manifiesta que cumple con regularizar la propiedad de los bienes declarados en 
abandono con copia de la Factura 001-000008 emitida por PRODUCCIONES MI PAÍS 
PERÚ S.A.C. el 1 de julio de 2011.  
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5.2.2.3 Base Legal 
El inciso a) del artículo 184° del TUO del Código Tributario, señala que, una vez levantada el 
Acta Probatoria en la que se deja constancia de la infracción sancionada con el comiso, 
tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá un plazo de diez (10) días hábiles para 
acreditar ante la SUNAT su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados.  
El último párrafo del inciso antes mencionado señala que la SUNAT declarará los bienes en 
abandono si el infractor no acredita su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles de levantada el acta probatoria.  
De otro lado, el inciso a) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de 
Comiso de Bienes -aprobado mediante Resolución de Superintendencia N.° 157-
2004/SUNAT y modificatoria- dispone que tratándose de bienes no perecederos, el infractor 
deberá acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados dentro del plazo máximo de 
diez (10) días hábiles computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el 
Acta Probatoria. 
Por su parte, el numeral 131.1 del artículo 131° de la LPAG señala que los plazos y términos 
son entendidos como máximos, se computan independientemente de cualquier formalidad, y 
obligan por igual a la administración y a los administrados. 
5.2.2.4 Argumentos de la Administración Tributaria 
La Intendencia Regional procedió a declarar en primera instancia el abandono de los bienes 
muebles comisados, fundamentando su pronunciamiento en que el documento denominado 
Liquidación de Compra N.° 001-000120 no acredita la propiedad o posesión de los bienes 
comisados, toda vez que fue emitido por la transferencia de bienes realizada por el recurrente 
y no por una adquisición. 
Posteriormente, al resolverse la impugnación, la instancia de grado indicó que toda vez que el 
Acta Probatoria fue levantada el 28 de junio de 2011, el plazo para realizar el trámite de 
acreditación de propiedad o posesión se computa desde el 30 de dicho mes y año, por lo que 
el término para presentar válidamente los documentos que sustentan la propiedad o posesión 
venció indefectiblemente el 13 de julio de 2011, constituyendo dicho término uno de 
caducidad. 
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Que habiéndose determinado que el término durante el cual correspondía presentar los 
documentos que acreditan la propiedad o posesión de bienes detectados en infracción venció 
el 13 de julio de 2011, la Factura N.° 001-000008 que presentó el recurrente el 19 de agosto 
de dicho año acompañando su recurso de apelación, resulta manifiestamente extemporánea, 
por lo que esta instancia se encuentra impedida de analizar el mérito probatorio que el 
impugnante le atribuye, siendo en todo caso que dicha documentación debió ser presentada en 
la etapa de acreditación de derechos, motivo por el que la declaración de abandono contenida 
en la Resolución de Intendencia respectiva, se encuentra arreglada a derecho y corresponde 
ser confirmada. 
5.2.2.5 Pronunciamiento 
La instancia administrativa definitiva, declara INFUNDADO el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente; en consecuencia, CONFÍRMA la Resolución de Intendencia 
que declaró el abandono de los bienes muebles comisados. 
5.2.3 Caso 3 
5.2.3.1 Antecedentes 
El recurrente interpone recurso de apelación contra la Resolución de Intendencia que declaró 
el abandono de los bienes muebles comisados mediante el Acta Probatoria respectiva y los 
adjudica al Estado para su posterior remate, destino, donación o destrucción. 
5.2.3.2 Argumentos del recurrente 
El recurrente impugna la Resolución de Intendencia que declaró el abandono de los bienes, 
manifestando que con fecha 2 de noviembre de 2012 presentó toda la documentación que 
acredita su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados; asimismo, alega que 
no presentó la documentación dentro del plazo de diez días hábiles porque el área de 
orientación telefónica de la SUNAT le indicó que previamente debía cambiar a la condición 
de domicilio de contribuyente habido, toda vez que se encontraba como no habido. 
5.2.3.3 Base Legal 
El inciso a) del artículo 184° del TUO del Código Tributario, señala que, una vez levantada el 
Acta Probatoria en la que se deja constancia de la infracción sancionada con el comiso, 
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tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá un plazo de diez (10) días hábiles para 
acreditar ante la SUNAT su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados.  
El último párrafo del inciso antes mencionado señala que la SUNAT declarará los bienes en 
abandono si el infractor no acredita su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles de levantada el acta probatoria.  
De otro lado, el inciso a) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de 
Comiso de Bienes -aprobado mediante Resolución de Superintendencia N.° 157-
2004/SUNAT y modificatoria- dispone que tratándose de bienes no perecederos, el infractor 
deberá acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados dentro del plazo máximo de 
diez (10) días hábiles computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el 
Acta Probatoria. 
Por su parte, el numeral 131.1 del artículo 131° de la LPAG señala que los plazos y términos 
son entendidos como máximos, se computan independientemente de cualquier formalidad, y 
obligan por igual a la administración y a los administrados. 
5.2.3.4 Argumentos de la Administración Tributaria 
La Intendencia Regional, en primera instancia administrativa, procedió a emitir la Resolución 
de Intendencia correspondiente declarando en abandono los bienes comisados, sustentando 
dicho pronunciamiento en que no se presentó documentación sustentatoria del derecho de 
propiedad o posesión sobre los mismos dentro del plazo establecido en las normas de la 
materia. 
Posteriormente, al resolverse la impugnación, la instancia de grado indicó que considerando 
que el Acta Probatoria se levantó el 6 de octubre de 2012, el plazo para realizar el trámite de 
acreditación de propiedad o posesión se computa desde el 9 de dicho mes y año, por lo que el 
término para presentar válidamente los documentos que sustentan la propiedad o posesión 
vencería en principio el 22 de octubre de dicho año; no obstante, al agregarse el término de la 
distancia el mismo se prorrogaría al 24 de octubre de 2012, constituyendo dicho término uno 
de caducidad.  
Que habiéndose determinado que el término durante el cual correspondía presentar los 
documentos que acreditan la propiedad o posesión de los bienes detectados en infracción 
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venció el 24 de octubre de 2012, la solicitud de devolución que presentó el recurrente el 2 de 
noviembre de 2012 resulta manifiestamente extemporánea, motivo por el que la declaración 
de abandono se encuentra arreglada a derecho y corresponde ser confirmada. 
5.2.3.5 Pronunciamiento 
La instancia administrativa definitiva, declara INFUNDADO el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente; en consecuencia, CONFÍRMA la Resolución de Intendencia 
que declaró el abandono de los bienes muebles comisados. 
5.3 Cinco (5) casos en los que se presenta un documento que no 
reúne los requisitos para ser considerado comprobante de pago 
5.3.1 Caso 1 
5.3.1.1 Antecedentes 
El recurrente interpone recurso de apelación contra la Resolución de Intendencia que declaró 
el abandono los bienes muebles comisados mediante el Acta Probatoria respectiva y los 
adjudica a favor del Estado para su posterior remate, destino, donación o destrucción. 
5.3.1.2 Argumentos del recurrente 
El recurrente impugna la Resolución de Intendencia que declaró el abandono de los bienes, 
manifestando que ha cumplido con acreditar su derecho de propiedad sobre los bienes 
comisados, toda vez que el 23 de noviembre de 2011, presentó su solicitud de devolución a la 
cual adjuntó el original de la factura, la guía de remisión remitente, la guía de remisión 
transportista, medio de pago y el depósito de la detracción; asimismo, señala que absolvió el 
Requerimiento N.° 1035061 con la carta de fecha 15 de diciembre de 2011, sustentándola en 
un cuadro de ingresos y gastos elaborado en función del libro caja, indicando que los bienes 
han sido adquiridos con el capital de trabajo de su propio negocio. 
5.3.1.3 Base Legal 
El inciso a) del artículo 184° del TUO del Código Tributario, señala que, una vez levantada el 
Acta Probatoria en la que se deja constancia de la infracción sancionada con el comiso, 
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tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá un plazo de diez (10) días hábiles para 
acreditar ante la SUNAT su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados.  
El último párrafo del inciso antes mencionado señala que la SUNAT declarará los bienes en 
abandono si el infractor no acredita su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles de levantada el acta probatoria.  
De otro lado, el inciso a) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de 
Comiso de Bienes -aprobado mediante Resolución de Superintendencia N.° 157-
2004/SUNAT y modificatoria- dispone que tratándose de bienes no perecederos, el infractor 
deberá acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados dentro del plazo máximo de 
diez (10) días hábiles computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el 
Acta Probatoria. 
Por su parte, el numeral 131.1 del artículo 131° de la LPAG señala que los plazos y términos 
son entendidos como máximos, se computan independientemente de cualquier formalidad, y 
obligan por igual a la administración y a los administrados. 
5.3.1.4 Argumentos de la Administración Tributaria 
La Intendencia Regional, en primera instancia administrativa, emitió la Resolución de 
Intendencia que declaró el abandono de los bienes, sustentando su pronunciamiento en que el 
supuesto proveedor no ha demostrado haber adquirido los bienes que posteriormente habría 
vendido al recurrente mediante la Factura N.° 0005-000039; así, la operación contenida en 
dicho documento no resulta fehaciente. 
Posteriormente, en el análisis de la impugnada se señala que a folio 918 del Expediente, obra 
el escrito presentado por la proveedora del recurrente, documento en el cual señala que “tenía 
una existencia que respaldaba la venta realizada al recurrente, como se puede observar en el 
Anexo N.° 2”; asimismo, de la verificación del citado Anexo N.° 2 (folio 917) se aprecia que 
dicha existencia correspondería a la Factura N.° 006-0009048 (folio 915) emitida el 25 de 
abril de 2011 por D´ Líbano Inversiones S.A.C. detallando la venta de quinientas (500) bolsas 
de azúcar rubia “Pomalca”; asimismo, a folio 914 obra la Guía de Remisión Remitente N.° 
0005-000012 emitida en la misma fecha por la referida proveedora para el traslado de los 
referidos bienes hacia su domicilio fiscal (folio 979). 
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Que de folios 926 a 929, obra el Acta de Inspección elaborada el 22 de diciembre de 2011, 
por el Fedatario Fiscalizador encargado del caso, en el almacén de la Intendencia Regional, 
señalándose en el Anexo: Constatación de Hechos de dicho documento, que la fecha de 
producción de los bienes comisados mediante el Acta Probatoria es el 11 de noviembre de 
2011; 
Que conforme a lo expuesto, los bienes que la proveedora habría vendido al recurrente fueron 
adquiridos el 25 de abril de 2011, por lo que no resulta posible que se traten de los mismos 
bienes que fueron comisados por la Intendencia Regional, toda vez que estos últimos fueron 
producidos el 11 de noviembre de 2011, esto es, con fecha posterior a su supuesta adquisición 
que habría efectuado la proveedora del impugnante; así, se concluye que la Factura N.° 0005-
000039, no resulta fehaciente y no sustenta derecho de propiedad alguno, por lo que la 
Resolución de Intendencia que declaró el abandono de los bienes comisados se encuentra 
emitida conforme a derecho y corresponde confirmarla. 
5.3.1.5 Pronunciamiento 
La instancia administrativa definitiva, declara INFUNDADO el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente; en consecuencia, CONFÍRMA la Resolución de Intendencia 
que declaró el abandono de los bienes muebles comisados. 
5.3.2 Caso 2 
5.3.2.1 Antecedentes 
El recurrente interpone recurso de apelación contra la Resolución de Intendencia que declaró 
en abandono los bienes comisados mediante el Acta Probatoria respectiva y los adjudica al 
Estado para su posterior remate, destino, donación o destrucción. 
5.3.2.2 Argumentos del recurrente 
El recurrente impugna la Resolución de Intendencia que declaró el abandono de los bienes 
muebles comisados, manifestando que no se encuentra conforme con lo resuelto en la 
impugnada, toda vez que cuenta con la documentación que acredita que es el propietario de 
los bienes, máxime si ha adjuntado el documento emitido por la empresa “Prestige” quien 
detalla los números de serie de los productos; asimismo, adjunta el certificado emitido por la 
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empresa G.W. Yichang & Cía S.A. en el cual se detallan los números de serie de los bienes 
comisados.  
Finalmente, indica que la recurrida no se encuentra debidamente fundamentada en tanto no ha 
cometido ninguna infracción, por cuanto los comprobantes de pago fueron exhibidos al 
momento de la intervención. 
5.3.2.3 Base Legal 
El inciso a) del artículo 184° del TUO del Código Tributario, señala que, una vez levantada el 
Acta Probatoria en la que se deja constancia de la infracción sancionada con el comiso, 
tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá un plazo de diez (10) días hábiles para 
acreditar ante la SUNAT su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados.  
El último párrafo del inciso antes mencionado señala que la SUNAT declarará los bienes en 
abandono si el infractor no acredita su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles de levantada el acta probatoria.  
De otro lado, el inciso a) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de 
Comiso de Bienes -aprobado mediante Resolución de Superintendencia N.° 157-
2004/SUNAT y modificatoria- dispone que tratándose de bienes no perecederos, el infractor 
deberá acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados dentro del plazo máximo de 
diez (10) días hábiles computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el 
Acta Probatoria. 
Por su parte, el numeral 131.1 del artículo 131° de la LPAG señala que los plazos y términos 
son entendidos como máximos, se computan independientemente de cualquier formalidad, y 
obligan por igual a la administración y a los administrados. 
Asimismo, los artículos 1° y 2° del Reglamento de Comprobantes de Pago aprobado por 
Resolución de Superintendencia N.° 007-99/SUNAT y modificatorias disponen que el 
comprobante de pago es un documento que acredita la transferencia de bienes, la entrega en 
uso, o la prestación de servicios, y que las Facturas (entre otros documentos) serán 
consideradas como comprobantes de pago siempre que cumplan con todas las características y 
requisitos mínimos establecidos en dicho Reglamento; 
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Del mismo modo, el acápite 1.9 del numeral 1 del artículo 8° del referido Reglamento de 
Comprobantes de Pago, señala dentro los requisitos mínimos que deberán contener las 
Facturas, como información no necesariamente impresa, el bien vendido o cedido en uso, 
descripción o tipo de servicio prestado, indicando, entre otros, número de serie y/o número de 
motor si se trata de un bien identificable, de ser el caso. 
5.3.2.4 Argumentos de la Administración Tributaria 
La Intendencia Regional en primera instancia administrativa emitió la Resolución de 
Intendencia que declaró el abandono de los bienes comisados, sustentando su 
pronunciamiento en que en los documentos denominados Facturas N.°s 031-1672310, 031-
1747852 y 001-018556 no se consigna el número de serie de los bienes vendidos lo que 
impide identificarlos con los bienes comisados; así, se incumple con lo señalado en acápite 
1.9 del numeral 1 del artículo 8° del Reglamento de Comprobantes de Pago.  
Posteriormente, al resolver la impugnada, la instancia administrativa definitiva, indica que de 
la verificación de los documentos denominados Facturas N.°s 001-090557, 031-1747852 y 
031-1672310, se evidencia que en los mismos no se ha consignado el número de serie que 
corresponde a los bienes que en ellos se detallan, pese a que resultan ser bienes identificables, 
por lo que al no cumplir con un requisito mínimo expresamente establecido en el Reglamento 
de Comprobantes de Pago no pueden ser considerados como tales, no constituyendo, por 
tanto, medio de prueba idóneo para acreditar el derecho que el recurrente alega tener respecto 
de los bienes materia de infracción; así, la recurrida se encuentra emitida conforme a derecho 
y corresponde ser confirmada. 
Que respecto a que en el documento emitido por la empresa “Prestige” se detalla los números 
de serie de los bienes comisados al igual que en el certificado emitido por la empresa G.W. 
Yichang & Cía S.A., cabe indicar, que lo señalado en dichos documentos, no pueden habilitar 
a la Administración Tributaria a dejar de aplicar las disposiciones del Reglamento de 
Comprobantes de Pago antes mencionadas; así, lo alegado por el impugnante en este extremo 
carece de sustento; 
Que con relación a que la recurrida no se encuentra debidamente fundamentada en tanto no ha 
cometido ninguna infracción, por cuanto los comprobantes de pago fueron exhibidos al 
momento de la intervención, cabe indicar, que conforme dispone el segundo párrafo del 
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artículo 165° del TUO del Código Tributario, en el control del cumplimiento de obligaciones 
tributarias se presume la veracidad de los actos comprobados por los agentes fiscalizadores; 
asimismo, el artículo 5° del Decreto Supremo N.° 086-2003-EF y modificatorias, norma que 
aprobó el Reglamento del Fedatario Fiscalizador, dispone que los documentos emitidos por el 
fedatario fiscalizador en el ejercicio de sus funciones tiene carácter de documento público y 
producen fe respecto de los hechos comprobados por dicho funcionario con motivo del, entre 
otros, control y/o verificación del cumplimiento de obligaciones tributarias; así, en tanto que 
en el Acta Probatoria, el Fedatario Fiscalizador señaló haber detectado la infracción prevista 
en el numeral 15 del artículo 174° del TUO del Código Tributario, lo alegado por el 
recurrente carece de sustento. 
5.3.2.5 Pronunciamiento 
La instancia administrativa definitiva, declara INFUNDADO el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente; en consecuencia, CONFÍRMA la Resolución de Intendencia 
que declaró el abandono de los bienes muebles comisados. 
5.3.3 Caso 3 
5.3.3.1 Antecedentes 
El recurrente interpone recurso de apelación, contra la Resolución de Intendencia que declaró 
en abandono los bienes comisados mediante el Acta Probatoria respectiva y los adjudica al 
Estado para su posterior remate, destino o donación. 
5.3.3.2 Argumentos del recurrente 
El recurrente impugna la Resolución de Intendencia que declaró el abandono de los bienes, 
manifestando que la recurrida no tomó en cuenta que al día siguiente de la intervención, 
presentó, acompañando a su solicitud de devolución de bienes comisados, copia de su DNI, 
documento al que debió aplicarse la presunción de veracidad conforme lo señalado en el 
numeral 42.1 del artículo 42° de la LPAG; asimismo, alega que en el presente caso debió 
aplicarse el principio de informalismo. 
5.3.3.3 Base Legal 
85 
 
El inciso a) del artículo 184° del TUO del Código Tributario, señala que, una vez levantada el 
Acta Probatoria en la que se deja constancia de la infracción sancionada con el comiso, 
tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá un plazo de diez (10) días hábiles para 
acreditar ante la SUNAT su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados.  
El último párrafo del inciso antes mencionado señala que la SUNAT declarará los bienes en 
abandono si el infractor no acredita su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles de levantada el acta probatoria.  
De otro lado, el inciso a) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de 
Comiso de Bienes -aprobado mediante Resolución de Superintendencia N.° 157-
2004/SUNAT y modificatoria- dispone que tratándose de bienes no perecederos, el infractor 
deberá acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados dentro del plazo máximo de 
diez (10) días hábiles computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el 
Acta Probatoria. 
Por su parte, el numeral 131.1 del artículo 131° de la LPAG señala que los plazos y términos 
son entendidos como máximos, se computan independientemente de cualquier formalidad, y 
obligan por igual a la administración y a los administrados. 
Asimismo, el artículo 1° del Reglamento de Comprobantes de Pago aprobado por Resolución 
de Superintendencia N.° 007-99/SUNAT y modificatorias, establece que el comprobante de 
pago es un documento que acredita la transferencia de bienes, la entrega en uso, o la 
prestación de servicios; por su parte, el inciso c) del artículo 2° de la misma norma establece 
que la Boleta de Venta se considera comprobante de pago, siempre que cumpla con todas las 
características y requisitos mínimos establecidos en dicho Reglamento. 
Del mismo modo, el inciso 3.10 del numeral 3 del artículo 8° del citado Reglamento establece 
que en los casos en que el importe total por boleta de venta supere la suma de setecientos 
Nuevos Soles (S/. 700,00) será necesario consignar los apellidos y nombres, así como el 
número del Documento de Identidad del adquirente o usuario. 
5.3.3.4 Argumentos de la Administración Tributaria 
La Intendencia Regional, en primera instancia administrativa, declaró en abandono los bienes 
comisados, sustentando su pronunciamiento en que el documento denominado Boleta de 
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Venta N.° 001-000638 no permite acreditar fehacientemente la propiedad de los bienes 
intervenidos, en tanto que incumple con el requisito establecido en el literal b) del numeral 
3.10 del artículo 8° del Reglamento de Comprobantes de Pago, toda vez que no se consigna el 
número de documento de identidad del adquirente o usuario a pesar de haber sido emitida por 
un importe total superior a los S/. 700,00. 
Posteriormente, al resolverse la impugnación en última instancia administrativa se indica que 
el documento denominado Boleta de Venta N.° 001-000638 al no cumplir con lo dispuesto en 
el literal b) del numeral 3.10 del artículo 8° del Reglamento en comentario, no puede acreditar 
el derecho de propiedad o posesión sobre los bienes detectados en infracción, toda vez que no 
se consignó el número del Documento de Identidad del adquirente o usuario; así, la recurrida 
se encuentra emitida conforme a derecho y corresponde ser confirmada. 
De otro lado, en cuanto al argumento relativo a que la recurrida no tomó en cuenta que al día 
siguiente de la intervención, presentó, acompañando a su solicitud de devolución de bienes 
comisados, copia de su DNI, documento al que debió aplicarse la presunción de veracidad 
conforme lo señalado en el numeral 42.1 del artículo 42° de la LPAG, corresponde indicar, 
que de conformidad con las normas reseñadas anteriormente, se concluye que a efectos de 
acreditar su alegado derecho de propiedad el recurrente se encontraba en la obligación de 
adjuntar a su escrito el comprobante de pago que acredite la adquisición de los bienes 
intervenidos, el mismo que debía cumplir con los requisitos señalados en el Reglamento de 
Comprobantes de Pago; así, en tanto el documento denominado Boleta de Venta N.° 001-
000638 no cumple con dichos requisitos, no resulta posible aplicar el principio de presunción 
de veracidad para otorgarle mérito probatorio a un documento que no fue emitido con arreglo 
a las normas de la materia, por lo que lo alegado por el recurrente carece de fundamento. 
Asimismo, respecto a que en el presente caso debió aplicarse el principio de informalismo, 
corresponde indicar, que tal como se reseñó en el párrafo precedente, ningún principio del 
procedimiento administrativo puede facultar a la Administración Tributaria a otorgarle mérito 
probatorio a un documento que no fue emitido con arreglo a las disposiciones del Reglamento 
de Comprobantes de Pago; así, dicho argumento carece de sustento. 
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5.3.3.5 Pronunciamiento 
La instancia administrativa definitiva, declara INFUNDADO el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente; en consecuencia, CONFÍRMA la Resolución de Intendencia 
que declaró el abandono de los bienes muebles comisados. 
5.3.4 Caso 4 
5.3.4.1 Antecedentes 
El recurrente interpone recurso de apelación contra la Resolución de Intendencia que declaró 
en abandono los bienes comisados mediante el Acta Probatoria respectiva y adjudicándolos a 
favor del Estado para su posterior remate, destino o donación. 
5.3.4.2 Argumentos del recurrente 
Que el recurrente impugna la Resolución de Intendencia que declaró el abandono de los 
bienes, manifestando que la recurrida parte de una premisa equivocada, toda vez que su 
proveedor cometió un error material consignando el nombre de una tercera persona al 
momento de emitir la Factura N.° 001-002574; así, al percatarse de ello, el referido proveedor 
procedió a emitir la Nota de Crédito N.° 001-0004441 anulando el antes citado comprobante 
de pago.  
Asimismo, alega que la posterior emisión de la Factura N.° 001-002503 se debe al error de su 
proveedor antes explicado y a que éste no podía entregarle otro comprobante de pago con 
fecha 20 de octubre de 2011, debido a que ya había otorgado otros comprobantes; 
adicionalmente, sostiene que para sustentar su derecho adjunta el depósito bancario (folio 5) 
que le efectuó a su proveedor, el mismo que también es de fecha posterior al comiso, por 
tratarse de compras al crédito. 
De otro lado, indica que la impugnada carece de motivación en tanto no contiene argumentos 
valederos para declarar el abandono de los bienes; asimismo, solicita la suspensión de la 
ejecución del acto impugnado. Finaliza señalando adjuntar para sustentar su derecho, entre 
otros, copia de la constancia de compra emitida por su proveedor (folio 4) y de la constancia 
de ser socio de los puestos del Mercado Alejandro Toledo (folio 3). 
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5.3.4.3 Base Legal 
El inciso a) del artículo 184° del TUO del Código Tributario, señala que, una vez levantada el 
Acta Probatoria en la que se deja constancia de la infracción sancionada con el comiso, 
tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá un plazo de diez (10) días hábiles para 
acreditar ante la SUNAT su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados.  
El último párrafo del inciso antes mencionado señala que la SUNAT declarará los bienes en 
abandono si el infractor no acredita su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles de levantada el acta probatoria.  
De otro lado, el inciso a) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de 
Comiso de Bienes -aprobado mediante Resolución de Superintendencia N.° 157-
2004/SUNAT y modificatoria- dispone que tratándose de bienes no perecederos, el infractor 
deberá acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados dentro del plazo máximo de 
diez (10) días hábiles computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el 
Acta Probatoria. 
Por su parte, el numeral 131.1 del artículo 131° de la LPAG señala que los plazos y términos 
son entendidos como máximos, se computan independientemente de cualquier formalidad, y 
obligan por igual a la administración y a los administrados. 
De otro lado, el artículo 1° del Reglamento de Comprobantes de Pago aprobado por 
Resolución de Superintendencia N.° 007-99/SUNAT y modificatorias, establece que el 
comprobante de pago es un documento que acredita la transferencia de bienes, la entrega en 
uso, o la prestación de servicios. 
Asimismo, el inciso a) del artículo 2° de la norma precitada incluye a las Facturas como 
comprobante de pago, señalando que tendrán ese carácter siempre que cumplan con todas las 
características y requisitos mínimos establecidos en el citado Reglamento. 
Del mismo modo, el numeral 1 del artículo 5° del mencionado Reglamento precisa que en la 
transferencia de bienes muebles, los comprobantes de pago deberán ser emitidos y otorgados 
en el momento en que se entregue el bien o en el momento en que se efectúe el pago, lo que 
ocurra primero. 
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5.3.4.4 Argumentos de la Administración Tributaria 
La Intendencia Regional, en primera instancia administrativa, declaró el abandono de los 
bienes, sustentando dicho pronunciamiento en que el documento denominado Factura N.° 
001-0025303 no acredita el derecho de propiedad invocado, toda vez que los bienes 
detallados en el mismo no corresponden a los bienes comisados, al haber sido adquiridos en 
fecha posterior a la realización de la intervención, más aun si no se encuentra arreglado a 
norma que los comprobantes de pago se emitan con posterioridad a la entrega del bien o que 
se transfieran con posterioridad al comiso, y considerando, además, que la Constancia de 
Depósito N.° 11851174 se efectuó recién el 25 de octubre de 2011; asimismo, sostiene que 
con relación a la Factura N.° 001-0025303, la que se habría emitido en reemplazo de la 
Factura N.° 001-0025274 anulada mediante Nota de Crédito N.° 001-000441, que el 
Reglamento de Comprobantes de Pago exige expresamente que la Nota de Crédito sea emitida 
al mismo adquirente o usuario para modificar un comprobante de pago otorgado con 
anterioridad, por lo que en modo alguno la emisión de una nota de crédito habilita al emisor a 
modificar los datos de identificación del adquirente o usuario consignados en el comprobante 
de pago original, máxime si de acuerdo a lo establecido en el numeral 5 del artículo 12° del 
Reglamento de Comprobantes de Pago, en los casos en que las operaciones no se realizaron o 
que por error se emitieron facturas, comprobantes de pago que no fueron recibidos o fueron 
devueltos por los supuestos adquirentes, estos debieron ser anulados y conservarse los 
comprobantes con sus respectivas copias. 
Posteriormente, al resolverse la impugnación, en última instancia administrativa, se indicó 
que la Factura N.° 001-0025303 podría acreditar el derecho de propiedad o posesión a partir 
de la fecha de su emisión en adelante (25 de octubre de 2011), pero de ninguna manera 
respecto de bienes detectados en infracción el 20 de octubre de 2011, motivo por el cual dicho 
documento no puede sustentar el derecho de propiedad o posesión que el recurrente alega 
tener sobre los bienes declarados en abandono; así, la recurrida se encuentra emitida conforme 
a derecho y corresponde ser confirmada. 
Con relación a que la recurrida parte de una premisa equivocada, toda vez que su proveedor, 
cometió un error material consignando el nombre de una tercera persona al momento de 
emitir la Factura N.° 001-0025274, y que al percatarse de ello, el referido proveedor procedió 
a emitir la Nota de Crédito N.° 001-0004441 anulando el antes citado comprobante de pago, 
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corresponde indicar, que conforme al numeral 1.3 del artículo 10° del Reglamento de 
Comprobantes de Pago, las notas de crédito sólo podrán ser emitidas al mismo adquirente o 
usuario para modificar comprobantes de pago otorgados con anterioridad; así, no resulta 
válido que se emita una nota de crédito a fin de emitir un nuevo comprobante de pago a 
nombre de una persona distinta de aquella que figura en el comprobante de pago original que 
se pretende modificar, motivo por el cual lo alegado por el recurrente carece de sustento, más 
aún, si se evidencia que a la fecha de la intervención se había efectuado un depósito 
correspondiente al SPOT N.° 11806015 (cuya copia certificada obra a folio 36), en la que 
figura otro adquirente, lo que resta fehaciencia a la versión que la Factura N.° 001-0025274 
fue emitida por error. 
Respecto a que para sustentar su derecho adjunta el depósito bancario que le efectuó a su 
proveedor, el mismo que también es de fecha posterior al comiso, por tratarse de compras al 
crédito, es pertinente, indicar que el hecho que se hayan efectuado depósitos bancarios no 
implica que necesariamente estos se refieran a la cancelación de la Factura N.° 001-0025303, 
más aun si se ha determinado el carácter no fehaciente de dicho documento y que la suma 
total depositada (S/. 13 510,00) no coincide con el monto de dicha Factura (S/. 13 560,00); 
así, lo argumentado por la recurrente carece de sustento. 
5.3.4.5 Pronunciamiento 
La instancia administrativa definitiva, declara INFUNDADO el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente; en consecuencia, CONFÍRMA la Resolución de Intendencia 
que declaró el abandono de los bienes muebles comisados. 
5.3.5 Caso 5 
5.3.5.1 Antecedentes 
El recurrente interpone recurso de apelación contra la Resolución de Intendencia que declaró 
en abandono parte de los bienes comisados mediante el Acta Probatoria respectiva y los 
adjudica al Estado para su posterior remate, destino, donación o destrucción. 
5.3.5.2 Argumentos del recurrente 
El recurrente impugna la Resolución de Intendencia que declaró el abandono de parte de los 
bienes comisados, manifestando que la responsabilidad de la baja por pérdida de la Boleta de 
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Venta N° 002-0009 debe ser atribuida al emisor de la misma y no al consumidor final, toda 
vez que éste no resulta culpable de dicha situación; agrega que su proveedor le informó que el 
referido comprobante de pago le fue entregado por error, motivo por el cual el precitado 
documento ha sido canjeado por la Boleta de Venta N° 003-000393 (cuya copia obra a folio 
29), la misma que anexa a su recurso conjuntamente con dos declaraciones juradas 
certificadas notarialmente (folios 32 y 33). 
5.3.5.3 Base Legal 
El inciso a) del artículo 184° del TUO del Código Tributario, señala que, una vez levantada el 
Acta Probatoria en la que se deja constancia de la infracción sancionada con el comiso, 
tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá un plazo de diez (10) días hábiles para 
acreditar ante la SUNAT su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes comisados.  
El último párrafo del inciso antes mencionado señala que la SUNAT declarará los bienes en 
abandono si el infractor no acredita su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de 
diez (10) días hábiles de levantada el acta probatoria.  
De otro lado, el inciso a) del numeral 10.1 del artículo 10° del Reglamento de la Sanción de 
Comiso de Bienes -aprobado mediante Resolución de Superintendencia N.° 157-
2004/SUNAT y modificatoria- dispone que tratándose de bienes no perecederos, el infractor 
deberá acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados dentro del plazo máximo de 
diez (10) días hábiles computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el 
Acta Probatoria. 
Por su parte, el numeral 131.1 del artículo 131° de la LPAG señala que los plazos y términos 
son entendidos como máximos, se computan independientemente de cualquier formalidad, y 
obligan por igual a la administración y a los administrados. 
Del mismo modo, el literal c) del numeral 4.1 del artículo 12° del Reglamento de 
Comprobantes de Pago aprobado por Resolución de Superintendencia N° 007-99/SUNAT y 
modificatorias, establece que se deberán declarar en el Formulario N° 825 o en el Formulario 
Virtual N° 855 denominados “Declaración de baja y cancelación” la baja de documentos por 
robo o extravío; asimismo, el numeral 4.2 del mismo artículo dispone que el robo o extravío 
de documentos no entregados deberá declararse a la SUNAT dentro de los quince (15) días 
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hábiles siguientes de producidos los hechos, consignando el tipo de documento y la 
numeración de los mismos; agregando que la declaración de baja de documentos por el 
motivo antes referido no exime al contribuyente de la obligación de sustentar la baja con la 
copia certificada de la denuncia policial, cuando la SUNAT así lo requiera, la misma que 
deberá realizarse con anterioridad a la presentación de la declaración de baja de los 
documentos robados o extraviados. 
5.3.5.4 Argumentos de la Administración Tributaria 
La Intendencia Regional, en primera instancia administrativa, declaró en abandono de parte 
de los bienes comisados, sustentando dicho pronunciamiento en que conforme a la 
verificación efectuada en los sistemas de la SUNAT, la Boleta de Venta N° 002-000009 fue 
dada de baja a solicitud de su emisor en base a la denuncia policial que éste formuló 
indicando que el 25 de marzo de 2008 extravió las Boletas de Venta con Serie 2 y correlativo 
del N° 001 al N° 250 sin emitir; así, dichos documentos quedaron inhabilitados para su uso, 
por lo que concluye señalando que la Boleta de Venta N° 002-000009 carece de todo valor al 
constituir un comprobante de pago no válido. 
Posteriormente, al resolverse en la última instancia administrativa se señaló que el supuesto 
proveedor de los bienes declarados en abandono cumplió con declarar la baja y cancelación 
de la Boleta de Venta N° 002-000009 así como con efectuar la denuncia policial por su 
extravío dentro del plazo establecido en las normas de la materia; asimismo, conforme a la 
referida denuncia, la pérdida del citado documento se produjo el 25 de marzo de 2008, esto es, 
con anterioridad a la emisión del comprobante de pago materia de análisis; en consecuencia, 
dicho documento no puede sustentar el derecho de propiedad que el recurrente alega tener 
sobre los bienes intervenidos, por lo que corresponde confirmar la Resolución de Intendencia. 
Con relación a los documentos que el recurrente adjunta a su recurso de apelación, 
corresponde indicar que en tanto el Acta Probatoria se levantó el 28 de marzo de 2008, el 
plazo para realizar el trámite de acreditación de propiedad o posesión empezó a computarse a 
partir del día 31 de marzo de 2008, por lo que el término para presentar válidamente los 
documentos que sustentan la propiedad o posesión venció indefectiblemente el 11 de abril de 
2008, constituyendo dicho término un plazo de caducidad, encontrándose esta instancia 
impedida de analizar el mérito probatorio que el impugnante le atribuye a los referidos 
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documentos, siendo en todo caso que tales documentos debieron ser presentados en la etapa 
de acreditación a la que se refiere el artículo 10° del Reglamento de la Sanción de Comiso de 
Bienes antes mencionado. 
5.3.5.5 Pronunciamiento 
La instancia administrativa definitiva, declara INFUNDADO el recurso de apelación 
interpuesto por el recurrente; en consecuencia, CONFÍRMA la Resolución de Intendencia 
que declaró el abandono de los bienes muebles comisados. 
5.4 Comentarios finales 
Como se ha podido observar, en los primeros tres casos, el comprobante de pago no se 
presentó dentro del plazo legal establecido, lo que administrativamente determinó la pérdida 
del derecho de propiedad. 
Asimismo, en los otros cinco casos, el recurrente presentó el comprobante de pago dentro del 
plazo legal establecido, sin embargo, el documento alcanzado a la Administración Tributaria, 
incumplió determinados requisitos legales, lo que impidió que pueda acreditar 
administrativamente el derecho de propiedad. 
Finalmente, si bien en todos los casos analizados estimamos que se ha cumplido con la 
aplicación de las normas legales en sede administrativa, se observa una afectación al derecho 
de propiedad cuando se presenta el comprobante de pago con posterioridad al plazo legal 
establecido lo que puede corregirse con la mejora y modificación de la normativa aplicable a 
este tipo de situaciones (Código Tributario y Reglamento de la Sanción de Comiso de 
Bienes), buscando el equilibrio entre la potestad de control de la Administración y el derecho 
fundamental de propiedad de los ciudadanos. 
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CAPÍTULO 6 
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LA AFECTACIÓN DEL DERECHO DE PROPIEDAD 
EN EL PROCEDIMIENTO DE ABANDONO DE 
BIENES MUEBLES COMISADOS 
6.1 La declaración de abandono de bienes muebles comisados y 
sus efectos sobre la propiedad de los contribuyentes 
Como se ha mencionado anteriormente en el capítulo en el que se desarrolló el procedimiento 
de abandono de bienes muebles comisados, una vez que se realiza la intervención por el 
Fedatario Fiscalizador, se detecta la infracción y se dispone el comiso de los bienes, el 
infractor o el propietario no infractor, tendrá un plazo para sustentar el derecho de propiedad, 
por lo que en el caso que no presente el comprobante de pago respectivo dentro del plazo o 
presentándolo, este documento no cumpla con los requisitos para ser considerado como tal, la 
Administración deberá declarar el abandono de los referidos bienes, lo que implica, una vez 
que el pronunciamiento se confirme en última instancia administrativa, la pérdida del derecho 
de propiedad118. 
En esta línea, se puede afirmar entonces, que en la vía administrativa se resuelve sobre la 
titularidad del derecho de propiedad de un ciudadano respecto de determinados bienes 
muebles, es decir, si ostenta o no la propiedad sobre los mismos. 
Bajo este contexto, queda claro que la declaración de abandono en la práctica no establece 
una situación de hecho119, sino que se pronuncia respecto del derecho de propiedad de un 
administrado y que cuando no le reconoce este derecho, lo priva del mismo. 
Cuando revisamos otras regulaciones legales, encontramos que existen determinadas 
situaciones, en las que con la finalidad de proteger determinados bienes jurídicos valiosos, la 
                                                 
118 Pronunciamiento que puede ser cuestionado judicialmente a través del Proceso Contencioso Tributario. 
119 Como podría ser el caso en el que los bienes no tengan un propietario identificado, por no haberse presentado 
ningún interesado a reclamarlos o, cuando existiendo un propietario, éste no se haya presentado an te la autoridad 
competente para recogerlos, pese a haber sido debidamente requerido para tal fin. 
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autoridad administrativa priva de la propiedad a quien la detenta, como por ejemplo en el caso 
que detecte la comercialización de bienes no aptos para el consumo humano o cuando se 
produce el ingreso clandestino de bienes en el país120; sin embargo, en el caso que nos ocupa 
se puede observar que la situación es distinta, pues la pérdida del derecho de propiedad ocurre 
por no presentarse un comprobante de pago121 dentro del plazo legal establecido legalmente, 
sin que se haya regulado un mecanismo complementario para poder evitar la pérdida de la 
propiedad, cuando por alguna situación, el ciudadano no presente el citado documento en el 
plazo correspondiente. 
En este mismo sentido, es muy importante advertir, que en la medida que el sujeto 
intervenido, comúnmente es el transportista de los bienes muebles comisados, y que el 
Fedatario Fiscalizador le entrega al referido transportista el Acta Probatoria en la que consta 
el inventario de los bienes y el comiso, resulta posible que el propietario (verdadero 
interesado en la devolución de los bienes), tome conocimiento del comiso, cuando el plazo 
para acreditar la propiedad ya ha vencido o esté por vencer, considerando que el plazo para 
probar la propiedad comienza a correr desde la entrega del Acta Probatoria al transportista. 
Se puede entonces indicar que, en el procedimiento de abandono de bienes muebles 
comisados, no existe un debate de fondo para determinar si el solicitante de la devolución de 
los bienes es realmente el propietario de los mismos, sino que la evaluación se limita a 
establecer si se presentó o no, dentro del plazo correspondiente, un documento que cumpla 
con los requisitos para ser considerado como comprobante de pago, como único y válido 
sustento del derecho de propiedad que se invoca en el procedimiento administrativo. 
En este sentido, se evidencia que el diseño del procedimiento de abandono de bienes muebles 
comisados está orientado a la verificación del cumplimiento de obligaciones tributarias 
formales, pero no a un debate que profundice y esclarezca jurídicamente si la titularidad del 
derecho de propiedad corresponde a quien se presenta ante la autoridad tributaria a solicitarlo. 
                                                 
120 Situaciones que desde la óptica del Derecho Penal podrían configurar delitos. 
121 Situación que por sí sola, en principio, no configura delito. 
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6.2 El fundamento para declarar el abandono de los bienes 
muebles comisados en la legislación tributaria 
Como ya se ha indicado anteriormente, el artículo 184° del TUO del Código Tributario regula 
el comiso de bienes y la posterior declaración de abandono. 
El fundamento del procedimiento de abandono es la potestad de control que tiene la 
Administración Tributaria para verificar el cumplimiento de las obligaciones tributarias 
formales, específicamente para el traslado de bienes y la correcta emisión de comprobantes de 
pago122. 
Bajo esta perspectiva, se podría señalar que la finalidad de la norma es combatir la evasión 
tributaria, cautelando que todas aquellas operaciones económicas que se realicen en el país se 
encuentren debidamente consignadas en los comprobantes de pago y posteriormente 
declaradas, para lo cual establece como una de sus estrategias de control, la verificación en 
determinados puntos del país (garitas de control en los que realiza el operativo control móvil), 
en los cuales solicita la guía de remisión como sustento del traslado de los bienes y, cuando 
corresponde, la presentación de comprobantes de pago123. 
El control del traslado de bienes permite descubrir modalidades de evasión, controlar si los 
contribuyentes declaran el total de las operaciones que son verificadas, detectar operaciones 
informales, acopiar información para la selección de contribuyentes que serán fiscalizados, 
entre otros. 
Una vez que se detecta un incumplimiento en las normas del control del traslado de bienes, la 
autoridad tributaria procede al comiso y, en consecuencia, la única alternativa para recuperar 
los bienes es acreditar el derecho de propiedad ante la Administración Tributaria dentro del 
plazo establecido legalmente. 
En el caso que exista la obligación de emitir comprobante de pago, la devolución de los 
bienes comisados solo se podrá lograr si se presenta dentro del plazo correspondiente el 
respectivo comprobante de pago que sustente la adquisición del bien, por lo que si se presente 
                                                 
122 También podría verificarse con un cruce de información si una operación es real o no, con lo cual en el caso 
que se concluya que la operación no existió, se desconocería el comprobante de pago; sin embargo, este supuesto 
no es materia de este trabajo de investigación. 
123 Por ejemplo, en el caso del traslado de bienes por emisor itinerante. 
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con posterioridad a dicho plazo, la documentación no se tomaré en cuenta y se perderá el 
derecho de propiedad124. 
Por otro lado, es importante destacar que de acuerdo a la posición del Tribunal Constitucional, 
la potestad de control de la Administración Tributaria encontraría sustento constitucional en el 
deber de contribuir, el mismo que conforme al fundamento jurídico 11 de la sentencia recaída 
en el Expediente N° 03769-2010-PA/TC, se desprendería del principio de solidaridad 
consagrado implícitamente en el artículo 43° de la Constitución Política de 1993. 
Abundando en este tema, el fundamento jurídico 12 de la referida sentencia, precisa que:  
“(…) el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos no está vinculado 
únicamente al deber de pagar los tributos sino también a los deberes de colaboración 
con la administración tributaria, orientados a conseguir la participación igualitaria en el 
soporte de las cargas públicas ya sea directa o indirectamente, como en el presente caso”. 
Asimismo, en el fundamento jurídico 15, la anotada sentencia del Tribunal Constitucional se 
refiere expresamente a la fiscalización, para indicar lo siguiente: 
“Ahora bien, sobre la constitucionalidad de la existencia de medidas con fines 
extrafiscales, como el caso de la lucha contra la evasión fiscal y la informalidad, se precisó 
también que tiene como fin justamente mejorar los procesos de fiscalización, a la vez que 
asegurar el pago de los tributos en actividades y sectores con altos índices de incumplimiento 
tributario, y con ello incrementar la recaudación tributaria”. 
Como se puede apreciar, la potestad del control del cumplimiento de las obligaciones 
tributarias formales como una expresión de la facultad de fiscalización tiene sustento 
constitucional, basado en el deber de contribuir tal como lo afirma nuestro máximo intérprete 
constitucional, por lo que cabe preguntarse entonces, si el procedimiento de abandono de 
bienes muebles comisados que el contribuyente debe recorrer para recuperar sus bienes, se 
encuentra diseñado en armonía y con respeto al derecho fundamental de propiedad, en 
aquellos supuestos en que se presenta el comprobante de pago con posterioridad al plazo legal 
                                                 
124 Cabe indicar, que al evaluar un recurso de reconsideración, la Administración Tributaria no consideraría 
como nueva prueba el comprobante de pago que no se presentó dentro del plazo  legal de acreditación del 
derecho de propiedad en la primera instancia administrativa 
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establecido, pero dicha documentación no se toma en cuenta para demostrar el derecho de 
propiedad. 
Para efectos de dilucidar este cuestionamiento, recurriremos al Test de Proporcionalidad a fin 
de demostrar si el procedimiento de abandono de bienes muebles comisados, tal como se 
encuentra actualmente regulado, afecta el derecho de propiedad125. 
Cabe aclarar, que no es nuestra intención eliminar en esencia la potestad de control en el 
traslado de bienes y posterior acreditación del derecho de propiedad que efectúa la 
Administración Tributaria, sino únicamente determinar si el diseño actual del procedimiento 
de abandono de bienes muebles comisados126 afecta el derecho de propiedad con la finalidad 
de que, en caso corresponda, se adecúe y armonice con el derecho fundamental de propiedad.  
6.3 La aplicación del Test de proporcionalidad al procedimiento 
de abandono de bienes muebles comisados 
6.3.1 El conflicto concreto entre un principio constitucional y un derecho 
fundamental 
En el caso bajo análisis, se encuentran en conflicto, por un lado, el ejercicio de la potestad de 
control que ejerce la Administración Tributaria, que como ya se ha señalado, se sustenta en el 
deber de contribuir y, por otro lado, el derecho fundamental de propiedad.  
Se tiene, entonces, dos fines valiosos de origen constitucional que entran en conflicto, por lo 
que resulta necesario establecer cuál tiene preeminencia en este caso particular. 
Es necesario precisar, que el ejercicio específico de la potestad de control se va a concretar en 
el traslado de bienes que origina el comiso, el mismo que genera el inicio de un procedimiento 
administrativo de recuperación de bienes muebles comisados, en el que la prueba del derecho 
                                                 
125 Es conveniente indicar que, inclusive en el supuesto que se considere que la potestad de control de la 
Administración Tributaria no tiene raigambre constitucional, por lo que el análisis podría limitarse a establecer si 
la fórmula legal del procedimiento de abandono de bienes muebles comisados es constitucional o no, la 
herramienta que nos proporciona el Test de Proporcionalidad es particularmente ilustrativa. Nosotros nos 
adherimos a la posición del Tribunal Constitucional que, aunque incipiente, permite concluir que la potestad de 
control de la Administración Tributaria se basa en el deber que todos los ciudadanos tienen de contribuir al 
sostenimiento de las cargas públicas y por ello en el principio de solidaridad. 
126 Que se genera necesariamente como consecuencia del control que realiza la Administración Tributaria sobre 
el traslado de bienes. 
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de propiedad requerirá de la presentación, dentro del plazo legal establecido, del comprobante 
de pago de adquisición, emitido conforme a las normas de la materia. 
Conforme a esta línea de razonamiento, el aspecto a discutir consiste en determinar si el 
ejercicio de la potestad de control que origina el procedimiento de recuperación de bienes 
muebles comisados, cuando solo puede presentarse dentro del plazo legal establecido el 
comprobante de pago que cumpla con los requisitos correspondientes, constituye una 
restricción válida del derecho fundamental de propiedad del contribuyente sujeto a la medida 
de control. 
En este contexto, a fin de determinar si la referida restricción resulta válida, corresponde la 
utilización del Test de Proporcionalidad, a través de la aplicación de sus tres sub principios: 
de adecuación o idoneidad, de necesidad y de proporcionalidad o ponderación en sentido 
estricto. 
6.3.2 Aplicación del sub principio de Adecuación o Idoneidad 
En este sub principio, lo que debe evaluarse es si el medio utilizado, vale decir, la medida 
restrictiva del derecho, es adecuada para conseguir el fin que persigue, esto es, establecer una 
medida de control tributario que desincentive la evasión tributaria y propicie la emisión 
correcta de los comprobantes de pago para que estos se reflejen debidamente en su 
correspondiente declaración tributaria, disminuyendo también la informalidad. 
Con relación a este aspecto, se estima que la finalidad perseguida sí se cumple pues la medida 
permite que la Administración Tributaria realice el control de las obligaciones tributarias 
formales a las que se encuentran vinculados todos los contribuyentes, facilitando, sin duda, su 
labor de control y lucha contra la evasión, generándose además riesgo en cada intervención. 
De otro lado, con relación a la idoneidad, la medida coadyuva a que la Administración 
Tributaria ejerza su labor de control, por lo resulta un medio eficaz para el control de las 
obligaciones formales y el desincentivo de la evasión. 
Conforme lo expuesto, se concluye que el sub principio de Adecuación o de Idoneidad si se 
ha cumplido. 
102 
 
6.3.3 Aplicación del sub principio de Necesidad 
Con relación a la aplicación del sub principio de necesidad, se debe analizar si la restricción 
establecida al derecho fundamental de propiedad en el procedimiento de abandono de bienes 
muebles comisados, en el extremo que limita la probanza del referido derecho a la 
presentación de comprobante de pago emitido conforme a las normas de la materia dentro de 
un determinado plazo legal, es la regulación que menos afecta al citado derecho y, 
adicionalmente, si existe otra medida que resulte menos gravosa pero que resulte idónea para 
cumplir la finalidad de la norma tributaria, esto es, ejercer la potestad de control de la 
Administración Tributaria. 
Para estos efectos, seguiremos el análisis realizado por Tito Peralta y Acosta Bernedo en su 
libro “Presunciones y Ficciones en el Impuesto a la Renta”, en cual indican que deben 
presentarse las siguientes condiciones de manera conjunta: 
- Existencia de otras alternativas para alcanzar el objetivo: 
Considerando que la finalidad de la norma es el ejercicio adecuado de la potestad de control, 
otro medio para alcanzar la finalidad de la norma sería permitir que por aplicación del 
principio de verdad material127 se meritúe el comprobante de pago presentado con 
posterioridad al plazo legal establecido a fin que se acredite el derecho de propiedad y se 
puedan recuperar los bienes comisados, estableciendo una multa para este supuesto, pero sin 
que ello, en modo alguno, implique la pérdida del derecho de propiedad128. 
- Que la alternativa propuesta sea menos gravosa: 
Resulta evidente que resulta menos gravoso para el infractor o el propietario no infractor, el 
pago de una mayor multa frente a la pérdida del derecho de propiedad cuando se haya 
                                                 
127 El numeral 1.11 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, señala lo siguiente: 
 “Principio de Verdad Material.- En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá 
verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las 
medidas probatoria necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados 
o hayan acordado eximirse de ellas”. 
128 El monto de la multa debería ser mayor cuando se acredite el derecho de propiedad con el comprobante de 
pago emitido conforme a las normas de la materia con posterioridad al plazo legal establecido. Dicha disposición 
permitiría distinguir esta mayor sanción, de la multa que actualmente se debe abonar al fisco cuando la 
acreditación del derecho de propiedad se realiza con el respectivo comprobante de pago. 
103 
 
acreditado el derecho de propiedad con el respectivo comprobante de pago con posterioridad 
al plazo legal establecido. 
Que la alternativa propuesta menos gravosa tenga el mismo grado de idoneidad: 
La aplicación de la sanción de multa cuando se acredite el derecho de propiedad con el 
comprobante de pago con posterioridad al plazo legal establecido, resulta igualmente idónea 
para que la Administración Tributaria ejerza su potestad de control, pues de la misma forma 
se aplicará una sanción en aquellos casos en los cuales no se presente el respectivo 
comprobante de pago dentro del plazo correspondiente, por lo que cumple una finalidad 
desincentivadora de la evasión y la falta de emisión o incorrecta emisión de comprobantes de 
pago, pero sin duda alguna, revistiendo con una menor afectación al derecho fundamental de 
propiedad. 
Conforme a lo reseñado, se concluye que el procedimiento de abandono de bienes muebles 
comisados, tal como está diseñado actualmente no supera el sub principio de necesidad, toda 
vez que existe un medio menos gravoso para el contribuyente que la pérdida del derecho de 
propiedad. 
En estricto, no resultaría necesario continuar con el análisis del Test de Proporcionalidad, toda 
vez que como se señaló anteriormente basta que no se supere un sub principio para considerar 
que no se ha podido validar la norma restrictiva conforme al citado Test de Proporcionalidad. 
Sin embargo, únicamente para fines ilustrativos continuaremos con el análisis de la 
Ponderación o Proporcionalidad en sentido estricto. 
6.3.4 Aplicación del sub principio de Proporcionalidad en sentido estricto o 
ponderación 
En el análisis de este sub principio, lo que se requiere es determinar con base argumentativa, 
el grado de afectación o menoscabo de uno de los derechos o principios en conflicto y 
compararlo con el grado de satisfacción que se obtiene con la regulación establecida para el 
otro principio o derecho en conflicto. 
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Para los efectos de esta evaluación, nuevamente nos basaremos en el esquema utilizado por 
Tito Peralta y Acosta Bernedo en su libro “Presunciones y Ficciones en el Impuesto a la 
Renta”, al referirse a este sub principio, de acuerdo a lo siguiente: 
- Determinación del grado de lesión o menoscabo que la decisión provoca en uno de los 
elementos en conflicto: 
En este caso, el derecho fundamental de propiedad es el que se ve afectado en el 
procedimiento de abandono de bienes muebles comisados, cuando solo puede acreditarse el 
derecho con el comprobante de pago dentro del plazo legal correspondiente y no se meritúa el 
comprobante de pago presentado con posterioridad a dicho plazo. 
A nuestro juicio la afectación que se presenta es de nivel alto, pues la falta de acreditación en 
base a las normas tributarias determina la pérdida del derecho de propiedad sobre los bienes 
muebles comisados, esto es, que se produce el mayor grado de afectación posible de este 
derecho, pues se priva a su titular de la propiedad, en otras palabras, se traslada al 
contribuyente una posibilidad limitada de la carga de la prueba de la propiedad, al solo poder 
presentar el comprobante de pago dentro de un determinado plazo, sancionándose con la 
pérdida indefectible de la propiedad cuando por alguna situación no resulte posible cumplir 
con este procedimiento administrativo. 
- Determinación del grado o importancia de la satisfacción del otro elemento en 
conflicto: 
En este caso, el ejercicio de la potestad de control de la Administración Tributaria en el 
traslado de bienes y el procedimiento administrativo para la recuperación de los bienes 
muebles comisados, cumple con su objetivo de combatir la evasión, incentivar la correcta 
emisión de comprobantes de pago, propiciar el fiel reflejo de las operaciones económicas en 
las declaraciones juradas y la lucha contra la informalidad, sin que esta finalidad se vea 
distorsionado, si se permitiese que el contribuyente pueda recuperar sus bienes comisados, 
cuando por determinadas circunstancias, no pueda presentar un comprobante de pago dentro 
del plazo legalmente establecido sino con posterioridad; así consideramos que el grado de 
satisfacción tal como se encuentra diseñado el procedimiento de control de la Administración 
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Tributaria es medio129, pues se aprecia y es, además, razonable que pueda cumplir con el 
objetivo de control de las operaciones económicas sin colisionar con el derecho de propiedad.  
- Comparación de las magnitudes anteriores: 
Conforme a lo señalado anteriormente, se aprecia que el grado de afectación del derecho de 
propiedad es alto y que el grado de satisfacción de la potestad de control de la Administración 
Tributaria es medio, por lo que no se justifica que el incumplimiento del plazo en la 
presentación del comprobante de pago se sancione con la pérdida definitiva del derecho de 
propiedad, pues podría permitirse, por aplicación del principio de verdad material, que se 
meritúe el referido comprobante de pago presentado con posterioridad al plazo legal para 
recuperar los bienes muebles comisados y establecer una sanción de multa para este supuesto, 
sanción que supliría la pérdida del derecho de propiedad pero que igualmente tendría como 
propósito incentivar que el contribuyente cumpla con la normativa tributaria dentro de un 
marco de razonabilidad que no afectaría el derecho fundamental de propiedad de los 
ciudadanos contribuyentes. 
Como ha podido apreciarse, la declaración de abandono de bienes muebles comisados cuando 
no se presenta el comprobante de pago dentro del plazo legal establecido sino con 
posterioridad a dicho plazo, no supera el Test de proporcionalidad, lo que evidencia que este 
extremo del artículo 184° del TUO del Código Tributario vigente no se encuentre arreglado a 
la Constitución Política de 1993, por lo que corresponde que para el supuesto materia del 
trabajo de investigación, se modifique el Código Tributario de tal forma que resulte posible 
merituar el comprobante de pago presentado con posterioridad al plazo legal establecido para 
recuperar los bienes muebles comisados; sin embargo, la omisión a la presentación del 
comprobante de pago dentro del plazo legal establecido a la que obliga la regulación 
tributaria, se deberá sancionar con una multa cuyo monto sea mayor al de la multa que ya se 
establece cuando sí se presenta el comprobante de pago y se acredita el derecho de propiedad 
dentro del plazo legal establecido, lo que permitirá que el objetivo de control de la 
Administración Tributaria se cumpla sin afectar el derecho de propiedad. 
                                                 
129 Como señala Grandez, cuando la intervención es intensa en el derecho fundamental y la satisfacción de los 
derechos favorecidos (en este caso la potestad de control de la Administración) es media, concluye que la norma 
que establece la intervención en el derecho fundamental es inconstitucional (2010: 363). 
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Conclusiones 
1. El tema materia de investigación, es la declaración de abandono de bienes muebles 
comisados contemplada en el artículo 184° del TUO del Código Tributario, que se 
produce en el supuesto que el administrado no acredite su derecho de propiedad 
presentando el comprobante de pago respectivo dentro del plazo legal establecido (2 días 
para bienes perecederos y 10 días para bienes no perecederos). 
2. El plazo de acreditación del derecho de propiedad comienza a computarse desde que se 
levanta el Acta Probatoria por el Fedatario Fiscalizador, la misma que generalmente se 
entrega al transportista durante la intervención en el traslado de bienes; no obstante, no se 
regula las situaciones en las cuales el transportista no comunica el hecho al propietario de 
los bienes o lo hace tardíamente perjudicándolo, pues en la práctica le reduce el plazo de 
acreditación. 
3. La declaración de abandono de bienes muebles comisados, en el supuesto baja análisis de 
pago, restringe el derecho a probar el derecho de propiedad dentro del plazo legal, lo que 
ocasiona que la Administración Tributaria no meritúe los comprobantes de pago que se 
presenten con posterioridad a dicho plazo. 
4. La declaración de abandono de bienes muebles comisados que efectúa la Administración 
Tributaria, implica la pérdida efectiva del derecho de propiedad. 
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5. Para evaluar si el supuesto objeto de estudio resulta razonable con relación al derecho de 
propiedad, se ha analizado si resultaría aplicable el principio de autonomía del Derecho 
Tributario y se le ha aplicado el Test de Proporcionalidad. 
6. Por el Principio de Autonomía del Derecho Tributario, esta rama del Derecho puede 
modificar el contenido de conceptos o instituciones jurídicas, ampliándolas o 
restringiéndolas. 
7. El Principio de Autonomía del Derecho Tributario, solo resulta aplicable al Derecho 
Tributario Sustantivo, es decir, a aquel que se ocupa del estudio de la obligación tributaria 
sustantiva o de la configuración de la hipótesis de incidencia del tributo, pero no aplica al 
Derecho Tributario Formal o Administrativo, entendido como aquel que se ocupa del 
estudio de las aspectos de procedimiento y de las obligaciones formales de los 
contribuyentes, toda vez que en esencia, este último es Derecho Administrativo. 
8. El principio de Autonomía del Derecho Tributario no puede aplicarse a la declaración de 
abandono de bienes muebles comisados para limitar la acreditación del derecho de 
propiedad, en la medida que este supuesto se encuentra enmarcado dentro de un 
procedimiento administrativo y, por tanto, pertenece al Derecho Tributario Procesal o 
Formal. 
9. El tema materia de la investigación implica un conflicto entre el derecho fundamental de 
propiedad y la potestad de control de la Administración Tributaria, la misma que 
encuentra sustento constitucional en el Deber de Contribuir que se deriva del principio de 
solidaridad. 
10. Para determinar la razonabilidad del supuesto materia de estudio, se aplicó el Test de 
Proporcionalidad, obteniendo como resultado que si bien no se trasgredía el Sub Principio 
de Idoneidad o Adecuación, no se superaba el Sub Principio de Necesidad, en razón a que 
existe otra medida menos perjudicial para el ciudadano contribuyente que permitía 
cumplir con la finalidad de la norma prevista en el artículo 184° del TUO del Código 
Tributario. 
11. La finalidad de la norma prevista en el artículo 184° del TUO del Código Tributario es 
realizar un adecuado control de traslado de bienes muebles, comisándolos cuando se 
incurre en una infracción, de tal forma que para la recuperación de los bienes comisados 
se debe presentar comprobante de pago. Este diseño tiene como propósito combatir la 
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evasión, incentivar la correcta emisión de comprobantes de pago, el reflejo fiel de las 
operaciones económicas en las declaraciones juradas y la lucha contra la informalidad; no 
obstante, en los casos que el contribuyente no pueda probar su derecho con comprobante 
de pago dentro del plazo legal establecido pero si lo acredite con posterioridad a dicho 
plazo, podría aplicarse otra medida que no sea la pérdida del derecho de propiedad, como 
sería la aplicación de una multa cuyo monto resulte adecuada al grado de cumplimiento 
que se desea fomentar. 
12. La multa que debería imponerse al contribuyente que no presente el comprobante de pago 
dentro del plazo legal establecido, pero si lo hace con posterioridad a dicho plazo, debe ser 
mayor a la que se aplica para recuperar los bienes muebles comisados cuando se presenta 
el comprobante de pago respectivo dentro del plazo legal. 
13. La declaración de abandono de bienes muebles comisados se debería limitar solo a 
aquellos casos en los que la Administración Tributaria determine fehacientemente, 
mediante cruces de información o cualquier otro mecanismo legal, que la operación de 
adquisición no existe (no es una operación real) o cuando no se presente ningún interesado 
solicitando la devolución de los bienes comisados. 
14. El procedimiento administrativo para acreditar el derecho de propiedad sobre los bienes 
muebles comisados debería denominarse “procedimiento de recuperación de los bienes 
muebles comisados” de tal suerte que quede claro que su objetivo no es privar de la 
propiedad sino que esta situación solo se producirá por excepción cuando se trate de 
operaciones no reales o cuando no se presente ningún interesados solicitando la 
devolución de los bienes comisados. 
15. Mediante la presentación del recurso de reconsideración debería habilitarse al propietario 
a presentar como nueva prueba el comprobante de pago que no se pudo presentar por 
cualquier circunstancia dentro del plazo legal y que ocasionó que la primera instancia 
administrativa se pronuncie declarando el abandono de los bienes muebles comisados. 
16. A efectos de dotar de una mayor garantía para el contribuyente en las intervenciones que 
efectúa la Administración Tributaria durante el traslado de bienes, debería publicarse en el 
Diario Oficial “El Peruano” y en la página web de la Administración Tributaria las Actas 
Probatorias o notificar al supuesto propietario en el domicilio fiscal o en el domicilio 
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señalado en su Documento Nacional de Identidad130 en aquellos casos que la 
Administración tenga un indicio de quién podría ser el propietario (por ejemplo en los 
casos que se haya emitido una guía de remisión incorrectamente, detectada durante la 
intervención por el Fedatario Fiscalizador y que de su examen fluyan los datos de 
identificación del posible propietario). 
17. El texto del artículo 184° del TUO del Código Tributario y el Reglamento de la 
Sanción de Comiso deben ser modificados para adecuarlos al resultado de este 
trabajo de investigación y, en consecuencia, evitar que se afecte el derecho 
fundamental de propiedad. 
 
 
Anexo 1 
Artículo 184º.- SANCIÓN DE COMISO 
Detectada la infracción sancionada con comiso de acuerdo a las Tablas se procederá a 
levantar un Acta Probatoria. La elaboración del Acta Probatoria se iniciará en el lugar de la 
intervención o en el lugar en el cual quedarán depositados los bienes comisados o en el lugar 
que por razones climáticas, dé seguridad u otras, estime adecuado el funcionario de la 
SUNAT. 
La descripción de los bienes materia de comiso podrá constar en un anexo del Acta Probatoria 
que podrá ser elaborado en el local designado como depósito de los bienes comisados. En este 
caso, el Acta Probatoria se considerará levantada cuando se culmine la elaboración del 
mencionado anexo. 
Levantada el Acta Probatoria en la que conste la infracción sancionada con el comiso: 
a) Tratándose de bienes no perecederos, el infractor tendrá:  
Un plazo de diez (10) días hábiles para acreditar, ante la SUNAT, con el comprobante de 
pago que cumpla con los requisitos y características señaladas en la norma sobre la materia o, 
                                                 
130 Tomando como referencia lo ordenado por el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente 
N° 07279-2013-PA/TC. 
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con documento privado de fecha cierta, documento público u otro documento, que a juicio de 
la SUNAT, acredite fehacientemente su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes 
comisados. 
Luego de la acreditación antes mencionada y dentro del plazo de treinta (30) días hábiles, la 
SUNAT procederá a emitir la Resolución de Comiso correspondiente; en cuyo caso el 
infractor podrá recuperar los bienes, si en un plazo de quince (15) días hábiles de notificada la 
resolución de comiso, cumple con pagar, además de los gastos que originó la ejecución del 
comiso, una multa equivalente al quince por ciento (15%) del valor de los bienes señalado en 
la resolución correspondiente. La multa no podrá exceder de seis (6) UIT. 
Si dentro del plazo de quince (15) días hábiles, señalado en el presente inciso, no se paga la 
multa y los gastos vinculados al comiso, la SUNAT podrá rematar los bienes, destinarlos a 
entidades públicas o donarlos, aun cuando se hubiera interpuesto medio impugnatorio. 
La SUNAT declarará los bienes en abandono, si el infractor no acredita su derecho de 
propiedad o posesión dentro del plazo de diez (10) días hábiles de levantada el acta 
probatoria. 
b) Tratándose de bienes perecederos o que por su naturaleza no pudieran mantenerse en 
depósito, el infractor tendrá: 
Un plazo de dos (2) días hábiles para acreditar ante SUNAT, con el comprobante de pago que 
cumpla con los requisitos y características señaladas en la norma sobre la materia o, con 
documento privado de fecha cierta, documento público u otro documento que a juicio de la 
SUNAT acredite fehacientemente su derecho de propiedad o posesión sobre los bienes 
comisados. 
Luego de la acreditación antes mencionada y dentro del plazo de quince (15) días hábiles, la 
SUNAT procederá a emitir la resolución de comiso correspondiente; en cuyo caso el infractor 
podrá recuperar los bienes si en el plazo de dos (2) días hábiles de notificada la resolución de 
comiso, cumple con pagar además de los gastos que originó la ejecución del comiso, una 
multa equivalente al quince por ciento (15%) del valor de los bienes señalado en la resolución 
correspondiente. La multa no podrá exceder de seis (6) UIT. 
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Si dentro del plazo antes señalado no se paga la multa y los gastos vinculados al comiso, la 
SUNAT podrá rematarlos, destinarlos a entidades públicas o donarlos; aún cuando se hubiera 
interpuesto medio impugnatorio. 
La SUNAT declarará los bienes en abandono si el infractor no acredita su derecho de 
propiedad o posesión dentro del plazo de dos (2) días hábiles de levantada el acta probatoria. 
Mediante Resolución de Superintendencia de la SUNAT, se podrá establecer los criterios para 
determinar las características que deben tener los bienes para considerarse como perecederos 
o no perecederos. 
El propietario de los bienes comisados, que no es infractor, podrá acreditar ante la SUNAT en 
los plazos y condiciones mencionados en el tercer párrafo del presente artículo, la propiedad 
de los bienes. 
Tratándose del propietario que no es infractor la SUNAT procederá a emitir una resolución de 
devolución de bienes comisados en los mismos plazos establecidos en el tercer párrafo para la 
emisión de la Resolución de Comiso, pudiendo el propietario recuperar sus bienes si en un 
plazo de quince (15) días hábiles, tratándose de bienes no perecederos, o de dos (2) días 
hábiles, si son bienes perecederos o que por su naturaleza no pudieran mantenerse en 
depósito, cumple con pagar la multa para recuperar los mismos, así como los gastos que 
originó la ejecución del comiso. En este caso, la SUNAT no emitirá la Resolución de Comiso. 
Si dentro del plazo antes señalado no se paga la multa y los gastos vinculados al comiso, la 
SUNAT podrá rematarlos, destinarlos a entidades públicas o donarlos. 
La SUNAT declarará los bienes en abandono si el propietario que no es infractor no acredita 
su derecho de propiedad o posesión dentro del plazo de diez (10) o de dos (2) días hábiles de 
levantada el acta probatoria, a que se refiere el tercer párrafo del presente artículo. 
Excepcionalmente, cuando la naturaleza de los bienes lo amerite o se requiera depósitos 
especiales para la conservación y almacenamiento de éstos que la SUNAT no posea o no 
disponga en el lugar donde se realiza la intervención, ésta podrá aplicar una multa, salvo que 
pueda realizarse el remate o donación inmediata de los bienes materia de comiso. Dicho 
remate o donación se realizará de acuerdo al procedimiento que establezca la SUNAT, aun 
cuando se hubiera interpuesto medio impugnatorio. 
112 
 
La multa a que hace referencia el párrafo anterior será la prevista en la nota (7) para las 
Tablas I y II y en la nota (8) para la Tabla III, según corresponda. 
En los casos que proceda el cobro de gastos, los pagos se imputarán en primer lugar a éstos y 
luego a la multa correspondiente. 
Los bienes comisados que sean contrarios a la soberanía nacional, a la moral, a la salud 
pública, al medio ambiente, los no aptos para el uso o consumo, los adulterados, o cuya venta, 
circulación, uso o tenencia se encuentre prohibida de acuerdo a la normatividad nacional 
serán destruidos por la SUNAT. 
En ningún caso, se reintegrará el valor de los bienes antes mencionados. 
Si habiéndose procedido a rematar los bienes, no se realiza la venta en la tercera oportunidad, 
éstos deberán ser destinados a entidades públicas o donados. 
En todos los casos en que se proceda a realizar la donación de bienes comisados, los 
beneficiarios deberán ser las instituciones sin fines de lucro de tipo asistencial, educacional o 
religioso oficialmente reconocidas, quienes deberán destinar los bienes a sus fines propios, no 
pudiendo transferirlos hasta dentro de un plazo de dos (2) años. En este caso, los ingresos de 
la transferencia también deberán ser destinados a los fines propios de la entidad o institución 
beneficiada. 
Para efectos de los bienes declarados en abandono o aquéllos que deban rematarse, donarse o 
destinarse a entidades públicas, se deberá considerar lo siguiente: 
a) Se entienden adjudicados al Estado los bienes que se encuentren en dicha situación. A tal 
efecto, la SUNAT actúa en representación del Estado. 
b) El producto del remate será destinado conforme lo señalen las normas presupuestales 
correspondientes. 
También se entenderán adjudicados al Estado los bienes que a pesar de haber sido acreditada 
su propiedad o posesión y haberse cumplido con el pago de la multa y los gastos vinculados al 
comiso no son recogidos por el infractor o propietario que no es infractor, en un plazo de 
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treinta (30) días hábiles contados a partir del día siguiente  en que se cumplieron con todos los 
requisitos para su devolución. 
Cuando el infractor hubiera interpuesto medio impugnatorio contra la resolución de comiso o 
abandono y ésta fuera revocada o declarada nula, se le devolverá al infractor, según 
corresponda: 
a) Los bienes comisados, si éstos se encuentran en los depósitos de la SUNAT o en los que 
ésta haya designado. 
b) El valor señalado en la Resolución de Comiso o de Abandono actualizado con la TIM, 
desde el día siguiente de realizado el comiso hasta la fecha en que se ponga a disposición la 
devolución respectiva, de haberse realizado el  remate, donación o destino de los bienes 
comisados. 
En caso que los bienes hayan sido rematados, el Tesoro Público restituirá el monto transferido 
del producto del remate conforme a lo dispuesto en las normas presupuestarias vigentes y la 
SUNAT restituirá la diferencia entre el valor consignado en la resolución correspondiente y el 
producto del remate, así como la parte que se constituyó  como sus ingresos propios. Para los 
casos de donación o destino de los bienes, la SUNAT devolverá el valor  correspondiente con 
sus ingresos propios. 
c) El monto de la multa y/o los gastos que el infractor abonó para recuperar sus bienes, 
actualizado con la TIM, desde el día siguiente a la fecha de pago hasta la fecha en que se 
ponga a disposición la devolución respectiva. 
Tratándose de la impugnación de una resolución de abandono originada en la presentación de 
documentación del propietario que no es infractor, que luego fuera revocada o declarada nula, 
se devolverá al propietario, según  corresponda: 
a) Los bienes comisados, si éstos se encuentran en los depósitos de la SUNAT o en los que 
ésta haya designado. 
b) El valor consignado en Resolución de Abandono actualizado con la TIM, desde el día 
siguiente de realizado el comiso hasta la fecha en que se ponga a disposición la devolución 
respectiva, de haberse realizado el remate,  donación o destino de los bienes comisados. 
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En caso que los bienes hayan sido rematados, el Tesoro Público restituirá el monto transferido 
del producto del  remate conforme a lo dispuesto a las normas presupuestarias a dicha 
Institución y la SUNAT restituirá la diferencia  entre el valor consignado en la resolución 
correspondiente y el producto del remate, así como la parte que se constituyó como sus 
ingresos propios. Para los casos de donación o destino de los bienes, la SUNAT devolverá el  
valor correspondiente con sus ingresos propios. 
c) El monto de la multa y/o los gastos que el propietario que no es infractor abonó para 
recuperar sus bienes,  actualizado con la TIM, desde el día siguiente a la fecha de pago hasta 
la fecha en que se ponga a disposición la  devolución respectiva. 
Al aplicarse la sanción de comiso, la SUNAT podrá requerir el auxilio de la Fuerza Pública, el 
cual será concedido de inmediato sin trámite previo, bajo sanción de destitución. 
La SUNAT está facultada para trasladar a sus almacenes o a los establecimientos que ésta 
señale, los bienes comisados utilizando a tal efecto los vehículos en los cuales se transportan, 
para lo cual los infractores deberán  brindar las facilidades del caso. 
La SUNAT no es responsable por la pérdida o deterioro de los bienes comisados, cuando se 
produzca a consecuencia del desgaste natural, por caso fortuito, o fuerza mayor, 
entendiéndose dentro de este último, las acciones realizadas por el propio infractor. 
Adicionalmente a lo dispuesto en el tercer, quinto, sexto y sétimo párrafos del presente 
artículo, para efecto del 
retiro de los bienes comisados, en un plazo máximo de quince (15) días hábiles y de dos (2) 
días hábiles de notificada la resolución de comiso tratándose de bienes no perecederos o 
perecederos, el infractor o el propietario que no es infractor deberá: 
a) Acreditar su inscripción en los registros de la SUNAT tomando en cuenta la actividad que 
realiza, cuando se encuentre obligado a inscribirse. 
b) Señalar nuevo domicilio fiscal, en el caso que se encuentre en la condición de no habido; o 
solicitar su alta en el RUC cuando la SUNAT le hubiera comunicado su situación de baja en 
dicho Registro, de corresponder. 
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c) Declarar los establecimientos anexos que no hubieran sido informados para efecto de la 
inscripción en el RUC. 
d) Tratándose del comiso de máquinas registradoras, se deberá cumplir con acreditar que 
dichas máquinas se encuentren declaradas ante la SUNAT. 
Para efecto del remate que se efectúe sobre los bienes comisados la tasación se efectuará por 
un (1) perito perteneciente a la SUNAT o designado por ella.  
Excepcionalmente cuando, por causa imputable al sujeto intervenido, al infractor o a terceros, 
o cuando pueda afectarse el libre tránsito de personas distintas al sujeto intervenido o al 
infractor, no sea posible levantar el Acta Probatoria de acuerdo a lo señalado en el primer y 
segundo párrafo del presente artículo, en el lugar de la  intervención, la SUNAT levantará un 
Acta Probatoria en la que bastará realizar una descripción genérica de los bienes comisados y 
deberá precintar, lacrar u adoptar otra medida de seguridad respecto de los bienes comisados. 
Una vez ingresados los bienes a los almacenes de la SUNAT, se levantará un Acta de 
Inventario Físico, en la cual constará el detalle de los bienes comisados. Si el sujeto 
intervenido o el que alegue ser propietario o poseedor de los mismos, no se encuentre presente 
al momento de elaborar el Acta de Inventario Físico o si presentándose se retira  antes de la 
culminación del inventario o se niega a firmar el Acta de Inventario Físico, se dejará 
constancia de dichos hechos, bastando con la firma del Agente Fiscalizador de la SUNAT y 
del depositario de los bienes. 
Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, excepcionalmente, el plazo para acreditar 
la propiedad o para declarar el abandono de los bienes a que se refiere el presente artículo, en 
el caso del infractor y del propietario que no es infractor, se computará a partir de la fecha de 
levantada el Acta de Inventario Físico, en caso el sujeto intervenido, infractor o propietario 
estuviere presente en la elaboración de la referida acta y se le entregue una copia de la misma, 
o del día siguiente de publicada en la página web de la SUNAT el Acta de Inventario Físico, 
en caso no hubiera sido posible entregar copia de la misma al sujeto intervenido, infractor o 
propietario.  
La SUNAT establecerá el procedimiento para la realización del comiso, acreditación, remate, 
donación, destino o destrucción de los bienes en infracción, así como de los bienes 
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abandonados y demás normas necesarias para la  mejor aplicación de lo dispuesto en el 
presente artículo. 
(Artículo 184° sustituido por el artículo 50° del  Decreto Legislativo N° 981, publicado el 15 
de marzo de 2007, vigente a partir del 1 de abril de 2007) 
(Ver Primera Disposición Complementaria Transitoria del  Decreto Legislativo N° 981, 
publicado el 15 de marzo de 2007, vigente a partir del 1 de abril de 2007, mediante la cual se 
establece que Las disposiciones del presente Decreto Legislativo referidas a la compensación, 
facultades de fiscalización, notificaciones, nulidad de actos, procedimiento de cobranza 
coactiva, reclamaciones, solicitudes no contenciosas y comiso se aplicarán inmediatamente a 
los procedimientos que a la fecha de vigencia del presente Decreto Legislativo se encuentren 
en trámite, sin perjuicio de lo establecido en la siguiente disposición). 
REGLAMENTO DE LA SANCIÓN DE COMISO DE 
BIENES 
SUSTITUYEN EL REGLAMENTO DE LA SANCION DE 
COMISO DE BIENES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 184° 
DEL CÓDIGO TRIBUTARIO Y ESTABLECEN 
DISPOSICIONES APLICABLES A LOS BIENES 
INCAUTADOS A QUE SE REFIERE EL NUMERAL 7 DEL 
ARTÍCULO 62° DEL CÓDIGO TRIBUTARIO  
RESOLUCIÓN DE SUPERINTENDENCIA N° 157-
2004/SUNAT 
(Publicado el 27 de junio de 2004) 
Lima, 25 de junio de 2004 
CONSIDERANDO: 
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Que mediante el artículo 95° del Decreto Legislativo N° 953 se sustituyó el artículo 184° del 
Texto Único Ordenado (TUO) del Código Tributario aprobado por el Decreto Supremo N° 
135-99-EF y normas modificatorias;  
Que el citado artículo 184° del TUO del Código Tributario faculta a la SUNAT a establecer 
los criterios para determinar las características que deben tener los bienes para considerarse 
como perecederos o no perecederos, así como el procedimiento para la realización del comiso, 
acreditación, remate, donación, destino o destrucción de los bienes en infracción, y demás 
normas necesarias para la adecuada aplicación de la sanción de comiso;  
Que de otro lado, el quinto párrafo del numeral 7 del artículo 62° del Código Tributario 
establece que en el caso de los bienes incautados respecto de los cuales se hubiera producido 
el abandono señalado en el referido numeral serán de aplicación, en lo pertinente, las reglas 
referidas al abandono contenidas en el artículo 184° del citado Código;  
Que, en consecuencia, resulta necesario sustituir la Resolución de Superintendencia N° 003-
97/SUNAT que aprobó el Reglamento de la sanción de comiso de bienes;  
Que por otra parte, el inciso t) del artículo 19° del Reglamento de Organización y Funciones 
de la SUNAT aprobado por Decreto Supremo N° 115-2002-PCM, señala que el 
Superintendente Nacional de Administración Tributaria podrá delegar las atribuciones que se 
le confieren, salvo disposición legal en contrario; 
Que con la finalidad de otorgar mayor celeridad al procedimiento de remate, donación o 
destino de los bienes comisados, resulta conveniente delegar en los Intendentes Regionales o 
Jefes de Oficinas Zonales la facultad de designar a los responsables encargados del remate, 
destrucción, donación o destino de los bienes comisados así como delegar en los citados 
funcionarios la facultad de autorizar la donación o destino de bienes comisados;  
En uso de las facultades conferidas por el artículo 184° del TUO del Código Tributario, 
incisos q), t) y u) del artículo 19° y el inciso b) del artículo 21° del Reglamento de 
Organización y Funciones de la SUNAT aprobado por Decreto Supremo N° 115-2002-PCM; 
SE RESUELVE: 
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Artículo 1°.- Apruébese el Reglamento de la sanción de comiso de bienes prevista en el 
Código Tributario, el mismo que forma parte de la presente Resolución conformado por 
veinte y ocho (28) artículos, una (1) disposición final y un (1) anexo.  
Artículo 2°.- Delégase en los Intendentes Regionales y en los Jefes de las Oficinas Zonales de 
la SUNAT la facultad de designar a los Responsables titulares y alternos del remate, 
destrucción, donación o destino de los bienes comisados por la SUNAT.  
Artículo 3°.- Delégase en los Intendentes Regionales y en los Jefes de las Oficinas Zonales de 
la SUNAT la facultad de autorizar la donación o destino de bienes comisados, según sea el 
caso, a los sujetos registrados en la Relación de Beneficiarios que se apruebe mediante 
Resolución de Superintendencia. 
Artículo 4°.- La presente Resolución de Superintendencia entrará en vigencia al día siguiente 
de su publicación. 
Artículo 5°.- Derógase la Resolución de Superintendencia N° 003-97/SUNAT.  
Regístrese, comuníquese, y publíquese 
  ENRIQUE VEJARANO VELASQUEZ 
Superintendente Nacional Adjunto de 
           Tributos Internos (e) 
  
REGLAMENTO DE LA SANCION DE COMISO DE 
BIENES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 184° DEL 
CÓDIGO TRIBUTARIO 
TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1°.- DEFINICIONES 
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Para efecto de la presente Resolución, se entenderá por: 
a) Acta Probatoria: Al documento comprendido en el inciso b) del artículo 1° del 
Reglamento del Fedatario Fiscalizador mediante el cual se deja constancia de los 
hechos que éstos comprueban en el ejercicio de sus funciones. 
a. Al citado documento se le aplicará lo dispuesto en el referido Reglamento y en 
la presente resolución. 
b. El Acta Probatoria podrá contar con Anexos, los cuales formarán parte 
integrante del citado documento.  
 
b) Acta Probatoria levantada: Al Acta Probatoria suscrita por el Fedatario Fiscalizador 
con indicación de la fecha y hora de culminación de la misma. De contar con Anexos 
se considerará levantada el Acta Probatoria cuando se finalice con la elaboración de 
los citados Anexos. 
c) Bienes perecederos: A los que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones: 
(i) Bienes susceptibles de deterioro, descomposición o pérdida dentro de un 
período no mayor a cuarenta y cinco (45) días calendarios computados a 
partir de la fecha en que se culmina el Acta Probatoria. 
(ii) Bienes cuya fecha de vencimiento o expiración se encuentre dentro de los 
cuarenta y cinco (45) días calendarios siguientes a la fecha en que se 
culmina el Acta Probatoria. La SUNAT podrá solicitar opinión de peritos, 
profesionales, personas o entidades competentes a efectos de calificar 
como perecederos los bienes materia del comiso, salvo que en los bienes 
conste la fecha de vencimiento o expiración. La citada opinión podrá 
utilizarse para calificar otros bienes con características similares. 
d) Bienes no perecederos: A los bienes no comprendidos en el inciso c) del presente 
artículo. 
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e) Código Tributario: Al Texto Único Ordenado del Código Tributario aprobado por 
Decreto Supremo N° 135-99-EF y normas modificatorias. 
f) Infractor: Al deudor tributario que comete la infracción.  
g) Reglamento del Fedatario Fiscalizador: Al Decreto Supremo N° 086-2003-EF y norma 
modificatoria.  
h) RUC: Al Registro Único de Contribuyentes.  
i) Responsable: Al servidor público designado por la SUNAT para ejecutar el remate, 
destrucción, donación o destino de los bienes comisados.  
j) TIM: A la Tasa de Interés Moratorio. 
Cuando se mencione un título, sección o artículo sin indicar la norma legal correspondiente, 
se entenderán referidos al presente Reglamento y; cuando se señalen literales o numerales sin 
precisar el artículo al que pertenecen se entenderá que corresponden al artículo en el que se 
mencionan.  
Artículo 2°.- ÁMBITO DE APLICACIÓN 
El presente Reglamento se aplica a los sujetos que incurran en las infracciones sancionadas 
con comiso, según lo previsto en las Tablas I, II y III del Código Tributario y detalladas en el 
Anexo I de la presente resolución.  
Lo dispuesto en el presente Reglamento sobre la tasación, remate, donación o destino de los 
bienes comisados será aplicable, en lo que fuera pertinente, a los bienes incautados que 
hubieran sido abandonados según lo dispuesto en el quinto párrafo del numeral 7 del artículo 
62° del Código Tributario.  
Artículo 3°.- DE LA SANCIÓN DE COMISO 
El comiso es la sanción no pecuniaria regulada por el artículo 184° del Código Tributario, 
mediante la cual se afecta, el derecho de posesión o propiedad del infractor, según sea el caso, 
sobre los bienes vinculados a la comisión de las infracciones sancionadas con comiso según lo 
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previsto en las Tablas I, II y III del Código Tributario y detalladas en el Anexo I de la 
presente resolución.  
La afectación del derecho de posesión o propiedad a que se refiere el párrafo anterior se 
produce desde el momento en que el Fedatario Fiscalizador detecta la comisión de la 
infracción respectiva, considerándose que desde dicho momento el bien se encuentra 
comisado. 
Son adjudicados al Estado, los bienes declarados en abandono, así como aquellos que deban 
ser rematados, donados a instituciones sin fines de lucro de tipo asistencial, educacional o 
religioso oficialmente reconocidas o destinados a entidades públicas, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 184° del Código Tributario. A tal efecto, la SUNAT actúa en 
representación del Estado.  
El infractor podrá evitar la pérdida de los bienes comisados, siempre que cumpla con lo 
establecido en los artículos 10°, 13° y 14°, de ser el caso. 
TÍTULO II 
DEL PROCEDIMIENTO DE COMISO DE BIENES  
Artículo 4°.- DE LA INTERVENCIÓN  
4.1. La intervención para la comprobación del cumplimiento de las obligaciones tributarias 
cuya infracción es sancionada con el comiso de bienes es realizada por el Fedatario 
Fiscalizador de acuerdo a lo dispuesto en el Reglamento del Fedatario Fiscalizador y en la 
presente resolución. 
4.2. Una vez detectada la infracción, el Fedatario Fiscalizador procederá a elaborar el Acta 
Probatoria detallando, como mínimo, lo siguiente: 
a. La identificación del sujeto intervenido, y en su caso, del infractor. 
b. El lugar, la fecha y hora en que se inicia la intervención. 
c. La infracción cometida y la sanción correspondiente, con indicación de la base legal 
respectiva. 
d. Identificación o descripción de los bienes materia de comiso, con indicación de su 
cantidad y del estado visual de conservación (bueno, regular o malo). Estos datos deberán 
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constar en un Anexo del Acta Probatoria, el cual podrá ser elaborado en el local designado 
como depósito de los bienes materia de comiso. 
e. La dirección del depósito designado por la SUNAT para el almacenamiento de los bienes 
comisados.  
f. El lugar, fecha y hora en que se culmina el Acta Probatoria. 
g. La firma del sujeto intervenido o del infractor. En su defecto, el Fedatario Fiscalizador 
dejará constancia de la negativa a firmar por parte del sujeto intervenido o del infractor. 
h. De ser el caso, la negativa del sujeto intervenido o del infractor a recibir copia del Acta 
Probatoria.  
i. El número de registro que identifique al Fedatario Fiscalizador que realiza la intervención 
y que conste en la credencial así como su firma. 
4.3. La elaboración del Acta Probatoria se iniciará en el lugar de la intervención o en el lugar 
en el cual quedarán depositados los bienes comisados o en el lugar que por razones climáticas, 
de seguridad u otras, estime adecuado el Fedatario Fiscalizador  
4.4. El Acta Probatoria podrá ser culminada en un día diferente al de la fecha de inicio de la 
intervención, en razón de la lejanía del lugar de la intervención o del lugar en donde serán 
depositados los bienes comisados, de la hora del inicio de la intervención o de otro hecho que 
lo justifique dejándose constancia de esta última circunstancia en el Acta Probatoria.  
4.5. El Acta Probatoria podrá presentar observaciones, añadiduras, aclaraciones o 
inscripciones de cualquier tipo, sin que pierda el carácter de documento público ni se invalide 
su contenido.  
4.6. Tratándose del comiso de máquinas registradoras o de máquinas automáticas para la 
transferencia de bienes o servicios, el sujeto intervenido o el infractor, según sea el caso, 
deberá brindar las facilidades para la aplicación del comiso y proceder a retirar de las 
máquinas los bienes contenidos en éstas. En caso que no se facilite la aplicación del comiso, 
el Fedatario Fiscalizador dejará constancia en el Acta Probatoria de la situación presentada, 
procediendo a precintar las máquinas y al comiso de éstas, siendo el infractor el responsable 
del dinero, valores, documentos o bienes que se encuentren en el interior de dichas máquinas.  
4.7. Una vez culminada la elaboración del Acta Probatoria, se entregará, en forma inmediata, 
una copia al sujeto intervenido o, en su defecto, al infractor. De haber negativa a la recepción, 
se dejará constancia de tal hecho en el Acta Probatoria. 
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Artículo 5°.- DE LA MULTA QUE SUSTITUYE A LA SANCION DE COMISO  
De conformidad con lo señalado en el artículo 184° del Código Tributario, de manera 
excepcional, la SUNAT podrá sustituir el comiso por una multa, salvo que pueda realizarse el 
remate o la donación inmediata de los bienes materia de comiso, cuando: 
a. La naturaleza de los bienes lo amerite, como en el caso de los animales vivos, o 
b. Se requiera depósitos especiales para su conservación o almacenamiento que la SUNAT 
no posea o no disponga en el lugar donde se realiza la intervención.  
El Fedatario Fiscalizador dejará constancia en el Acta Probatoria del literal aplicable para 
sustituir la sanción de comiso por la de multa. A efectos de determinar la multa se deberá 
considerar lo dispuesto en la nota siete (7) de las Tablas I y II y en la nota ocho (8) de la Tabla 
III del Código Tributario.  
El sujeto intervenido o el infractor, según sea el caso, deberá proporcionar a la SUNAT los 
documentos que permitan la determinación de la sanción de multa en el momento de la 
intervención o, en su defecto, dentro del plazo de diez (10) días hábiles tratándose de bienes 
no perecederos o de dos (2) días hábiles tratándose de bienes perecederos. El mencionado 
plazo se computará desde el día siguiente a la fecha en que se levantó el Acta Probatoria. 
El remate inmediato a que se refiere el primer párrafo del presente artículo se realizará 
siguiendo el procedimiento señalado en el artículo 21°.  
Artículo 6°.- DEL TRASLADO Y DEPÓSITO DE LOS BIENES  
Los bienes materia de la sanción de comiso serán trasladados y depositados en el local que 
designe la SUNAT. 
Para tal efecto, la SUNAT podrá emplear los vehículos en los que se trasladaban los bienes al 
momento de la intervención, para lo cual se deberá brindar las facilidades del caso. De haber 
oposición para el traslado, el Fedatario Fiscalizador podrá solicitar el apoyo de la Policía 
Nacional del Perú, debiendo ésta concederlo de inmediato conforme a lo señalado en el 
artículo 184° del Código Tributario y en el artículo 13° del Reglamento del Fedatario 
Fiscalizador.  
124 
 
De no prestarse las facilidades para trasladar los bienes al depósito designado para su 
almacenamiento, la SUNAT podrá proceder, según corresponda, al trasbordo de los bienes, a 
contratar chóferes para conducir los vehículos que contengan los bienes; a remolcar el 
vehículo o a inmovilizarlo haciendo uso de cepos, seguros manuales o electrónicos, precintos, 
cintas, señales u otros medios adecuados.  
De conformidad con lo establecido en el artículo 96° del Código Tributario, los miembros del 
Poder Judicial y del Ministerio Público, los funcionarios y servidores públicos, se encuentran 
obligados a apoyar las acciones de la Administración Tributaria. 
Artículo 7°.- IMPOSIBILIDAD DE DISPONER O DAR EN GARANTÍA LOS BIENES  
El deudor tributario no podrá transferir ni otorgar en garantía los bienes materia del comiso.  
Artículo 8°.- PÉRDIDA O DETERIORO DE LOS BIENES  
La SUNAT no es responsable por la pérdida o deterioro de los bienes comisados, cuando se 
produzca como consecuencia del desgaste natural, por caso fortuito o de fuerza mayor, 
entendiéndose dentro de éste último supuesto, las acciones realizadas por el propio infractor.  
Las situaciones antes mencionadas se acreditarán con la constancia policial o el documento 
emitido por la autoridad competente, salvo cuando la pérdida o deterioro se hubiera producido 
por desgaste natural del bien. 
Artículo 9°.- DESTRUCCIÓN DE LOS BIENES  
9.1 La SUNAT procederá a destruir los bienes comisados cuando éstos se encuentran en los 
siguientes supuestos: 
a. Se trate de bienes nocivos para la salud pública, no aptos para el consumo humano 
o animal o se trate de bienes adulterados.  
b. Se trate de bienes contrarios a la moral, la soberanía nacional o que atenten contra 
el medio ambiente.  
c. Se trate de bienes cuya venta, circulación o tenencia se encuentre prohibida por 
dispositivos legales. 
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La SUNAT podrá solicitar la certificación de una persona o entidad competente en la materia 
para calificar si los bienes se encuentran comprendidos en los literales anteriores. No obstante, 
en el supuesto previsto en el literal a), no se requerirá la mencionada certificación si en los 
bienes consta la fecha de vencimiento o es evidente que no son aptos para el consumo 
humano o animal.  
9.2 Cuando por las circunstancias en las cuales se realiza la intervención o las características 
de los bienes materia del comiso, sea necesario ponerlos a disposición de otras autoridades, la 
SUNAT procederá a comunicar tal hecho. La SUNAT podrá solicitar la intervención del 
Ministerio Público cuando lo considere necesario.  
Si después que son depositados los bienes comisados, la SUNAT toma conocimiento que 
éstos se encuentran relacionados con la presunta comisión de delito o existen indicios que, en 
sí mismos, constituyen elementos relacionados con la probable comisión de infracciones o 
delitos, según sea el caso, procederá a comunicar este hecho a las autoridades competentes.  
A partir de la comunicación y según lo establecido por las normas de la materia, los bienes se 
encontrarán a disposición de las autoridades competentes, salvo que los mismos guarden 
relación con indicios de la comisión de delito tributario o aduanero. 
9.3 El acto de destrucción de los bienes materia del comiso se realizará en presencia del 
Responsable a que se refiere el artículo 17° y de Notario o, en su defecto, de un Juez de Paz, 
quienes dejarán constancia de lo actuado en el Acta de Destrucción. 
9.4 En ningún caso, la SUNAT reintegrará el valor de los bienes. 
  
TÍTULO III 
RECUPERACIÓN DE LOS BIENES COMISADOS 
Artículo 10°.- ACREDITACIÓN DE LA PROPIEDAD O POSESIÓN 
10.1. De acuerdo a lo señalado en los incisos a) y b) del primer párrafo del artículo 184° del 
Código Tributario, el infractor deberá acreditar fehacientemente la propiedad o posesión de 
los bienes comisados dentro de los siguientes plazos:  
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&# 
a. Tratándose de bienes no perecederos, en el plazo máximo de diez (10) días hábiles 
computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el Acta Probatoria. 
  
b. Tratándose de bienes perecederos en el plazo máximo de dos (2) días hábiles 
computados a partir del día siguiente de la fecha en que se levantó el Acta Probatoria. 
10.2. La acreditación de la propiedad o posesión de los bienes comisados se efectuará ante la 
dependencia de la SUNAT correspondiente al lugar en que se realizó la intervención, de 
acuerdo a lo siguiente. 
a. El infractor deberá presentar un escrito que contenga lo siguiente:  
1. Nombre, denominación o razón social del infractor y, de corresponder, el 
nombre de su representante legal.  
2. Número de RUC o en su defecto, el número de documento de identidad que 
corresponda. 
3. Domicilio fiscal o domicilio procesal, de ser el caso. Tratándose del 
domicilio procesal, éste deberá encontrarse ubicado en el radio urbano que 
corresponda a la dependencia de SUNAT en que se realizó la intervención. 
4. El número del Acta Probatoria vinculada a la sanción de comiso.  
5. La explicación de las circunstancias en que adquirió la propiedad o posesión 
de los bienes, adjuntando para tal efecto la documentación señalada en el 
literal b), según sea el caso.  
6. La firma del infractor y/o del representante legal o, en caso de no saber 
firmar, la impresión de su huella dactilar.  
b. El infractor deberá exhibir el original del comprobante de pago y adjuntar una 
copia al escrito. Dicho documento deberá cumplir con los requisitos y 
características señalados en el Reglamento de Comprobantes de Pago.  
En los casos en los cuales para adquirir la propiedad o posesión de los bienes comisados no 
hubiera existido obligación de emitir un comprobante de pago, la acreditación se realizará con 
documento privado de fecha cierta, con documento público u otro documento que a juicio de 
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la SUNAT demuestre fehacientemente que el infractor es el propietario o poseedor de los 
bienes antes de haberse producido el comiso. Tratándose de bienes comisados determinables e 
identificables, los documentos antes mencionados acreditarán fehacientemente la propiedad o 
la posesión cuando en éstos los mencionados bienes se encuentren plenamente determinados o 
identificados, sin perjuicio de las acciones que realice la SUNAT en base a lo dispuesto en el 
numeral 10.6.  
Lo señalado en el párrafo anterior comprende a la Declaración Simplificada o a la 
Declaración Única de Aduanas, en los casos que corresponda. Tratándose de la acreditación 
de la propiedad o posesión de bienes de origen extranjero no nacionalizados, se aceptarán los 
documentos correspondientes según las normas aduaneras. 
Tratándose de bienes producidos por el infractor, éste deberá exhibir los originales de los 
documentos que acrediten su derecho de propiedad o posesión con anterioridad a la fecha de 
la intervención y adjuntar una copia de los mismos al escrito al que se refiere el literal a) 
mediante el cual pretende acreditar la propiedad o posesión de los bienes comisados. 
10.3. Adicionalmente, cuando el infractor sea una persona jurídica, y el nombre de su 
representante legal consignado en el escrito a que se refiere el numeral 10.2 no coincida con la 
información registrada en el RUC, deberá acreditarse la representación mediante poder por 
documento público o privado con firma legalizada notarialmente o por fedatario designado 
por la Administración, sin perjuicio de la actualización de la información que deba realizarse 
de acuerdo a las normas que regulan el RUC.  
10.4. Asimismo, en el caso que el escrito sea presentado por un tercero, éste deberá adjuntar 
el documento público o privado con firma legalizada notarialmente o por fedatario designado 
por la SUNAT mediante el cual, el infractor le autoriza a realizar dicho acto.  
10.5. Tratándose de bienes sujetos al Sistema de Pago de Obligaciones Tributarias con el 
Gobierno Central, se adjuntará la copia de la constancia de depósito del Banco de la Nación 
correspondiente a la SUNAT mediante la cual se acredita el depósito efectuado y de ser el 
caso, una copia de las boletas de pago de la multa que hubiera correspondido.  
10.6. La SUNAT podrá realizar inspecciones, verificaciones y cruces de información a fin de 
comprobar la veracidad de la documentación presentada, el contenido de ésta o la realidad de 
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la operación. Para tal efecto, el infractor deberá proporcionar a la SUNAT la documentación 
que solicite en el plazo que ésta indique.  
Artículo 11°.- DE LA RESOLUCIÓN DE COMISO 
11.1. Tratándose de bienes no perecederos la SUNAT emitirá la resolución de comiso dentro 
de los treinta (30) días hábiles de acreditada la propiedad o posesión de los bienes comisados. 
En el caso de bienes perecederos la SUNAT emitirá la resolución de comiso dentro de los 
quince (15) días hábiles de acreditada la propiedad o posesión de los bienes comisados.  
Los plazos establecidos en los párrafos precedentes se computarán a partir del día siguiente a 
la fecha en que el infractor presentó la documentación a que se refiere el artículo 10°.  
11.2. La resolución de comiso será emitida por la dependencia de la SUNAT que realizó la 
intervención. 
11.3. La citada resolución, como mínimo, expresará: 
a. Fecha y lugar de emisión. 
b. Intendencia u Oficina Zonal de la SUNAT que emite la resolución. 
c. Número de Acta Probatoria. 
d. Número de RUC del infractor o del documento de identidad que corresponda.  
e. Nombre, denominación o razón social del infractor y, de corresponder, el nombre 
de su representante legal.  
f. La infracción cometida y la fecha en que se cometió. 
g. El valor de los bienes, salvo en el caso de remate inmediato o donación inmediata o 
aquellos casos en los cuales la emisión de la Resolución de Comiso se realice con 
posterioridad al remate o donación o destino de los bienes, en los cuales se 
consignará el producto del remate o el valor que figura en la Resolución de 
donación o destino. 
h. Los fundamentos y disposiciones que amparen el comiso. Identificación o 
descripción y cantidad de los bienes comisados, la calificación de perecedero o no 
perecedero, el estado visual de conservación. 
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i. El monto de la multa que deberá pagar el infractor para recuperar los bienes 
comisados, salvo que se hubiera efectuado el remate inmediato o la donación 
inmediata o aquellos casos en los cuales la emisión de la Resolución de Comiso se 
realice con posterioridad al remate o donación de los bienes. 
j. Los gastos, originados por el comiso, especificándose el porcentaje diario por 
concepto de almacenaje. 
11.4. Cuando la SUNAT hubiera realizado el remate inmediato de los bienes comisados se 
emitirá la resolución de comiso cuando el infractor hubiera cumplido con efectuar la 
acreditación de su derecho de propiedad o de posesión en los plazos señalados en el numeral 
10.1 del artículo 10° y se añadirá en la citada resolución, la fecha y el producto del remate. Se 
devolverá al infractor el producto del remate en el caso a que se refiere el artículo 16°. 
11.5. De haberse efectuado la donación inmediata de los bienes comisados, se emitirá la 
resolución de comiso cuando el infractor hubiera cumplido con efectuar la acreditación de su 
derecho de propiedad o de posesión en los plazos señalados en el numeral 10.1 del artículo 
10° y se adicionará en la citada resolución el número de resolución que autorizó la donación y 
el número del acta de entrega de los bienes donados a los beneficiarios. Se devolverá al 
infractor el valor que figura en la Resolución de donación en el caso a que se refiere el 
artículo 16°.  
Artículo 12°.- DEL VALOR DE LOS BIENES COMISADOS  
El valor de los bienes comisados podrá ser determinado por un profesional de la SUNAT o 
por peritos externos designados por ésta. 
El valor de los bienes será consignado en la Resolución de comiso o abandono, según 
corresponda. Dicho valor se utilizará para determinar el monto de la multa que deberá pagar 
el infractor a efectos de recuperar el bien comisado, cuando corresponda.  
Asimismo, el mencionado valor podrá ser utilizado como información para determinar el 
valor de otros bienes comisados siempre que entre ellos exista similitud. 
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Artículo 13°.- DE LA MULTA PARA RECUPERAR LOS BIENES COMISADOS Y DE 
LOS GASTOS ORIGINADOS POR EL COMISO 
13.1. Tratándose de bienes no perecederos el infractor deberá pagar, dentro de los quince (15) 
días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación de la resolución de 
comiso, una multa equivalente al quince por ciento (15%) del valor de los bienes consignados 
en dicha resolución.  
En caso que los bienes sean perecederos el infractor deberá pagar, dentro de los dos (2) días 
hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación de la resolución de 
comiso, una multa equivalente al quince por ciento (15%) del valor de los bienes consignado 
en dicha resolución. 
13.2. Además, el infractor deberá cancelar los gastos originados por el comiso desde la fecha 
de intervención hasta la fecha del retiro de los bienes, por conceptos tales como estiba, 
desestiba, alquiler de montacargas o grúas, trasbordo, almacenamiento, peritajes, entre otros.  
Los gastos serán cancelados en el plazo señalado en el numeral 13.1. 
13.3. En los casos en los cuales proceda el cobro de gastos, los pagos que realice el infractor 
se imputarán en primer lugar a éstos y luego a la multa correspondiente. 
13.4. La multa y los gastos deberán ser cancelados aún cuando el infractor hubiera interpuesto 
medio impugnatorio. 
13.5. De conformidad con lo señalado en el artículo 184° del Código Tributario, si el infractor 
no paga la multa y los gastos, según corresponda, en el plazo señalado en el numeral 13.1 la 
SUNAT, aún cuando se hubiera interpuesto medio impugnatorio, procederá a: 
a. Rematar los bienes comisados, tratándose de bienes no perecederos. 
b. Rematar, destinar o donar los bienes comisados, tratándose de bienes perecederos. 
Artículo 14°.- DEL RETIRO DE LOS BIENES COMISADOS  
14.1. El infractor procederá a retirar los bienes comisados de los depósitos designados por la 
SUNAT siempre que: 
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a. Pague la multa y los gastos a que se refiere el artículo anterior. Para tal efecto 
exhibirá el original de la boleta de pago correspondiente y presentará una copia de 
la misma.  
b. Acredite su inscripción en los registros de la SUNAT teniendo en cuenta la 
actividad que realiza.  
c.  Señale nuevo domicilio fiscal, en el caso que se encuentre en la condición de no 
habido o solicite su alta en el RUC cuando la SUNAT le hubiera comunicado su 
situación de baja en dicho Registro.  
d.  Declare los establecimientos anexos que no hubieran sido informados para efecto 
de la inscripción en el RUC. 
e.  Acredite que sus máquinas registradoras se encuentran declaradas ante la SUNAT. 
14.2. Una vez que el infractor, según sea el caso, hubiera cumplido con los requisitos 
indicados en el presente artículo, la SUNAT emitirá la orden de retiro de bienes, señalando la 
persona autorizada y la fecha hasta la cual se podrá realizar el retiro. Cuando el infractor no 
retire los bienes dentro de la fecha indicada, deberá acreditar el pago de los gastos adicionales 
por los días de la demora.  
14.3. Si el infractor no paga los gastos por los días correspondientes a la demora para el retiro 
de los bienes comisados, la SUNAT a partir de la fecha en que el infractor debió retirar los 
citados bienes, procederá al remate, donación o destino de los bienes según lo dispuesto en el 
numeral 13.5 del artículo13°. 
Si los bienes no recogidos por el infractor hubieran vencido o no estuvieran aptos para 
consumo humano o animal, la SUNAT procederá a su destrucción, según lo dispuesto en el 
numeral 9.3 del artículo 9°.  
14.4. El retiro de los bienes podrá ser efectuado por el infractor o su representante legal, 
quienes deberán identificarse exhibiendo el documento de identidad que corresponda. El 
retiro de los bienes podrá ser efectuado por un tercero siempre que acredite su representación 
mediante poder por documento público o privado con firma legalizada por Notario o 
Fedatario designado por la SUNAT, donde el infractor le autorice a realizar dicho acto.  
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Artículo 15°.- DE LA DECLARACIÓN DE ABANDONO 
15.1. La SUNAT declarará el abandono de los bienes comisados mediante la emisión de la 
resolución de abandono, cuando el infractor no hubiera acreditado su derecho de propiedad o 
posesión de los bienes comisados dentro de los plazos señalados en el numeral 10.1 del 
artículo 10°. 
Se encuentran comprendidos en el párrafo anterior aquellos casos en que la documentación 
presentada no acredita fehacientemente el derecho de propiedad o posesión de los bienes 
comisados.  
Asimismo, se considerará que no se ha cumplido con acreditar la propiedad o posesión de los 
bienes, cuando como resultado de la comprobación a que se refiere el numeral 10.6 del 
artículo 10°, la SUNAT cuente con elementos que demuestren que los bienes no son de 
propiedad de quien solicita la devolución o que la posesión no corresponde al solicitante o que 
la operación no es real.  
15.2. La SUNAT decidirá el destino final de los bienes declarados en abandono procediendo a 
rematarlos, destinarlos o donarlos.  
15.3. El abandono se declarará, según corresponda, mediante Resolución de Intendencia o de 
Oficina Zonal, que contendrán, como mínimo, lo siguiente: 
a. Fecha y lugar de emisión. 
b. Intendencia u Oficina Zonal de la SUNAT que emite la resolución. 
c. Número de Acta Probatoria. 
d. Número de RUC del sujeto intervenido o documento de identidad que corresponda.  
e. Nombre, denominación o razón social del sujeto intervenido o del infractor, según 
sea el caso y, de corresponder, el nombre de su representante legal.  
f. La infracción cometida y la fecha de comisión. 
g. Los fundamentos y disposiciones que amparan el comiso. 
h. Identificación o descripción y cantidad de los bienes comisados, la calificación de 
perecedero o no perecedero, el estado visual de conservación. 
i. El fundamento para declarar el abandono de los bienes comisados. 
j. El valor de los bienes, salvo en el caso del remate inmediato o donación inmediata.  
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k. De ser el caso, se indicará si los bienes han sido destruidos y la razón del mismo. 
15.4. La Resolución de Intendencia o de Oficina Zonal que declara el abandono será 
notificada de acuerdo a lo señalado en el segundo párrafo del inciso e) del artículo 104° del 
Código Tributario en el supuesto a que se refiere el primer párrafo del numeral 15.1.  
Tratándose del segundo y tercer párrafo del numeral 15.1, la citada Resolución, además, será 
notificada de acuerdo a lo señalado en el artículo 104° del Código Tributario al sujeto que 
pretendió acreditar la propiedad o posesión de los bienes en el domicilio señalado en la 
documentación presentada a la Administración Tributaria.  
La SUNAT podrá difundir la relación de los bienes declarados en abandono mediante la 
página web señalando el número del Acta Probatoria respectiva.  
15.5 Cuando la SUNAT hubiera realizado el remate inmediato de los bienes comisados y se 
deba emitir la resolución de abandono, se añadirá en la citada resolución, la fecha y el 
producto del remate. Se devolverá al infractor el producto del remate en el caso a que se 
refiere el artículo 16°. 
15.6 De haberse efectuado la donación inmediata de los bienes comisados, se emitirá la 
resolución de abandono y se adicionará en la citada resolución el número de resolución que 
autorizó la donación y el número del acta de entrega de los bienes donados a los beneficiarios. 
Se devolverá al infractor el valor que figura en la Resolución de donación en el caso a que se 
refiere el artículo 16°.  
Artículo 16°.- DEL MEDIO IMPUGNATORIO  
16.1. El infractor podrá reclamar la resolución de comiso de los bienes o de ser el caso, la 
resolución de multa a que se refiere el artículo 5°. El escrito de reclamación será presentado 
ante la dependencia de la SUNAT que detectó la infracción en el plazo de cinco (5) días 
hábiles computados a partir del día hábil siguiente a la fecha en que se notificó la resolución. 
Dicho escrito deberá cumplir los demás requisitos y condiciones previstos en el artículo 137° 
del Código Tributario. 
16.2. Sí como resultado de la reclamación la resolución de comiso fuera revocada, se 
devolverá al deudor tributario: 
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a. Los bienes comisados en el caso que se encuentren en los depósitos designados por 
la SUNAT. 
b. El producto del remate o el valor consignado en la Resolución de Donación o 
destino que figure en la Resolución de comiso de acuerdo a lo señalado en el literal 
g) del numeral 11.3 del artículo 11°, según sea el caso, actualizado de acuerdo con 
la TIM desde el día siguiente de la fecha en que se realizó el comiso hasta la fecha 
en que se pone a disposición la devolución. 
c. cIgualmente, de haberse producido el remate, donación o destino con posterioridad 
a la impugnación de la Resolución de Comiso, se procederá a devolver el producto 
del remate o el consignado en la Resolución de Donación o Destino.  
d. El monto de la multa y/o los gastos que el infractor abonó para recuperar sus 
bienes, actualizado con la TIM desde el día siguiente a la fecha de pago hasta la 
fecha en que se pone a disposición la devolución respectiva.  
16.3. De conformidad con lo señalado en el artículo 185° del Código Tributario, cuando el 
recurso de apelación interpuesto contra la resolución de comiso sea desestimado la sanción se 
incrementará con una multa equivalente a quince por ciento (15%) del precio del bien. Para 
este efecto el precio del bien será el valor fijado en la Resolución de Comiso. 
16.4. La resolución de abandono de bienes podrá ser impugnada conforme a lo establecido en 
la Ley del Procedimiento Administrativo General. 
Si la impugnación de la resolución de abandono se declara fundada, la Administración 
Tributaria procederá a emitir la resolución de comiso respectiva. Si como producto de una 
reclamación, la resolución de comiso fuera revocada, recién se procederá de acuerdo a lo 
señalado en el numeral 16.2. 
TÍTULO IV 
DEL PROCEDIMIENTO DE REMATE  
Artículo 17°.- RESPONSABLE  
La SUNAT designará al Responsable del remate, destrucción, donación o destino de los 
bienes comisados.  
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El Responsable realizará todos aquellos actos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones. 
Sin perjuicio de lo señalado en los párrafos precedentes, el remate podrá ser realizado por un 
Martillero Público, quien deberá coordinar con el Responsable todos los aspectos necesarios 
para la ejecución del remate.  
Cuando se efectúe el remate de bienes por medio de la bolsa de productos, el Responsable 
realizará las gestiones necesarias para tal efecto. 
 
Artículo 18°.- REGLAS GENERALES DEL REMATE  
18.1. Encargado del Remate: 
a. El remate de los bienes será realizado por: 
El Martillero Público o el Responsable designado por la SUNAT.  
b. El Corredor de Productos, cuando los citados bienes sean negociables en la Bolsa 
de Productos y la SUNAT opte por rematar los bienes en la citada bolsa. Para tal 
efecto, se seguirá el procedimiento establecido por las normas que regulan las 
ventas en la Bolsa de Productos. 
La persona encargada del acto de remate debe velar por la celeridad, legalidad y 
transparencia de dicho acto. 
18.2. Aviso de Convocatoria: 
Cuando el remate sea realizado por Martillero Público o por el Responsable de la SUNAT, el 
aviso de convocatoria a remate se publicará en el diario encargado de la publicación de los 
avisos judiciales del lugar del remate o, en uno de los diarios de mayor circulación en dicho 
lugar o a nivel nacional.  
De no existir diarios en el lugar del remate, podrán emplearse otros medios de comunicación 
masiva que existan en dicho lugar y aseguren la difusión de la convocatoria. 
La SUNAT podrá efectuar avisos de convocatoria en forma colectiva, disponer la difusión del 
remate mediante carteles en el local del remate y en los medios de comunicación que 
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considere pertinentes y señalar en un mismo aviso de convocatoria diversas fechas de 
remates.  
La publicidad puede omitirse cuando se rematen bienes cotizables en la bolsa de valores o de 
productos.  
En el caso de remate inmediato el aviso se efectuará mediante el uso de cualquier medio que 
razonablemente garantice la difusión del remate. 
18.3. Estado y exhibición de los bienes:  
El estado de los bienes será conocido durante la exhibición, adjudicándose los mismos en el 
estado que se encuentren y sin lugar a reclamo luego de realizado el remate. Por razones de 
seguridad u otras que igualmente lo justifiquen, se podrá exhibir sólo una muestra de los 
bienes.  
La exhibición será realizada en días hábiles, pudiéndose señalar días inhábiles cuando la 
SUNAT lo considere necesario, o tratándose del remate inmediato.  
La exhibición se efectuará: 
a. Tres (3) días antes de la fecha de remate, tratándose de bienes no perecederos. 
b. Un (1) día antes de la fecha de remate, tratándose de bienes perecederos. 
c. Treinta (30) minutos antes del acto de remate, tratándose del remate inmediato.  
18.4. Lugar del Remate: 
El remate se efectuará en el lugar donde se encuentren depositados los bienes, o en el lugar 
que se señale en el aviso de remate.  
18.5. Impedimentos para ser postor: 
No pueden ser postores en el remate, por sí mismos o a través de terceros: 
a. El infractor. 
b. Los trabajadores de la SUNAT, sus cónyuges y familiares hasta en segundo grado 
de afinidad y cuarto de consanguinidad. 
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c. Los peritos, el Martillero Público y todos aquellos que hubieran intervenido 
directamente en el procedimiento de aplicación de la sanción de comiso y remate 
de los bienes comisados, así como los que pretendieron acreditar la propiedad o 
posesión del bien declarado en abandono materia de remate.  
d. Aquellos que hubieran sido declarados adjudicatarios del bien y no hayan cumplido 
con pagar el saldo del precio en el plazo señalado en el numeral 19.3 del artículo 
19°, en el numeral 20.4 del artículo 20° o en el numeral 21.4 del artículo 21°.  
18.6. De los sistemas de remate: 
La SUNAT podrá optar por uno de los siguientes sistemas: 
a. Sistema de postura a viva voz: 
El Martillero Público o el Responsable, según sea el caso, iniciará el acto de remate 
a la hora señalada con la lectura de la relación de bienes y condiciones del remate. 
Proseguirá con el anuncio de las posturas a medida que éstas se efectúan. Luego se 
adjudicará el bien al postor que hubiera efectuado la postura más alta, después de 
un doble anuncio del precio alcanzado sin que se haga una mejor postura, dará por 
concluido el acto de remate. 
b. Sistema de oferta en sobre cerrado: 
El postor realizará su oferta mediante carta que será entregada en sobre cerrado. En 
el exterior del sobre se consignará como datos referenciales: el bien ofertado y/o 
número de lote, nombre, denominación o razón social del postor con indicación de 
su número de RUC o, en su defecto, del número de documento de identidad que 
corresponda.  
El sobre cerrado será depositado, hasta antes del inicio del remate, en un ánfora 
acondicionada especialmente para tal efecto. 
Al cierre del plazo de presentación de las ofertas, el Responsable, en presencia de 
un Notario, o en su caso, el Martillero Público, contará los sobres presentados y 
procederá a abrirlos uno por uno, leyendo en voz alta las ofertas, adjudicando el 
lote o bien al postor que haya efectuado la oferta más alta. 
c.  Sistema de remate por Internet: 
Para tal efecto se seguirá el procedimiento que disponga la SUNAT mediante 
Resolución de Superintendencia.  
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18.7. Modalidades para participar en el remate: 
Cuando el remate esté a cargo del Martillero Público o del Responsable designado por la 
SUNAT, se optará por cualquiera de las siguientes modalidades: 
a. Modalidad de Oblaje: 
1. Podrán participar en el acto de remate, los sujetos que antes del inicio del remate en 
el caso del sistema de posturas a viva voz, o al momento de presentar el sobre 
conteniendo la oferta en el caso del sistema en sobre cerrado, hubieran depositado, 
como mínimo, un monto equivalente al: 
2. Diez por ciento (10%) del precio base del bien que desean adquirir tratándose de la 
primera y segunda convocatoria.  
3. Veinte por ciento (20%) de la postura u oferta según corresponda, en el caso de la 
tercera convocatoria. 
4. A los postores no beneficiados con la adjudicación se les devolverá al término del 
acto de remate el íntegro de la suma depositada. 
b. Modalidad de Arras: 
El adjudicatario del bien, después de concluido el acto de remate, entregará en 
calidad de arras al Martillero Público o Responsable, según corresponda, como 
mínimo, el equivalente al treinta por ciento (30%) del valor del monto adjudicado.  
Cuando el adjudicatario no cumpla con entregar las arras en el momento de la 
adjudicación, se considerará como nuevo adjudicatario al postor que hubiera 
realizado la segunda postura más alta o, en defecto de éste, al siguiente postor hasta 
agotar todas las posturas válidamente realizadas, siempre y cuando el nuevo postor 
esté dispuesto a pagar las arras en el momento. 
El oblaje o las arras, según sea el caso, podrán pagarse en efectivo o en cheque 
certificado o de gerencia a la orden de la SUNAT.  
El adjudicatario perderá el monto otorgado en calidad de oblaje o arras si no 
cancela el saldo del precio dentro del plazo fijado en el numeral 19.3 del artículo 
19°, numeral 20.3 del artículo 20° o numeral 21.4 del artículo 21°. Dicho monto 
servirá para cancelar los gastos incurridos en el remate. 
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El Martillero Público asume la calidad de depositario del dinero entregado en 
calidad de oblaje o arras, desde el momento en que lo recibe hasta su entrega a la 
SUNAT.  
18.8. Precio base: 
El precio base del remate en la primera convocatoria será equivalente a las dos terceras partes 
(2/3) del valor de tasación más el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto de Promoción 
Municipal, o el Impuesto a la Venta de Arroz Pilado en el caso de bienes gravados con dichos 
impuestos.  
De haber una segunda convocatoria, se reducirá el precio base en un quince por ciento (15%). 
En el caso de una tercera convocatoria, no se señalará precio base. 
La tasación de los bienes será realizada por el Perito señalado en el último párrafo del artículo 
184° del Código. 
18.9. Acta del remate: 
Terminado el remate, se extenderá una acta que contendrá: 
- Lugar, fecha y hora del acto de remate. 
- Número del Acta Probatoria de comiso y de la resolución de comiso o de abandono, 
según corresponda. 
- Nombre, denominación o razón social del adjudicatario. 
- La relación de los bienes adjudicados y el monto de la adjudicación. 
El acta será firmada por el Martillero Público, el Responsable y el Notario, según sea el caso.  
18.10. Lotización de los bienes: 
De considerarlo pertinente, la SUNAT conformará lotes con los bienes comisados.  
Artículo 19°.- REMATE DE BIENES NO PERECEDEROS 
Cuando el remate de bienes no perecederos esté a cargo del Martillero Público o del 
Responsable designado por la SUNAT y sea realizado mediante el sistema de postura a viva 
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voz o el sistema de oferta en sobre cerrado, además de lo señalado en el artículo anterior, se 
aplicará el siguiente procedimiento: 
19.1. Convocatoria a remate 
La publicación del aviso de convocatoria se efectuará durante dos (2) días calendario 
consecutivos, tratándose de la primera convocatoria; y un (1) día calendario, tratándose de la 
segunda o tercera convocatoria. 
El aviso deberá consignar los siguientes datos: 
a. Lugar, fecha y hora de la exhibición de los bienes. 
b. Lugar, fecha y hora en que se iniciará el remate. 
c. Intendencia u Oficina Zonal que realiza el remate. 
d. Número del Acta Probatoria que sustenta el comiso, y el número de la resolución de 
comiso o de abandono.  
e. Bien o bienes a rematarse. De ser posible, se incluirá su descripción y características, con 
indicación del número de lote, según sea el caso. 
f. El valor de tasación.  
g. El precio base, salvo en el caso de tercera convocatoria. 
h. Sistema de remate. 
i. Indicación de si se requiere oblaje o arras, así como la forma de calcularlas. 
j. Demás condiciones del remate: Se deberá indicar el monto de la comisión del Martillero 
Público que será asumido por el adjudicatario, de ser el caso. 
19.2. Postergación o suspensión del remate  
La postergación o suspensión del remate se anunciará en el mismo plazo en que se realizó la 
convocatoria, mediante carteles en el local de remate o la publicación del aviso 
correspondiente en los diarios donde fue realizada la convocatoria o la publicación en la 
página web de la SUNAT.  
19.3. Pago y transferencia de los bienes  
El adjudicatario deberá pagar el saldo del precio del bien adjudicado, en efectivo o cheque 
certificado o de gerencia a la orden de la SUNAT, dentro de los dos (2) días hábiles siguientes 
al remate. Verificado el pago, se procederá a la entrega del bien adjudicado.  
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Si el saldo del precio del bien adjudicado no es depositado en la fecha señalada, se convocará 
a otro remate con el mismo precio base. En este caso, el adjudicatario perderá la suma 
depositada y estará impedido de participar como postor en los nuevos remates del bien.  
19.4. Demora en el retiro de los bienes  
El adjudicatario que no cumpla con retirar el bien que le ha sido adjudicado dentro de los dos 
(2) días hábiles siguientes a la cancelación del saldo de precio de venta, deberá pagar los 
gastos en que hubiese incurrido la SUNAT durante el tiempo adicional en que los bienes 
estuvieron almacenados. 
19.5. Nuevas Convocatorias 
De no existir postores en la fecha y hora indicada en la primera convocatoria a remate, se 
declarará desierto el remate y se realizará una segunda convocatoria.  
De no presentarse postores en la segunda convocatoria, se procederá a realizar una tercera 
convocatoria sin señalar precio base, adjudicándose el bien al postor que realice la postura u 
oferta más alta, según corresponda. 9;  
En el caso que no se produzca la venta de los bienes hasta el tercer remate, éstos podrán ser 
destinados o donados. 
Artículo 20°.- REMATE DE BIENES PERECEDEROS  
Cuando el remate de bienes perecederos esté a cargo del Martillero Público o el Responsable 
designado por la SUNAT y sea realizado mediante el sistema de postura a viva voz o sistema 
de oferta en sobre cerrado, será de aplicación lo establecido en el artículo anterior, teniendo en 
cuenta lo siguiente:  
20.1. Convocatoria a remate  
El aviso de convocatoria a remate será publicado durante un (1) día calendario. El aviso 
contendrá el lugar, la fecha y la hora en que se realizará el primer, segundo y tercer remate, 
además de los datos a que se refiere el segundo párrafo del numeral 19.1 del artículo 19° con 
excepción del literal b).  
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20.2. Postergación o suspensión del remate 
La postergación o suspensión del remate se anunciará por un (1) día calendario.  
20.3. Pago y transferencia de los bienes  
El adjudicatario deberá pagar el saldo del precio del bien adjudicado dentro del mismo día del 
remate.  
20.4. Demora en el retiro de los bienes  
El adjudicatario que no cumpla con retirar el bien que le ha sido adjudicado dentro del día 
hábil siguiente a la cancelación del saldo de precio de venta, deberá pagar los gastos en que 
hubiese incurrido la SUNAT durante el tiempo adicional en que los bienes estuvieron 
almacenados. 
Artículo 21°.- REMATE INMEDIATO 
21.1. Bienes materia de remate inmediato 
De conformidad con lo señalado en el tercer párrafo del artículo 184° del Código Tributario, 
se realizará el remate inmediato de los bienes comisados cuando la naturaleza de los bienes lo 
amerite, tales como los animales vivos o, cuando los bienes requieran depósitos especiales 
para su conservación o almacenamiento que la SUNAT no posea o no disponga en el lugar 
donde se realiza la intervención. 
El remate inmediato será realizado como máximo hasta el día siguiente de efectuada la 
intervención. Asimismo, dicho remate sólo podrá ser efectuado por el Martillero Público o el 
Responsable designado por la SUNAT mediante el sistema de postura a viva voz o el sistema 
de oferta en sobre cerrado.  
21.2. Convocatoria a remate  
Se podrá convocar a las personas que se encuentren presentes en los lugares que constituyen 
puntos de concentración mayorista, así como a organizaciones vinculadas al comercio de los 
bienes a ser rematados, o a organizaciones o personas que por su actividad pudieran tener 
interés en la adquisición de los mismos. 
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La comunicación a los postores se realizará cuando menos treinta (30) minutos antes de la 
ejecución del remate y se informará, como mínimo, lo siguiente: 
a. Bien o bienes a rematar y, de ser posible, su descripción y características. 
b. Precio base del remate. 
c. La hora en que se iniciará el primer, segundo y tercer remate. 
d. Informar si se requiere oblaje o arras, así como la forma de calcularlas para el primer, 
segundo o tercer remate, según sea el caso. 
e. Demás condiciones del remate: Se deberá informar el monto de la comisión del Martillero 
Público, la misma que será asumida por el adjudicatario, de ser el caso. 
f. El lugar donde se llevará a cabo el remate.  
21.3. Segundo y Tercer Remate 
De no existir postores en el primer remate, éste se declarará desierto, debiendo realizarse en el 
mismo día un segundo remate. Si en éste tampoco se presentan postores, el remate se 
declarará desierto, y el mismo día se realizará el tercer remate, en el cual se adjudicarán los 
bienes al postor que realice la propuesta más alta. 
En caso que en el tercer remate no se adjudiquen los bienes, éste será declarado desierto, 
procediéndose a la donación. 
21.4. Pago y transferencia de los bienes  
Inmediatamente concluido el acto de remate, el adjudicatario deberá pagar el saldo del precio 
del bien adjudicado, en efectivo o cheque certificado o de gerencia a la orden de la SUNAT a 
fin de retirar los bienes; luego de lo cual se procederá a la entrega del bien adjudicado.  
De no cancelar el saldo en el plazo antes señalado, el postor quedará impedido de participar 
en los posteriores remates del bien que realice la SUNAT y perderá todo derecho sobre el 
oblaje o arras entregado, el que servirá para cubrir los gastos generados por la realización del 
remate.  
En este último caso, los bienes serán adjudicados al postor que tenga la segunda postura más 
alta y que esté dispuesto a realizar el pago en el momento. En defecto de éste, los bienes serán 
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adjudicados al siguiente postor hasta agotar todas las posturas válidamente realizadas, siempre 
y cuando el nuevo postor esté dispuesto a realizar el pago en el momento.  
Artículo 22°- PRODUCTO DEL REMATE  
El producto del remate está constituido por el monto obtenido por la realización del remate, 
menos el Impuesto General a las Ventas el Impuesto de Promoción Municipal, el Impuesto a 
la Venta de Arroz Pilado de corresponder y los gastos generados por la ejecución del comiso 
y remate. 
Artículo 23°- COMPROBANTE DE PAGO 
Adjudicado el bien en remate, la SUNAT o el Martillero Público, según sea el caso, emitirá el 
comprobante de pago correspondiente. 
TITULO V 
DONACIÓN O DESTINO DE LOS BIENES COMISADOS 
Artículo 24°- DE LOS BENEFICIARIOS 
24.1 Tratándose de la donación de bienes comisados, el beneficiario será una institución sin 
fines de lucro de tipo asistencial, educacional o religioso oficialmente reconocida.  
24.2 En caso que se proceda al destino de los bienes comisados, el beneficiario será una 
entidad pública.  
24.3 Los beneficiarios deberán dedicar los bienes entregados por la SUNAT para la 
realización de sus fines propios.  
24.4 Los beneficiarios quedan obligados a no transferir los bienes hasta dentro de un plazo de 
dos (2) años contados a partir de la fecha en que le fueron entregados los bienes. Si después 
de transcurrido dicho plazo, transfieren los mencionados bienes, quedan obligados a destinar 
los ingresos obtenidos a sus fines propios. 
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24.5 Los sujetos susceptibles de ser beneficiarios podrán presentar su solicitud a la 
dependencia de la SUNAT correspondiente al lugar de su domicilio, para la evaluación 
respectiva.  
Artículo 25°.- RELACIÓN DE BENEFICIARIOS 
La donación o destino de los bienes comisados, se efectuará a los sujetos comprendidos en la 
Relación de Beneficiarios que apruebe la SUNAT, salvo cuando sea necesario atender los 
requerimientos en casos de emergencia o urgencia o necesidad nacional o sea autorizada por 
el Superintendente Nacional de Administración Tributaria.  
La citada relación será aprobada anualmente mediante Resolución de Superintendencia y será 
difundida en la página web de la SUNAT. 
La donación o destino de los bienes será autorizada por la SUNAT.  
La donación inmediata de los bienes comisados se realizará como máximo hasta el día 
siguiente de efectuada la intervención.  
  
Artículo 26°.- DE LA RESOLUCIÓN DE DONACIÓN O DESTINO 
La Resolución de donación o destino contendrá, como mínimo, lo siguiente: 
a. Número del Acta Probatoria. 
b. Nombre, denominación o razón social del beneficiario. 
c. Identificación o descripción y cantidad de los bienes. 
d. El valor de los bienes materia de la donación o destino. 
Artículo 27°.- ENTREGA DE LOS BIENES  
Los bienes donados o destinados de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior serán 
recogidos por el representante del beneficiario que figure en la resolución de donación o 
destino de los bienes comisados o la persona designada para dicho efecto, debidamente 
acreditada.  
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Las mencionadas personas deberán presentar el documento de identidad respectivo y suscribir 
el Acta de Entrega correspondiente. 
Los beneficiarios tendrán un plazo máximo de diez (10) días hábiles contados a partir de la 
notificación de la resolución para recoger los bienes. Vencido dicho plazo, la resolución 
quedará sin efecto y los bienes podrán ser materia de donación o destino a otro beneficiario. 
Artículo 28°.- EVALUACIÓN DEL ESTADO DE LOS BIENES 
Cuando las circunstancias lo ameriten, previamente al remate o donación de los bienes 
comisados, la SUNAT podrá solicitar que una persona o entidad competente evalúe si dichos 
bienes son aptos para consumo humano o animal.  
Lo señalado en el párrafo anterior no será necesario tratándose del remate a que se refiere el 
artículo 21°.  
 
DISPOSICIÓN FINAL 
Única.- Para efectos de determinar los gastos de almacenamiento de los bienes comisados se 
aplicarán los criterios y las tarifas establecidas en el Anexo I de la Resolución de 
Superintendencia N° 050-96/SUNAT y normas modificatorias. 
ANEXO I 
INFRACCIONES QUE PUEDEN SER SANCIONADAS CON COMISO DE BIENES  
INFRACCION DESCRIPCION 
  
Artículo 173°  
Numeral 1 No inscribirse en los registros de la Administración 
Tributaria, salvo aquélla en que la inscripción constituye 
condición para el goce de un beneficio. 
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Numeral 5 No proporcionar o comunicar a la Administración 
Tributaria informaciones relativas a los antecedentes o 
datos para la inscripción, cambio de domicilio o 
actualización en los registros o proporcionarla sin observar 
la forma, plazos y condiciones que establezca la 
Administración Tributaria.  
Artículo 174°   
Numeral 6 No obtener el comprador los comprobantes de pago u 
otros documentos complementarios a éstos, distintos a la 
guía de remisión, por las compras efectuadas, según las 
normas sobre la materia.  
Numeral 8  Remitir bienes sin el comprobante de pago, guía de 
remisión y/u otro documento previsto por las normas para 
sustentar la remisión. 
 Numeral 9  Remitir bienes con documentos que no reúnan los 
requisitos y características para ser considerados como 
comprobantes de pago, guías de remisión y/u otro 
documento que carezca de validez. 
Numeral 10  Remitir bienes con comprobantes de pago, guías de 
remisión u otros documentos complementarios que no 
correspondan al régimen del deudor tributario o al tipo de 
operación realizada de conformidad con las normas sobre 
la materia. 
Numeral 11  Utilizar máquinas registradoras u otros sistemas de 
emisión no declarados o sin la autorización de la 
Administración Tributaria para emitir comprobantes de 
pago o documentos complementarios a éstos. 
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Numeral 13  Usar maquinas automáticas para la transferencia de bienes 
o prestación de servicios que no cumplan con las 
disposiciones establecidas en el Reglamento de 
Comprobantes de Pago, excepto las referidas a la 
obligación de emitir y/u otorgar dichos documentos . 
Numeral 14  Remitir o poseer bienes sin los precintos adheridos a los 
productos o signos de control visible,  según lo establecido 
en las normas tributarias. 
Numeral 15  No sustentar la posesión de bienes mediante los 
comprobantes de pago u otro documento previsto por las 
normas sobre la materia que permitan sustentar costo o 
gasto, que acrediten su adquisición. 
Numeral 16  Sustentar la posesión de bienes con documentos que no 
reúnen los requisitos y características para ser 
considerados comprobantes de pago según las normas 
sobre la materia y/u otro documento que carezca de 
validez.  
Artículo 177°  Numeral 21  No implementar, las empresas que explotan juegos de 
casino y/o máquinas tragamonedas, el Sistema Unificado 
en Tiempo Real o implementar un sistema que no reúne 
las características técnicas establecidas por SUNAT.  
Artículo 178°   
Numeral 2 Emplear bienes o productos que gocen de exoneraciones o 
beneficios en actividades distintas de las que 
corresponden.  
Numeral 3  Elaborar o comercializar clandestinamente bienes 
gravados mediante la sustracción a los controles fiscales; 
la utilización indebida de sellos, timbres, precintos y 
demás medios de control; la destrucción o adulteración de 
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los mismos; la alteración de las características de los 
bienes; la ocultación, cambio de destino o falsa indicación 
de la procedencia de los mismos. 
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